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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron los señores:

--Allamand Zavala, Andrés
--Alvear Valenzuela, Soledad

--Ávila Contreras, Nelson 

--Bianchi Chelech, Carlos
--Cantero Ojeda, Carlos

--Chadwick Piñera, Andrés

--Escalona Medina, Camilo
--Espina Otero, Alberto

--Frei Ruiz-Tagle, Eduardo
--García Ruminot, José

--Gazmuri Mujica, Jaime

--Girardi Lavín, Guido

--Gómez Urrutia, José Antonio

--Horvath Kiss, Antonio

--Kuschel Silva, Carlos 

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Longueira Montes, Pablo

--Matthei Fornet, Evelyn

--Muñoz Aburto, Pedro

--Muñoz Barra, Roberto

--Naranjo Ortiz, Jaime 

--Novoa Vásquez, Jovino

--Núñez Muñoz, Ricardo

--Orpis Bouchón, Jaime

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Romero Pizarro, Sergio

--Ruiz-Esquide Jara, Mariano

--Sabag Castillo, Hosaín

--Vásquez Úbeda, Guillermo

--Zaldívar Larraín, Adolfo

Actuó de Secretario el señor Carlos Hoffmann Contreras, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.

II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:20, en presencia de 18 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el nombre de Dios, se abre la sesión.

III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se dan por aprobadas las actas de las sesiones 62ª y 63ª, ordinarias, en 28 y 29 de octubre del año en curso, respectivamente, que no han sido observadas.


(Véanse en los Anexos las Actas aprobadas).
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR , don Adolfo (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Tres de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, con relación al proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.284, que establece normas para la plena integración social de personas con discapacidad (boletín N° 3.875-11).



--Queda retirada la urgencia, se tiene presente la nueva calificación y se manda agregar el documento a sus antecedentes.


Con los dos siguientes hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Honorables señor Girardi, señora Matthei y señores Kuschel, Ominami y Ruiz-Esquide, sobre composición nutricional de los alimentos y su publicidad (boletín Nº 4.921-11).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece modificaciones a la legislación sobre expendio, comercialización y producción de bebidas alcohólicas (boletines N°s 2.973-11, 4.181-11, 4.192-11 y 4.379-11, refundidos).


--Se tienen presentes las urgencias y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.


De Su Excelencia el Vicepresidente de la República, con el que inicia un proyecto de ley que establece normas sobre la actividad de lobby (boletín N° 6.189-06) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase el documento en los Anexos).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización y a la Comisión de Hacienda, en su caso.
Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con el primero informa que ha prestado su aprobación a las enmiendas propuestas por el Senado en relación con el proyecto que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento y facilitar la construcción de viviendas sociales al simplificar el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios (boletines números 5.502-14 y 5.571-14, refundidos).


--Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.


Con el segundo comunica que ha aprobado el informe de la Comisión Mixta constituida para resolver las divergencias suscitadas durante la tramitación del proyecto de ley que transforma la Casa de Moneda de Chile en sociedad anónima (boletín N° 2.949-05) (con urgencia calificada de “suma”).



--Queda para tabla.


Del señor Secretario General de Carabineros de Chile, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable señor Navarro, referido a la instrucción de un sumario contra los uniformados que procedieron a la detención de los señores Héctor Llaitul y Roberto Painemil.



--Queda a disposición de los señores Senadores.
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)-----------------(

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, solicito que se amplíe hasta el lunes 10 de noviembre el término para plantear indicaciones al proyecto que modifica la ley Nº 19.885, referida a donaciones con beneficios tributarios.



La petición obedece a que el Ejecutivo se atrasó en formular una indicación, que está enviando en este momento pero fuera de plazo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si le parece a la Sala, se accederá a ello, sobre la base de que la diligencia se efectuará en la Secretaría de la Comisión.



--Así se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

BENEFICIO A DEUDORES DE CRÉDITO UNIVERSITARIO

POR PRESTACIÓN DE SERVICIOS REMUNERADOS

EN COMUNAS DE MENOR DESARROLLO

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de ley, en tercer trámite constitucional, que otorga beneficios a deudores de crédito universitario que indica, por la prestación de servicios remunerados en las comunas de menor desarrollo del país.


--Los antecedentes sobre el proyecto (4237-04) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de ley:


En primer trámite, sesión 24ª, en 20 de junio de 2006.

En tercer trámite, sesión 64ª, en 4 de noviembre de 2008.

Informes de Comisión:


Educación, sesión 50ª, en 6 de septiembre de 2006.


Educación (segundo), sesión 11ª, en 17 de abril de 2007.


Hacienda, sesión 11ª, en 17 de abril de 2007.


Discusión:



Sesión 60ª, en 11 de octubre de 2006 (se aprueba en general); 14ª, en 2 de mayo de 2007 (queda pendiente su discusión particular); 15ª, en 8 de mayo de 2007 (se aprueba en particular).
El señor HOFFMANN (Secretario General).- El proyecto inició su tramitación en el Senado, por mensaje del Ejecutivo, y la Cámara de Diputados, en el segundo trámite constitucional, resolvió introducirle una serie de modificaciones que se consignan en el texto comparado que Sus Señorías tienen sobre sus escritorios.



En síntesis, dichas enmiendas consisten en:



1) Incluir a las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales dentro de las posibilidades para que los jóvenes profesionales presten servicios en municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales o asociaciones municipales.



2) Ampliar a los ámbitos urbano y ambiental las funciones de apoyo a los municipios que presten las corporaciones, fundaciones u organizaciones no gubernamentales, y disponer que estas entidades se deben encontrar inscritas en el registro correspondiente de la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo.



3) Precisar los elementos que determinen la calidad de comunas con menores niveles de desarrollo.



4) Establecer que la Subsecretaría de Desarrollo Regional y Administrativo, en conjunto con el Ministerio de Educación y la Dirección de Presupuestos, evaluarán el cumplimiento de los objetivos de la ley al tercer año de su vigencia e informarán de sus resultados a la Comisión Especial Mixta de Presupuestos, y



5) Despejar las trabas que puedan tener las municipalidades más pequeñas para contratar profesionales jóvenes, a las cuales se les exime de la obligación de ajustarse, para estos efectos, a las restricciones legales.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



Tiene la palabra el Honorable señor Sabag.

El señor SABAG.- Señor Presidente, el texto llegó directo a la Sala. No fue enviado a una Comisión especializada para que nos informara. Porque recuerdo que en la…

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Le hago presente que se trata de un proyecto en tercer trámite constitucional, Su Señoría.

El señor SABAG.- Señor Presidente, algunos aspectos suscitaron divergencias en el Senado, como el relativo a las comunas de menor desarrollo. Las de mayor desarrollo se encuentran en la Región Metropolitana y fueron excluidas del sistema en examen, pero ahora vienen consideradas nuevamente.



El punto fue muy debatido en la Comisión de Hacienda en esa oportunidad y ahora no hay nadie que defienda al menos ese punto de vista. No sé si alguno de los integrantes de dicho órgano técnico -el Senador señor García participó bastante en el estudio de la materia- puede dar una opinión.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si no tiene inconveniente, Honorable señor Sabag, el Presidente que habla dirigirá la sesión.

El señor SABAG.- Estoy dando mi opinión, no más.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Muchas gracias.

El señor GÓMEZ.- ¡Acepte la colaboración, señor Presidente…!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Todo aporte es bienvenido.



Vamos a dar inicio al debate, entonces, sin perjuicio de que la Sala puede determinar que el proyecto sea enviado a Comisión.



Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, estimo positiva, por supuesto, la iniciativa que nos ocupa, pero me llama la atención que en el artículo 1º, inciso primero, se haya eliminado la oración “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales,”. Es decir, al permitirse que unas y otras también sean favorecidas por el sistema, evidentemente que se pierde total y absolutamente la intención del articulado, pues los profesionales van a recibir gratis los beneficios, que apuntan precisamente a fortalecer la presencia de tales personas en diversos sectores que no resultan atractivos, desde el punto de vista económico.



Todos esos especialistas, en consecuencia, tendrán la posibilidad de quedarse en las capitales de Región, en las cuales se va concentrando prácticamente la suma de los servicios, en especial en algunas áreas. Es algo que puede ocurrir en Temuco -como sucede-, en Talca, en Puerto Montt. Y a las comunas pequeñas a las cuales se pretende favorecer con el proyecto la ayuda les llegará “por goteras” o no recibirán nada.



Entonces, no sé si es posible enviar la iniciativa a Comisión. En caso contrario, tal como está, anuncio mi voto negativo, porque se estaría burlando la intención que la anima.



La cuestión es sumamente grave, incluso, en materias de salud. Por ejemplo, los únicos hospitales que cuentan con todas las especialidades son, como sabemos, los de tipo 1. Los establecimientos de tipo 2, 3 ó 4 tienen que derivar sus enfermos a la capital de la Región respectiva. Por ello, nos encontramos con listas de espera -subrayo que se trata del área de la salud- de miles de personas.



En las comunas pequeñas no existen especialistas. Y eso lo comprobamos en carne propia quienes estamos en el Parlamento. De tal manera que me llama profundamente la atención que se haya ido a la “yugular” del proyecto al incluir también las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- A continuación, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, es importante, a mi juicio, que podamos despachar de una vez la iniciativa que nos ocupa.



Después de meditar sobre lo propuesto por la Cámara de Diputados en el sentido de evitar la exclusión de las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, lo estimo saludable.



Lo que queremos es que profesionales jóvenes que estén saliendo de la universidad y sean deudores del crédito solidario estén dispuestos -tal como ha ocurrido con otros- a colaborar con el Estado, en particular con los municipios, en las diversas áreas de su quehacer.



Deseo consignar en primer término, entonces, que la modificación me parece adecuada.



Creo que el planteamiento de excluir las comunas de la Región Metropolitana ha obedecido al esfuerzo por descentralizar, el cual me parece noble, pero podría privar a más de 52 comunas del capital humano que constituyen jóvenes dispuestos a participar en funciones vinculadas a los municipios de las principales ciudades, donde se halla 30 y tantos por ciento de la población del país.



Pienso que lo anterior resultaría absurdo. Sería como proponer que el Programa Servicio País no se aplicara en comunas de la Región Metropolitana. Me parece que esa no es la cuestión, sino la de atraer a profesionales recién egresados de las universidades y que registren una deuda con el Estado para que trabajen en el sector público de modo que puedan amortizarla o disminuirla.



Tratándose de la Sexta Región, la verdad es que soy un convencido de que es conveniente la posibilidad de contar con profesionales dispuestos a colaborar con la comuna de Rancagua, independiente del color político de la autoridad de turno. Lo considero una buena manera de estimular la formación de los jóvenes.



Entonces, creo que aquello que antes fue motivo de un gran debate ya no debe serlo. En lo personal, estoy de acuerdo con la enmienda propuesta por la Cámara de Diputados.



Me parece adecuada una segunda modificación que no es más que el establecimiento de ciertos criterios respecto de instituciones que se registrarán con un organismo estatal al objeto de que se pueda hacer un seguimiento.



Por momentos, no sé si los beneficios planteados son suficientes, pero permiten que los jóvenes logren subsanar un monto muy importante de sus deudas.



Pienso que la enmienda relativa al número 4 del artículo 3°, por la forma como se ha hecho, da mayor claridad respecto a cómo se van a efectuar las prestaciones en las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, asociaciones municipales o establecimientos dependientes de los servicios de salud. Se determinan ciertos elementos que, en mi concepto, son apropiados.



Juzgo que deberíamos despachar la iniciativa, la cual constituye una señal importante para jóvenes que quieran cumplir con un servicio profesional en el sector público. Es algo que hace mucha falta en varios municipios.



Estoy por aprobar todas las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, si bien la Cámara de Diputados eliminó la exclusión de las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, deseo llamar la atención en el sentido de que el proyecto alude a un reglamento. En efecto, se hace referencia a deudores que “se incorporen a prestar servicios remunerados en las municipalidades, corporaciones y fundaciones municipales, o asociaciones municipales, correspondientes a comunas” -estoy citando textualmente- “con menores niveles de desarrollo del país, definidas como tales conforme a lo que disponga el reglamento,”.



Entonces, si existe un texto de esa índole que determinará cuáles son esas comunas, me parece que entre ellas también deberían incluirse algunas de la Región Metropolitana. Al respecto, viven situaciones muy delicadas las de La Pintana, Puente Alto, La Granja, etcétera, que presentan muchas carencias y se encuentran claramente en los niveles de menor desarrollo.



Y, al señalarse en dicha normativa -tal como lo sugiere la norma de la Cámara de Diputados- las comunas de menor desarrollo, no ocurriría lo que el Senador señor Muñoz Barra expresó con preocupación, en el sentido de que todos estos profesionales van a querer irse a las capitales de Región o quedarse en la Región Metropolitana.



Repito que se apunta a dichas comunas y que en la Región Metropolitana se incluyen algunas extraordinariamente pobres que también necesitan aprovechar la posibilidad de incrementar la presencia de profesionales en las fundaciones o corporaciones citadas.



Por consiguiente, comparto la propuesta hecha acá en torno a aprobar el proyecto de ley con las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, ya que, en mi concepto, lo que preocupa a mi Honorable colega Muñoz Barra queda resuelto con la redacción contemplada en el texto despachado por el Senado y modificado, en la parte pertinente, por la otra rama del Congreso.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Gómez.

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, la verdad es que todas las discriminaciones que se puedan hacer son odiosas, por ser compleja la exclusión de Regiones o capitales regionales. Lo que sí considero importante establecer -si es posible, en una discusión de afinamiento del proyecto- son incentivos mayores para quienes se vayan a Regiones.



Porque la Senadora señora Alvear tiene toda la razón. Algunas comunas de la Región Metropolitana son muy pobres y requieren profesionales que trabajen en ellas. Pero también resulta relevante en el desarrollo del país que incentivemos a que la gente se vaya a trabajar a Regiones.



Por ello, dejar ese punto entregado solo al reglamento me parece complejo. Como ese texto será dictado por la autoridad sobre la base de parámetros que no estarán fijados por ley y no sabemos si van a ser los que esperamos al menos quienes estamos interviniendo en la discusión del proyecto, me parece importante la existencia de incentivos especiales para el joven que dice: “Voy a ir a trabajar en determinada área en Tocopilla”. A lo mejor, el pago de su deuda podría acelerarse, por ejemplo. Pero estimo importante contemplar fórmulas para que los jóvenes profesionales puedan desarrollar su actividad en Regiones, lo cual ya es bastante arduo.



El Senador señor Muñoz Barra señaló las dificultades que se presentan en el área de la salud. Y todos sabemos lo difícil que resulta llevar profesionales médicos especialistas a comunas pequeñas, y que ellos concurran a estas. Así sucede en Tocopilla, Taltal, María Elena y, en fin, en diversos otros lugares de la Segunda Región.



Por eso, creo que una posible solución sería establecer el criterio de otorgar incentivos diferenciados, de manera tal que la gente joven decida desempeñar sus actividades en todo el territorio, sin excluir, por ningún motivo, a las comunas de la Región Metropolitana ni, por supuesto, a las capitales regionales.



Y, en cuanto al reglamento, mantengo la duda sobre qué criterios se van a contemplar con relación a este tipo de incentivo.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



Se va a proceder a votar.



Hago presente a Sus Señorías que, por encontrarse la iniciativa en tercer trámite constitucional, no cabe hacer alteraciones a las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, sino aprobarlas o rechazarlas.



En otras palabras, hay dos opciones: los señores Senadores que deseen incorporar al texto algunos alcances -que parecen tan razonables- tendrían que rechazar las modificaciones, a fin de que se formara una Comisión Mixta, y quienes concuerden con la posición del Honorable señor Letelier simplemente deberían aprobarlas.



Es cuanto podemos hacer.



Por lo tanto, se va a votar.

El señor GÓMEZ.- ¿El proyecto completo?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- No, señor Senador, porque está en tercer trámite.

El señor GÓMEZ.- ¿Es posible votar por artículo?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Si se decide votar las enmiendas artículo por artículo.

El señor LETELIER.- No, todas de una vez.

El señor VÁSQUEZ.- Igual va a ir a Comisión Mixta.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- O bien, podría acogerse lo sugerido por el Senador señor Sabag en orden a que el proyecto vuelva a Comisión, dado que existe una norma reglamentaria expresa que lo permite, siempre y cuando haya acuerdo de mayoría en la Sala.

El señor LETELIER.- ¡No!

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Entonces, se van a votar en un solo acto todas las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados.

El señor MUÑOZ BARRA.- ¿Se puede fundamentar el voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Naturalmente. 

El señor MUÑOZ BARRA.- Sería bueno que la Mesa inscribiera a los que deseen hacerlo.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Están inscritos automáticamente.



En votación.



--(Durante el fundamento de voto).

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra la Honorable señora Alvear.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, apoyo la iniciativa. 



Y respecto de las aprensiones de algunos señores Senadores, debo señalar expresamente, para que quede establecido en la historia de la ley, que el texto se refiere a comunas con menores niveles de desarrollo, definidas como tales en el reglamento que deberá dictarse.



Me parece que el dejar explicitado el punto puede precaver algunas de las preocupaciones que aquí se plantearon.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Cómo vota Su Señoría?

La señora ALVEAR.- Voto “sí”.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Chadwick. 

El señor CHADWICK.- Señor Presidente, me voy a pronunciar en contra de las enmiendas efectuadas por la Cámara de Diputados, fundamentalmente por dos motivos.



Este es un buen proyecto para incentivar que profesionales se trasladen a las distintas localidades del país a los efectos de prestar sus servicios. 



La lógica con que aprobamos la iniciativa en el Senado, en el primer trámite constitucional, fue que ese personal calificado se desempeñara en las comunas de menor desarrollo, escaso número de habitantes y mayores índices de ruralidad, porque ahí es donde hacen falta. Si se incluyera a las capitales regionales, obviamente estas se coparían, pues todos esos profesionales tenderían a irse a ellas, perdiéndose la razón de ser del proyecto.



Además, señor Presidente, con la modificación introducida por  la Cámara Baja al inciso primero del artículo 1° el texto resulta inentendible, ya que elimina la exclusión de las capitales regionales; pero, para optar a los beneficios, mantiene entre los requisitos -que han de ser precisados también en un reglamento- el que se trate de comunas con menos de treinta mil habitantes. 



Y como no hay ninguna capital regional que tenga una población inferior a la cifra indicada, el proyecto quedó mal construido. Por eso, es bueno que vaya a Comisión Mixta, para que se corrija en uno u otro sentido y sea coherente.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- ¿Cómo vota Su Señoría?

El señor CHADWICK.- Voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Muñoz Barra.





El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, voy a fundamentar mi voto solamente para ratificar lo que planteé en mi intervención: que con la supresión de la frase “excluyéndose las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales”, los profesionales no van a llegar a los sectores que requieren una ley en este sentido.



Quiero recordar a los señores Senadores que hace algún tiempo aprobamos una ley que otorga un incentivo a los profesionales que se vayan a trabajar a comunidades con menos de diez mil habitantes.



¿Cuál fue la intención de ese cuerpo legal? Llevar también la modernidad a determinados servicios de localidades chicas, que son muchísimas en nuestro país. Chile tiene 346 comunas y gran parte de ellas son muy pequeñas.



Con referencia a esa ley, si Sus Señorías retrotraen su mente a las Regiones que representan, estarán de acuerdo conmigo en que prácticamente ningún profesional se interesó por recibir tal incentivo para ir a desempeñar funciones en esas comunidades.



Lo señalado constituye un hecho real, concreto, que determina que si en la presente iniciativa se excluyen las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales, ella no tendrá sentido práctico alguno. Será una ley más que no se materializará en la realidad. 



En efecto, muchas veces anunciamos en nuestras Regiones los eventuales beneficios que ellas contemplan, pero después nos encontramos con que la teoría no funciona en la práctica.



Por lo expuesto, con absoluta convicción, voto en contra del proyecto tal como se encuentra redactado y que excluye a las comunas de la Región Metropolitana y las capitales regionales.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Orpis.

El señor ORPIS.- Señor Presidente, como expresó el Senador señor Chadwick, creo que la iniciativa debe corregirse en Comisión Mixta.



En mi Región he podido constatar cómo a veces el que existan uno o dos profesionales en comunas pequeñas puede cambiar radicalmente la vida de los pobladores, en términos de elaboración de proyectos y propuestas y de que se ejecute la inversión correspondiente. 



El hecho de que se establezca la condición de que las comunas beneficiadas tengan menos de treinta mil habitantes implicará que lleguen a ellas muy pocos profesionales y, por lo tanto, no se va a cumplir el propósito del proyecto.



En aras de posibilitar el perfeccionamiento y modificación del articulado, voto que no.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, hay un dicho popular que expresa: “Lo perfecto es enemigo de lo bueno”. 



He escuchado con atención las reflexiones de los Honorables señores Gómez y Chadwick. Entiendo que sería óptimo que hubiera más incentivos para que la gente trabajara en Regiones. 



Sí, puede ser, pero ¿qué lugar es una Región? Valparaíso es una Región. Concepción forma parte de otra. Y las comunas de Concepción y de San Pedro de la Paz son bastante más desarrolladas que las de Huechuraba, Talagante o La Pintana, situadas en otras partes del territorio.



Es decir, si bien el criterio de descentralización que aquí se plantea -lo hemos discutido- refleja una buena intención, en esta materia creo que lo perfecto termina siendo enemigo de lo bueno.



Lo que se pretende es generar un mecanismo para que los estudiantes que tienen deudas de crédito solidario universitario y de créditos para estudios de educación superior accedan, a través de la prestación de servicios en el sector público, a recibir un beneficio.



Esa es la idea matriz.



La idea matriz no es el desarrollo de las Regiones de modo genérico. Porque si aquella se concreta en Rancagua o en Temuco, ¿significa un aporte para las respectivas Regiones? ¡Por cierto que sí, versus que los jóvenes no tengan ese incentivo! Porque dicho incentivo constituye un beneficio para que presten servicios en el ámbito público, versus otro sector, y permanezcan en él, particularmente en los municipios, en las corporaciones que cumplan o complementen una función o una estrategia pública.



Señor Presidente, dilatar el trámite del proyecto no es conducente. Y lo digo con mucho respeto a quienes han sostenido una opinión distinta. Muchos jóvenes quieren contar con un mecanismo que les permita aliviar su deuda; disponer de un incentivo para trabajar vinculados a los municipios, a los servicios de salud, al sector público, en forma directa o indirecta. 



Por eso, voy a votar a favor de las modificaciones propuestas por la Cámara de Diputados.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Vásquez.

El señor VÁSQUEZ.- Señor Presidente, curiosamente, concuerdo con el Senador señor Chadwick, pero haciendo un agregado. 



El número 4 del artículo 3º del texto aprobado por la Cámara de Diputados señala que el reglamento determinará las comunas donde se prestarán los servicios, de acuerdo con las siguientes condiciones:



“a) Cantidad de habitantes de la comuna, dando preferencia a aquellas comunas que tengan una población de menos de treinta mil habitantes;”.



No obstante, la letra siguiente adiciona un elemento:



“b) Porcentaje de población rural de la comuna, dando preferencia a aquellas con un mayor porcentaje;”.



Resulta obvio que las capitales regionales -fundamentalmente, gran parte de la Región Metropolitana- presentan escasa ruralidad. De manera que permitirles ingresar y, en seguida, ponderarlas en función de su población rural deja al reglamento en una situación de bastante incongruencia.



A mi juicio, la normativa en proyecto es, por sí misma, bastante incongruente.



Por eso, voy a votar en contra para que exista la debida concordancia o, como se dice en los medios de interpretación, para que haya lógica dentro de la ley.



Voto que no. 

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se rechazan las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados (21 votos en contra, 3 a favor y 2 abstenciones), y se designa a los miembros de la Comisión de Educación para integrar la Comisión Mixta que deberá formarse.



Votaron por la negativa la señora Matthei y los señores Allamand, Ávila, Chadwick, Espina, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag, Vásquez y Zaldívar (don Adolfo).





Votaron por la afirmativa la señora Alvear y los señores Escalona y Letelier. 



Se abstuvieron los señores Bianchi y García. 

ENMIENDA A CONVENCIÓN SOBRE PROTECCIÓN FÍSICA DE MATERIALES NUCLEARES
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Proyecto de acuerdo de la Honorable Cámara de Diputados que aprueba la Enmienda de la Convención sobre la Protección Física de los Materiales Nucleares, con informe de la Comisión de Relaciones Exteriores.

--Los antecedentes sobre el proyecto (5935-10) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:


Proyecto de acuerdo:

En segundo trámite, sesión 41ª, en 5 de agosto de 2008.


Informe de Comisión:


Relaciones Exteriores, sesión 64ª, en 4 de noviembre de 2008.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Los objetivos principales de la Convención consisten en lograr y mantener en todo el mundo una protección eficaz de los materiales y de las instalaciones nucleares utilizados con fines pacíficos. Asimismo, prevenir y combatir los delitos relacionados con tales materiales e instalaciones, facilitando la cooperación entre los diversos Estados Partes.



La Comisión de Relaciones Exteriores discutió esta iniciativa tanto en general cuanto en particular y le dio su aprobación por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señores Gazmuri, Larraín, Muñoz Barra y Romero), en los mismos términos en que la despachó la Cámara de Diputados.



Corresponde señalar que este proyecto requiere para su aprobación el voto conforme de 19 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En discusión general y particular a la vez el proyecto de acuerdo.



Tiene la palabra el Honorable señor Muñoz Barra.

El señor MUÑOZ BARRA.- Señor Presidente, no deseo corregir sino aclarar que la Comisión de Relaciones Exteriores no aprueba ni rechaza el proyecto de acuerdo. Lo que hace es señalar que no existe ninguna contravención constitucional que lo margine.



Ese es el mandato que tiene dicho órgano técnico. Y les pediría a sus integrantes presentes en la Sala que ratificaran ese parecer. 



Repito: no quiero corregir, sino simplemente aclarar que la Comisión de Relaciones Exteriores no aprueba ni rechaza los proyectos de acuerdo; solo formula alguna indicación de tipo constitucional.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Es la opinión de Su Señoría. La Mesa no la comparte.



Ofrezco la palabra.



Ofrezco la palabra.



Cerrado el debate.



En votación.

El señor VÁSQUEZ.- No hay quórum, señor Presidente.

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Se van a tocar los timbres.

El señor LETELIER.- ¿Por qué requiere quórum especial?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- Señor Senador, lo que pasa es que hay información reservada y se contrariaría la Ley de Transparencia, si no me equivoco.



Estoy buscando la norma.

El señor LETELIER.- ¿La podría leer, para precisar la forma de votar?

El señor HOFFMANN (Secretario General).- El artículo 8º de la Constitución dice: “Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado”, etcétera. Y agrega: “sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afecte el debido cumplimiento…”.

El señor LETELIER.- ¡Este es un Tratado!

El señor HOFFMANN (Secretario General).- ¿Algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general y particular el proyecto de acuerdo (20 votos), dejándose constancia de que se cumplió con el quórum constitucional exigido.


Votaron los señores Allamand, Ávila, Bianchi, Chadwick, Escalona, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Muñoz Aburto, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Orpis, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Vásquez y Zaldívar (don Adolfo).

La señora ALVEAR.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Tiene la palabra Su Señoría.

La señora ALVEAR.- Señor Presidente, había pedido la palabra antes de que se sometiera a votación el proyecto de acuerdo, para fundamentar mi pronunciamiento.



Solo deseo llamar la atención en el sentido de que se trata de una enmienda a una Convención que protege el transporte de los materiales nucleares, lo cual, sin duda, significa un avance muy notable.



En nuestro país hemos visto en numerosas ocasiones las dificultades que se generan cuando arriban barcos con desechos atómicos. En tal contexto, la protección de ese medio de transporte -insisto- representa un gran avance. 



Entonces, quiero votar a favor del proyecto de acuerdo, argumentando que constituye un paso bastante significativo, trabajado con mucha fuerza, durante muchos años, por organizaciones no gubernamentales y por nuestro Gobierno.



Por esas razones, solicito que se incluya mi voto favorable.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se agregará el voto afirmativo de Su Señoría.



Por lo tanto, el proyecto de acuerdo queda aprobado en general y en particular con 21 votos a favor.

VI. INCIDENTES

Peticiones de oficios
El señor HOFFMANN (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.

)-----------(



--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:


Del señor CANTERO:



Al señor Presidente de la Corte de Apelaciones de Antofagasta, solicitándole información sobre DILIGENCIA DE BRIGADA DE DELITOS ECONÓMICOS ANTOFAGASTINA EN CONSERVADOR DE BIENES RAÍCES, COMERCIO, MINAS Y ARCHIVERO JUDICIAL DE EL LOA. A la señora Ministra de Educación, pidiéndole DECLARACIÓN COMO MONUMENTOS HISTÓRICOS NACIONALES DE FERROCARRIL DE TACORA (Región de Arica y Parinacota) Y DE PLANTA PARA LAVADO DE CARBÓN DE CARVILE S.A., EN LEBU.


Del señor ESPINA:



Al señor Ministro de Justicia, solicitándole antecedentes respecto a IMPLEMENTACIÓN DE SISTEMA DE RESPONSABILIDAD PENAL DE ADOLESCENTES. Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, requiriéndole información relativa a RECURSOS COMPROMETIDOS POR EL GOBIERNO EN ACUERDO NACIONAL SOBRE SEGURIDAD PÚBLICA.


Del señor GIRARDI:



Al señor Secretario Regional Ministerial de Salud de Valparaíso, requiriéndole INFORME DE RUIDOS DE PROYECTO GNL EN QUINTERO.



Del señor HORVATH:



A los señores Ministros del Interior, de Hacienda y de Economía, solicitándoles que dispongan MEDIDAS CONDUCENTES A IMPLEMENTACIÓN DE PLAN ESPECIAL PARA INDUSTRIA ACUÍCOLA.



Del señor LARRAÍN:



Al señor Ministro de Obras Públicas, pidiéndole INCORPORACIÓN DE FONDOS PARA PROTECCIÓN FLUVIAL DE RÍO PUTAGÁN (comuna de Linares).


Del señor ROMERO:



Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriéndole SOLUCIÓN A SATURACIÓN DE SIFONES EN AVENIDA SAN MARTÍN (comuna de Rinconada). A la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente, solicitándole información sobre ESTUDIO DE IMPACTO AMBIENTAL DEL “PROYECTO DISPOSICIÓN DE LASTRE Y SISTEMA DE MANEJO DE DRENAJES” DE MINERA ANDINA.



Del señor ZALDÍVAR (don Adolfo):



A la señora Ministra de Educación, pidiéndole TEXTOS DE CONTRATOS DE CONTROL Y MONITOREO DE TARJETA NACIONAL ESTUDIANTIL FAVORABLES PARA TRANSPORTISTAS DE REGIONES QUINTA, OCTAVA Y METROPOLITANA.

)----------(
El señor ZALDÍVAR, don Adolfo (Presidente).- En el tiempo del Comité Mixto, tiene la palabra el Senador señor Ávila.

INFORME DE FISCALIZACIÓN A LABORATORIO CLÍNICO DE HOSPITAL CLAUDIO VICUÑA. OFICIO

El señor ÁVILA.- Señor Presidente, me referiré al informe de fiscalización efectuado el 10 de julio de 2008 al laboratorio clínico del Hospital Claudio Vicuña, de San Antonio, por la Asesora Unidad de Formalización y Fiscalización de Profesiones Médicas y Paramédicas de la Oficina Territorial Valparaíso.



Dicho documento -informe de visita inspectiva Nº 12- no hace sino confirmar las pésimas condiciones en que los centros médicos públicos de Chile deben cumplir el rol que el Estado ha abandonado.



En el ítem organización, las principales deficiencias que exhibe emanan de la ausencia de un manual de calidad.



Por ejemplo, algunas órdenes de exámenes presentan letra ilegible, por lo que al transcribirlas se suele equivocar nombres y apellidos de quienes los han requerido. Dejan así la duda en el usuario y en el médico de si los resultados son los que realmente corresponden.



Según los inspectores, la sala de espera no posee capacidad suficiente para atender entre treinta a cuarenta personas por día. No hay baños para discapacitados. La camilla no cuenta con escabel y el mobiliario es insuficiente para permitir una separación de las áreas clínicas.



Por otra parte, el suministro eléctrico no es el apropiado a las demandas de los equipos disponibles. En ciertas oportunidades, la recarga del sistema provoca el corte de la energía, y solo algunos implementos están conectados al sistema electrógeno.



No hay iluminación suficiente en los puestos de trabajo y el recinto carece de ventilación natural. Los dos baños existentes son pequeños y no poseen duchas. Los lavamanos en las zonas de procesamiento de exámenes se encuentran en mal estado y presentan fatiga de material, porque tienen más de treinta años de uso.



En el área de muebles y equipos se observan singularidades lamentables. No se cuenta con un frízer, que constituye un elemento básico en la implementación de un laboratorio clínico. Ello resulta insólito. Según las normas ISO, las muestras deben estar congeladas. Pero no solo hay déficits de centrífugas, sino que la altura de los mesones es inadecuada y los refrigeradores se encuentran ubicados en los pasillos.



El testimonio más inaceptable que he recogido radica en que los profesionales del Hospital Van Buren, de Valparaíso, suelen desechar los exámenes que traen los pacientes desde el laboratorio clínico del Hospital Claudio Vicuña. Tal es la desconfianza que las muestras se mantienen en un hospital de la misma red de su homólogo y deben  realizarse de nuevo para otorgar mayor seguridad a los resultados.



Señor Presidente, este cúmulo de carencias graves me motivan a requerir que se oficie al Ministerio de Salud, a objeto de que se nos detalle cuál es el plan de esa Cartera con vistas a resolver con prontitud esta inaudita situación. Urge una rápida intervención, ya que las falencias mencionadas ponen en riesgo la validez de los exámenes que se practican y, por ende, la vida de los pacientes del hospital local.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo que resta al Comité Mixto, tiene la palabra el Honorable señor Gómez.

MEJORAMIENTO DE TRATO A PERSONAL DE LÍNEAS AÉREAS Y RESGUARDO DE DERECHOS DE PASAJEROS. OFICIO

El señor GÓMEZ.- Señor Presidente, deseo explicar a quienes nos ven en televisión que esta es la instancia en que los Senadores hablamos de asuntos que no son los que se tratan habitualmente en la Sala y en donde intentamos que se consideren aquellas materias respecto de las cuales no tenemos facultades -como las que conllevan recursos económicos o decisiones en que corresponde que el Ejecutivo tome la iniciativa-, a fin de sacar adelante proyectos de ley importantes.



Señor Presidente, me referiré a una materia que deben de conocer los señores Senadores y Diputados que viajan mucho en avión.



Muchas veces, los modales o la forma en que la gente se relaciona con el personal de vuelo -las auxiliares y otros- no son los mejores. Y se produce una relación a veces hasta de maltrato hacia esos empleados.



Al respecto, pido que se oficie a la Dirección General de Aeronáutica Civil, a fin de buscar maneras de instruir o explicar, a través de los mecanismos de que disponen los aviones -mediante la televisión o en algún folleto- sobre los límites en el trabajo de las auxiliares o del personal de vuelo; y también para que se instale en forma obligatoria un teléfono para reclamar frente a las demoras en los vuelos, las que muchas veces sufrimos quienes ocupamos tales medios de transporte sin encontrar respuesta a por qué un vuelo se atrasa o se junta con otro.



Considero necesario que nos preocupemos de esos más de dos mil asesores en los vuelos, que generalmente son mujeres; que busquemos fórmulas -a través de la empresa privada y fundamentalmente del Estado-, para implementar mecanismos de educación. Esto se puede hacer por medio de la Dirección General de Aeronáutica Civil o del organismo que corresponda. Insisto en que es necesario proteger a esos servidores que realizan la labor tan compleja de atender a quienes se trasladan por aire de una ciudad a otra.



Solicito que se establezca la obligación de disponer de teléfonos o de libros para reclamos en las líneas aéreas o en los aeropuertos a fin de tener una respuesta cuando hay incumplimiento de las obligaciones del contrato de transporte. Cuando uno llega atrasado al aeropuerto diez o cinco minutos o el vuelo correspondiente ha despegado o se cerró el embarque, no tiene posibilidades de alegar. No obstante, en otras ocasiones, cuando  uno llega puntualmente, la salida se demora tres horas, sin que haya algún tipo de explicación por parte de las líneas aéreas.



Por lo tanto, pido oficiar a la Dirección General de Aeronáutica Civil, para que se reglamente la materia referida y para que se busque la manera de impartir instrucciones acerca de las formas y relaciones de trabajo para el personal de vuelo, en tanto son representantes de las líneas aéreas.



--Se anuncia el envío del oficio solicitado, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

El señor PROKURICA (Vicepresidente).- Señor Senador, en la Comisión de Trabajo se está tramitando un proyecto sobre el particular, así que puede formular allí indicaciones.



El Comité de la Unión Demócrata Independiente no hará uso de su turno.



En el tiempo del Comité Renovación Nacional, tiene la palabra el Senador señor Kuschel.

RECUPERACIÓN DE AERÓDROMO Y MEJORAMIENTO DE CONTROL DE ACCESO EN CHAITÉN. OFICIO

El señor KUSCHEL.- Señor Presidente, en primer término, solicito que se oficie al Ministro de Obras Públicas, para plantearle mi preocupación ante la necesidad de recuperar a la brevedad el aeródromo de Chaitén. Esto se puede hacer con el despeje de la pista en el tramo donde es factible usarla, acopiando la ceniza a uno u otro lado -habrá de determinarse el lugar más conveniente- y limpiando el fondo de la pista, donde debiera pasar el río, lo que aún no se ha efectuado. Hay que realizar dicho trabajo, pues viene el verano. De hecho, como el tiempo ya es mucho mejor, es posible realizar las faenas.



En segundo lugar, reitero la necesidad de controlar mejor los accesos marítimos y terrestres a la ciudad de Chaitén, para evitar que se sigan produciendo robos a viviendas desocupadas. 



Espero que se informe sobre las denuncias hechas a Carabineros y las diligencias realizadas respecto de aquellas. Porque, hace ya varios meses que los vecinos me dicen que se han efectuado muchos reclamos y no ha habido respuestas.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo de Renovación Nacional, tiene la palabra el Honorable señor Horvath.

HOMENAJE A CARABINEROS POR ANIVERSARIO DE MUERTE DE TENIENTE HERNÁN MERINO CORREA

El señor HORVATH.- Señor Presidente, en primer término, quiero dirigir unas palabras de homenaje a la Dirección General de Carabineros, por cuanto mañana se cumplen 43 años de la muerte trágica del Teniente Hernán Merino Correa.



En una perspectiva histórica, se trata claramente de un héroe de la paz; de alguien que cumplió hasta en el más ínfimo de los detalles su juramento como carabinero.



Se destacó en Santa Bárbara, donde salvó de las aguas del río Biobío a una mujer atrapada en un camión; en las cercanías de Puerto Aisén, rescató al único sobreviviente de un accidente aéreo, y con posterioridad en Laguna del Desierto él solo fue a constatar las presiones de que eran objeto colonos chilenos en un sector perteneciente a nuestro territorio, de acuerdo a la solución de los diferendos de límites y a las demarcaciones establecidas por ambos países en 1903.



En verdad, una persona como el Teniente Hernán Merino Correa distingue a Carabineros, que es, lejos, la institución mejor evaluada en Chile.



Por eso, no quiero dejar pasar la oportunidad de enviar un saludo a su General Director y, desde luego, hacerlo extensivo a todos los efectivos que se desempeñan en cada uno de los rincones de la Región de Aisén.

APOYO OFICIAL A ACUICULTURA FRENTE A CRISIS FINANCIERA INTERNACIONAL. OFICIOS 
El señor HORVATH.- En segundo lugar, deseo hacer presente que todos conocen el nivel de la crisis que está sufriendo la acuicultura. Se trata de una actividad que se ha desarrollado de manera creciente en nuestro país. El año pasado generó ingresos por sobre los 2 mil 200 millones de dólares. Hoy tiene que enfrentar una situación bastante difícil, debido a la crisis financiera internacional y, en especial, a la aparición de algunas enfermedades, conocidas a nivel internacional, como el virus ISA y el Cáligus.



Ella genera directamente 30 mil empleos, e indirectamente encadena servicios que, a su vez, se vinculan con 15 mil empleos más, relacionados con 1.200 pequeñas y medianas empresas proveedoras y de servicio, que pueden seguir desarrollándose en forma muy notable por el largo perímetro de costa nacional y las condiciones de nuestras aguas.



Un punto importante es que la acuicultura incluye cada vez más la participación de pescadores artesanales en labores que tienen que ver con el buceo, el transporte y los servicios derivados, así como también la de los trabajadores de las plantas pesqueras.



En esta materia, resulta de sumo relevante contar con instrumentos de planificación de nuestro litoral y del mar interior. Tal es el caso de la zonificación del borde costero, que en algunas Regiones se encuentra ya establecida después de un procedimiento participativo. En el caso de la Región de Aisén, se funda en el decreto supremo 153/2005.



Debido a su naturaleza, tal actividad resulta muy similar a la agricultura, a la ganadería, a la avicultura. Por tal razón, requiere especiales medidas de bioseguridad, entre las cuales se deberían incluir barreras sanitarias como las que implementa el Servicio Agrícola y Ganadero en la frontera y entre Regiones o macro regiones.



Como manifesté, en Chile se han introducido enfermedades para especies como el salmón y la trucha que aún son bastante difíciles de manejar, situación que previamente ocurrió en Escocia y Noruega. entre otros países.



Estas medidas de bioseguridad son radicales. En algunos casos, incluyen el sacrificio de todas las especies. 



Una encuesta muestra los lugares y fechas en que este problema ha ido aumentando.



A los dos elementos señalados se debe agregar que nadie desconoce la existencia de una campaña internacional en contra de la salmonicultura que, desde luego, la perjudica.



Estimo que, más que una campaña en contra, hay que efectuar una acción para que dicha actividad se acondicione a las normas ambientales, laborales y, desde luego, a los instrumentos de planificación reseñados. De esa manera, se podría desarrollar en forma armoniosa con otros rubros, respetando el medio natural.



La crisis internacional está afectando, entre otros, al sector en referencia y a la gente relacionada con él mediante el encadenamiento antes explicitado a través de la escasa vía de acceso al crédito, a sistemas de factoring y a otros apoyos financieros y económicos, pese a que en algunos casos, por el cambio del dólar y la crisis, se han reducido algunos costos de insumos y ha mejorado el valor de la divisa norteamericana.



Por tales motivos, se requiere un apoyo mínimo por parte del Estado para respaldar y sostener esta creciente actividad, que se puede desarrollar en forma armoniosa en nuestro país.



En razón de lo anterior, hemos presentado un proyecto de acuerdo, que se votará la próxima semana.



Mientras tanto, solicito que se oficie a la Presidencia de la República y a los Ministerios de Interior y de Economía, dada la gravedad que esta situación implica, a fin de plantear lo siguiente:



1.- Establecer mesas de trabajo regionales entre las autoridades competentes y representantes de la acuicultura (empresarios, profesionales y trabajadores), así como también en el sector pesquero artesanal e industrial, por los motivos ya manifestados.



1.2.- Permitir que estas actividades, y las relacionadas, accedan a fondos de garantía y avales del Estado contra el respaldo del patrimonio de las propias empresas, incluyendo las concesiones, y



1.3.- Dar garantía, aval y apoyo a acceso financiero, como factoring y otros, a todos los que participen en el encadenamiento o cluster de la actividad.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del señor Senador, conforme al Reglamento.

MEDIDAS EN CHILE CHICO FRENTE A CIERRE DE MINERA CERRO BAYO. OFICIOS

El señor HORVATH.- En otro sentido, deseo dar a conocer la situación que se vive en la provincia General Carrera, Región de Aisén. Allí, también como producto de la crisis internacional y del cambio del precio de los minerales, en particular el de la plata, se produjo el cierre de la Minera Cerro Bayo.



Por las razones expresadas, ese hecho significó el despido inmediato de 199 trabajadores, suma que se va a incrementar en 80 más durante los próximos días.



Esa medida va a provocar un gran impacto social en la población, ya que se trata de la principal fuente de trabajo en Chile Chico, capital de la provincia General Carrera. Pero, además, va a producir un efecto que afectará a toda la Región en los servicios, en los arriendos, en los hospedajes, en lugares que expenden alimentación, en el comercio, en la venta de combustible,



Por lo tanto, pido oficiar a los señores Ministros del Trabajo y Previsión Social, del Interior, de Agricultura, de Educación y de Hacienda -o que el titular de Interior los coordine a todos- a fin de que se dispongan las medidas necesarias para implementar en esa comuna un plan de emergencia que permita a las familias afrontar esta contingencia con alternativas laborales y productivas durante el período -no inferior a 24 meses- en que el bajo precio de los metales impedirá a dicha minera volver a sus operaciones extractivas.



Entre las posibles medidas, propongo:



-Adelantar el calendario de obras por licitar por parte del Ministerio de Obras Públicas, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo y del gobierno regional.



-Efectuar un plan de reconversión laboral adecuado a las faenas que desarrollan esas personas, vinculadas fundamentalmente a las obras públicas y al área de la construcción.



-Financiar e incentivar proyectos turísticos.



-Incentivar proyectos relacionados con la producción de bienes y productos agropecuarios.



-Reprogramar deudas del comercio a tiempo.



-Solicitar que los servicios públicos y la Municipalidad de Chile Chico hagan sus adquisiciones en la ciudad.



-Aumentar el número de becas entregadas a los estudiantes de la comuna, ya que sus familias se verán claramente afectadas, y



-Ampliar el programa de reforestación y de viveros existentes en el sector.



Con estas y otras medidas se podrá mitigar en parte los efectos causados a la comunidad y a la Región de Aisén.



Sin embargo, pienso que, sobre todo en áreas que dependen fundamentalmente de la minería, se debe contar con un set de actividades alternativas para que en otras Regiones del país se produzcan efectos similares.



--Se anuncia el envío de los oficios solicitados, en nombre del Honorable señor Horvath, en conformidad con el Reglamento.
El señor PROKURICA (Vicepresidente).- En el tiempo del Comité Socialista, ofrezco la palabra.



No intervendrá.



El Comité Demócrata Cristiano tampoco hará uso de la palabra.



Habiéndose cumplido su objetivo, se levanta la sesión.



--Se levantó a las 17:20.








Manuel Ocaña Vergara,
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ACTAS APROBADAS

SESION 62ª, ORDINARIA, EN MARTES 28 DE OCTUBRE DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Cantero, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Vásquez.



Concurre, asimismo, el señor Ministro del Secretario General de la Presidencia, don José Antonio Viera-Gallo Quesney.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Las actas de las sesiones sexagésima y sexagésima primera, ambas ordinarias, de 14 y 15 de octubre de 2008, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de los señores Senadores, hasta la sesión próxima para su aprobación.

_______________

CUENTA

Mensajes


Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, retira y hace presente la urgencia, calificada de “discusión inmediata”, respecto del proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que crea nueva Circunscripción Senatorial y Dirección Regional del Servicio Electoral de Arica y Parinacota (Boletín N° 5.432-06).



Con los once siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “suma”, respecto de los siguientes asuntos:



1.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública (Boletín N° 3.562-06).



2.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de gobierno y administración regional (Boletín N° 3.436-07).



3.- Proyecto de ley que crea el Ministerio de Seguridad Pública y el Servicio Nacional para la Prevención del Consumo y Tráfico de Drogas (Boletín N° 4.248-06).



4.- Proyecto de reforma constitucional, en segundo trámite constitucional, en materia de transparencia, modernización del Estado y calidad de la política (Boletín N° 4.716-07).


5.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley que establece un sistema de responsabilidad de los adolescentes por infracciones a la ley penal (Boletín N° 5.458-07).


6.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que introduce modificaciones en el Código Penal, en la regulación de ciertos delitos contra la Administración Pública (Boletín N° 5.725-07).



7.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el ascenso de personal de Gendarmería de Chile en el caso que indica (Boletín N° 5.992-07).



8.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que regulariza la construcción de bienes urbanos sin recepción definitiva destinados a equipamiento de deporte y salud (Boletín Nº 4.304-14).



9.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que transforma la Casa de Moneda en sociedad anónima (Boletín Nº 2.949-05).


10.- Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señora Alvear y señores Escalona, Girardi y Gómez, que interpreta el artículo 93 del Código Penal, excluyendo de la extinción de la responsabilidad penal, por amnistía, indulto o prescripción, a los crímenes y simples delitos que constituyen genocidio, crímenes de lesa humanidad y de guerra, contemplados en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes (Boletín N° 5.918-07).



11.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que introduce en la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional las adecuaciones necesarias para adaptarla a la ley N° 20.050, que reforma la Constitución Política de la República (Boletín N° 3.962-07).



Con los dos siguientes, retira y hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto de las siguientes iniciativas:



1.- Proyecto de ley, en trámite de Comisión Mixta, que modifica la ley N° 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional (Boletín N° 4.059-07).



2.- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre sistema de compensación y liquidación de instrumentos financieros (Boletín N° 5.407-05).


-- Quedan retiradas las urgencias, se tiene presente las nuevas calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.



Con el penúltimo, hace presente la urgencia, calificada de “simple”, respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código Penal y el decreto ley N° 321, de 1925, para sancionar el femicidio, aumentar las penas aplicables a este delito y modificar las normas sobre parricidio (Boletines números 4.937-18 y 5.308-18, refundidos).



-- Se tiene presente la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.



Con el último, retira la urgencia que hizo presente respecto del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea el Fondo de Innovación para la Competitividad (Boletín Nº 3.588-08).



-- Queda retirada la urgencia y se manda agregar el documento a sus antecedentes.

Oficios



Dos de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con el primero, comunica que se ausentará del territorio nacional los días 27 de octubre a 1 de noviembre del presente año, en visita de Estado a la República de Costa Rica y para participar en la XVIIIa Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno en la República de El Salvador.



Informa, además, que durante su ausencia la subrogará, con el título de Vicepresidente de la República, el señor Ministro titular de la Cartera de Interior, don Edmundo Pérez Yoma.



-- Se toma conocimiento.



Con el segundo, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 78 de la Constitución Política de la República, solicita el acuerdo del Senado para nombrar como Ministro de la Excelentísima Corte Suprema a don Guillermo Silva Gundelach (Boletín N° S 1.125-05).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha prestado su aprobación al proyecto de ley que modifica el artículo 150 del Código del Trabajo, relativo al descanso semanal de las trabajadoras de casa particular (Boletín N° 5.310-13).



-- Pasa a la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



Once del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Con los dos primeros, remite copia autorizada de igual número de sentencias dictadas en relación con los siguientes proyectos de ley: el primero, que crea una planta de tropa profesional para las Fuerzas Armadas (Boletín N° 5.479-02) y, el segundo, sobre operación de embalses frente a alertas y emergencias de crecidas, y otras medidas que indica (Boletín N° 5.081-15).


-- Se toma conocimiento y se manda archivar los documentos junto con  sus antecedentes.



Con los nueve siguientes, remite copia de igual número de requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad formulados en contra de los siguientes preceptos: artículo 161 del Código Tributario; artículos 15 y 16 del decreto ley N° 2.695; artículo 45 de la Ley de Quiebras, contenida en el Libro IV del Código de Comercio; artículo 199 del decreto con fuerza de ley N° 1, del Ministerio de Salud; artículos 299, 230 y 297 del Código Procesal Penal, y artículo 12, inciso final,  del Código del Trabajo.



-- Se toma conocimiento y se remiten los antecedentes a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Contralor General de la República, mediante el cual da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al Convenio N° 169, de la OIT, sobre Pueblos Indígenas.



Del señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, al que adhirieron los Honorables Senadores señora Matthei y señores Arancibia, Cantero, García y Novoa, referido a la entrega de MM$ 4.000 a las Unidades Regionales de Atención a Víctimas y Testigos.



Nueve del señor Ministro del Interior:



Con los tres primeros, da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, referido al reforzamiento de la vigilancia en las provincias de Chiloé, Osorno, Palena y Llanquihue, con el objeto de evitar la comisión de delitos de abigeato.



Con el cuarto, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, respecto de la situación que afecta a doña Isabel Lavín.



Con el quinto, responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Ávila, relativo al otorgamiento de una pensión de gracia para las cónyuges de los pescadores del bote Rabi II, desaparecidos desde el 15 de agosto.



Con el sexto, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la autorización legal para que el Estado cree empresas en áreas donde no exista interés para ello por parte de los particulares.



Con los tres siguientes, da respuesta a igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de los propietarios del área hacia la cual se podría ampliar Chaitén; a la necesidad de tener un liceo con educación media en la localidad de La Junta, y a la adopción de medidas ante la catástrofe de Palena.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, en relación con el proceso iniciado en el Tribunal Oral en lo Penal de Temuco en contra de los señores Héctor Llaitul y Roberto Painemil.



Del señor Ministro de Defensa Nacional, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto de los incidentes en los que perdió la vida el trabajador forestal don Rodrigo Cisternas, ocurridos el año 2006.



Cuatro del señor Ministro de Hacienda:



Con el primero, da respuesta a un acuerdo del Senado, adoptado a proposición de los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Espina, Larraín, Novoa, Orpis, Prokurica, Romero y Zaldívar, con el que se solicitó a Su Excelencia la Presidenta de la República otorgar el bono de invierno y los aguinaldos de Fiestas Patrias y Navidad a todos los beneficiarios de pensiones mínimas del sistema de Administradoras de Fondos de Pensiones (Boletín N° S 1.0645-12).



Con el segundo, contesta un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la metodología que utilizará el Estado para abordar la situación del Liceo de Aplicación y de otros establecimientos educacionales.



Con el tercero, responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, sobre la decisión de reducir el presupuesto destinado al Sistema de Incentivos para la Recuperación de Suelos Degradados en las provincias de Chiloé, Palena, Llanquihue y Osorno.



Con el cuarto, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la aplicación del decreto ley N° 701, sobre fomento forestal.



Tres del señor Ministro Secretario General de la Presidencia:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Orpis, relativo a una Moción sobre energía nuclear de la que es autor junto a otros señores Senadores, que fue declarada inadmisible.



Con el segundo, responde un oficio enviado en nombre de los Honorables Senadores señores Orpis, Bianchi y Prokurica, relativo a una Moción sobre concesiones de energía geotérmica de la que son autores, que fue declarada inadmisible.



Con el tercero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de la eventual incorporación de una declaración interpretativa al Convenio N° 169, del OIT, sobre Pueblos Indígenas.



Dos de la señora Ministra de Educación:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del techado del patio interior de la Escuela Hamburgo, de Puerto Puyuhuapi.



Con el segundo, da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la situación de los profesores de religión en Chile.



Del señor Ministro de Justicia, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, sobre el avance de la investigación de la muerte de don Matías Catrileo.



Dos del señor Ministro del Trabajo y Previsión Social:



Con el primero, da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, relativo a una ley que conceda una reparación a las personas que realizaron el Servicio Militar Obligatorio en los años comprendidos entre 1973 y 1990.



Con el segundo, responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del mecanismo de inspección que se aplica a la pequeña y mediana empresa.



Cuatro del señor Ministro de Obras Públicas:



Con el primero, contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Romero, acerca de la factibilidad de denominar “Puerto Terrestre General Director de Carabineros, José Alejandro Bernales” al puerto terrestre ubicado en la ciudad de Los Andes.



Con el segundo, da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Espina, referido al avance del proyecto de construcción de la Ruta Interlagos.



Con los dos siguientes, responde igual número de oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Coloma, relativos a la reposición del asfalto del camino Iloca-Duao y al estado en que se encuentra el proyecto “Pavimentación ruta K-45, sector Pelarco-Huencuecho”, en la VII Región.



De la señora Ministra de Agricultura, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, acerca de la elaboración de semillas transgénicas de maíz y agroquímicos por la empresa multinacional Syngenta en el valle de Azapa.



Del señor Ministro Presidente de la Comisión Nacional de Energía, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la posibilidad de incluir a las comunidades de la localidad de Cerro Galera en los proyectos de electrificación rural.



Tres de la señora Ministra Presidenta de la Comisión Nacional del Medio Ambiente:



Con los dos primeros, responde igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, respecto del recurso de protección presentado en contra de la empresa ESSBIO por la circulación de camiones y otro tipo de vehículos que transportan lodos provenientes de las plantas de tratamiento de aguas servidas, en la comuna de San Nicolás y del cumplimiento de las medidas y condiciones de la Resolución de Calificación Ambiental de la Central Bocamina II, en la comuna de Coronel.



Con el tercero, contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido a la fiscalización de las pisciculturas, descargas de las actividades mineras y condición de los relaves en la Región de Aysén.



Del señor Comandante en Jefe de la Armada de Chile, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la queja de los pescadores artesanales del litoral de Aysén en cuanto a la menor captura y necesidad de alejarse cada vez más de sus caletas y al funcionamiento del posicionador satelital de las naves pesqueras.



Del señor Comandante en Jefe de la Fuerza Aérea de Chile, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la necesidad de reforzar nuestra soberanía en la Antártica chilena.



De la señora Subsecretaria de Desarrollo Regional y Administrativo, con el que responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativo a la asignación de recursos para la habilitación de un camino de penetración entre las localidades de Lago Verde y La Tapera, comuna de Lago Verde.



Del señor Subsecretario de Aviación, con el que da respuesta a dos oficios remitidos en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, respecto de la jornada de trabajo del doctor Gustavo Hein.



De la señora Subsecretaria de Carabineros, mediante el cual responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Ávila, referido a los amedrentamientos de que ha sido objeto la Ministra de la Corte de Apelaciones de Valparaíso, doña Eliana Quezada, en el marco de la investigación del denominado “caso Woodward”.



Dos del señor Subsecretario de Pesca, con los que contesta igual número de oficios expedidos en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativos a la situación de la pesca artesanal en el país y a la asignación de cuotas de captura mediante el Régimen Artesanal de Extracción (RAE).



Del señor Subsecretario de Educación, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Horvath, respecto del cumplimiento de los compromisos contraídos con los Funcionarios No Docentes de la provincia de Palena y de las Regiones XI y XII.



Del señor Subsecretario de Transportes, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la adquisición de una barcaza destinada a establecer conectividad permanente entre el continente y la isla Santa María, en la comuna de Coronel.



Del señor Subsecretario de Telecomunicaciones, con el que contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca de las ofertas de internet que hacen las empresas de telefonía fija.



De la señora Superintendenta de Servicios Sanitarios, con el que responde un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Bianchi, acerca del proceso de transferencia de la concesión de los servicios de distribución de agua potable en la XII Región a compañías extranjeras.



Del señor Superintendente de Seguridad Social, con el que contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, respecto de la situación que afecta a don Nicolás Aguilar.



Del señor Director del Servicio de Impuestos Internos, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Ávila, referido a información relativa a las personas e instituciones que se han constituido en beneficiarias de la ley N° 19.885, sobre donaciones con beneficios tributarios.



De la señora Directora del Trabajo, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el número de denuncias por transgredir el derecho de las madres a ausentarse del trabajo para amamantar a sus hijos y de infracciones cursadas por dicha causal.



Del señor Director Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero subrogante, con el que da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Romero, respecto de la existencia de un plan de acción para hacer frente a la polilla de la uva.



Del señor Director Nacional de CONADI, mediante el cual contesta un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo a la adopción de medidas que aseguren que el consentimiento de los indígenas sea respetado por las reparticiones públicas.



Del señor Director Nacional de Estadísticas subrogante, con el que responde un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido al Primer Censo Pesquero y Acuicultor realizado en nuestro país.



Dos del señor Director Nacional del Instituto de Normalización Previsional, con los que contesta dos oficios, cursados en nombre de los Honorables Senadores señores Frei y Allamand, respectivamente, respecto de la situación que afecta a don Signifredo Monje.



Del señor Gerente General de EFE, con el que contesta un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Allamand, acerca del cumplimiento del “Acuerdo Tripartito de Acceso a inmueble de propiedad de la empresa Ferrocarriles del Estado y Expropiación”, de fecha 28 de marzo de 2008, respecto del puente San Pedro, ubicado en la ciudad de Osorno, X Región.



Del señor Secretario Ejecutivo de Estrategia Digital, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, sobre el estado de implementación del Acuerdo Marco suscrito entre el Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción –como coordinador de la Agenda Digital- y la empresa Microsoft.



Tres del señor Secretario General de Carabineros de Chile:



Con los dos primeros, responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referido al aumento de la dotación de funcionarios de Carabineros en la localidad de Mañihuales, comuna de Aysén.



Con el tercero, da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Espina, relativo a los reiterados delitos de abigeato cometidos en las comunas de Ercilla, Victoria y Collipulli, entre otras.



Del señor Secretario General de Carabineros de Chile subrogante, con el que responde un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Naranjo, referido a las labores que deben cumplir los funcionarios de la institución en los eventos masivos con fines de lucro.



Del señor Intendente Regional del Maule, con el que da respuesta a un oficio cursado en nombre del Honorable Senador señor Larraín, acerca del Programa de Mejoramiento Urbano y Equipamiento Comunal, Subprograma de Inversión Regional de Asignación Local, año 2008-PMU Iral-.



De la señora Intendenta Regional del Bío Bío, mediante el cual contesta un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, relativo al cambio de denominación del terminal aéreo de Concepción.



De la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud de la Región del Bío Bío, con el que da respuesta a un oficio enviado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, acerca del relleno sanitario Hera Ecobío, en el fundo Las Cruces.



Del señor Director suplente del Servicio de Salud Antofagasta, con el que responde un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Cantero, referido a la contaminación acústica asociada a la construcción y habilitación del edificio ICONO.



De la señora Directora Ejecutiva subrogante del Consorcio de Universidades Estatales, relativo a la asignación de recursos para financiar el retiro programado de los académicos en edad de jubilar.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informes



Segundo informe de la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, recaído en el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz (Boletín N° 5.417-12).


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado y para facilitar la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios (Boletines números 5.502-14 y 5.571-14, refundidos) (con urgencia calificada de “simple”).



-- Quedan para Tabla.

Moción



Del Honorable Senador señor Vásquez, con la que inicia un proyecto de ley que modifica el Código Orgánico de Tribunales en materia de designación de reemplazantes de los defensores públicos (Boletín N° 6.166-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Proyectos de acuerdo



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Cantero, Muñoz Aburto, Ruiz-Esquide y Ominami, sobre la renovación de los cuadros académicos y administrativos y el plan de incentivo al retiro propuestos por el Consorcio de Universidades Estatales (Boletín N° S 1.123-12).



De los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Bianchi, Cantero, Muñoz Aburto y Ominami, relativo a la administración delegada de los establecimientos educacionales que imparten educación técnico profesional por parte de la Corporación Privada de Desarrollo Social de Curicó y a la inclusión de esta modalidad  de administración en el proyecto de ley de fortalecimiento de la educación pública (Boletín N° S 1.124-12).



-- Pasan a la Comisión de Educación, Cultura, Ciencia y Tecnología.

Solicitudes de permiso constitucional



Del Honorable Senador señor Flores, para ausentarse del país a contar del día 22 de octubre del presente año.



Del Honorable Senador señor Cantero, para ausentarse del país a partir del día 29 de octubre de 2008.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

_____________

ACUERDOS DE COMITÉS



El señor Secretario General informa que los Comités, en sesión celebrada en el día de hoy, han adoptado el siguiente acuerdo, que la Sala, unánimemente, ratifica:


Retirar del Orden del Día de la Tabla de esta Sesión, el proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que regula los derechos y deberes que tienen las personas en relación con acciones vinculadas a su atención en salud (Boletín N° 4.398-11), con el fin de remitirlo a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, la que deberá informar acerca de la constitucionalidad de dicha iniciativa y, posteriormente, a la Comisión de Salud si correspondiere.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Horvath, quien se refiere al acuerdo de Comités precedentemente transcrito y solicita que, en la discusión que se efectúe en dichas Comisiones, se consideren las indicaciones ya presentadas.



Asimismo, solicita que se abra un nuevo plazo para formular indicaciones para el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que reemplaza en los artículos 239 y 240 del Código Penal, la expresión “inhabilitación especial perpetua” por “inhabilitación absoluta temporal”, correspondiente al Boletín N° 5.097-07, hasta las 12 horas del día lunes 3 de noviembre del año en curso.



Así se acuerda.
______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.983, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de 

Economía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual el Comité Partido Radical Social Demócrata solicitó, en la sesión 61ª, ordinaria, del día 15 de octubre del mes en curso, y de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado, aplazamiento de la votación de los preceptos que más adelante se indica. 


El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, correspondiente al Boletín N° 4.928-26.


Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan en las actas de la sesión precedentemente señalada y de la sesión 60ª, ordinaria, del día 14 de octubre de 2008.

- - -



El señor Secretario General señala, como se hiciera presente anteriormente, que corresponde ocuparse de los números 2), letra b), y 3) del artículo único de la iniciativa, preceptos que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.



El señor Presidente señala que la votación de los referidos preceptos queda pendiente para la sesión ordinaria de mañana.

_________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y 

Regionalización.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual la Sala aprobó, en la sesión 61ª, ordinaria, del día 15 de octubre del año en curso,  a proposición del Comité Partido Renovación Nacional y de conformidad a lo dispuesto en el número 1) del artículo 131 del Reglamento del Senado, el aplazamiento de su discusión hasta la presente sesión.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre asociaciones y participación ciudadana en la gestión pública, correspondiente al Boletín N° 3.562-06, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.


Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente citada y de la 60ª, ordinaria, del día 14 de octubre del año en curso.


El señor Secretario General hace presente que los artículos 11, 39 25, 26, 27, 28, 29 38 y 31, tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, de conformidad a lo dispuesto en los artículos 118, 119, 38 y 98, respectivamente, de la Constitución Política de la República, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.
- - -



En discusión en general el proyecto de ley, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Ministro Secretario General de la Presidencia y a los Honorables Senadores señores Orpis, Muñoz Barra, Sabag, Horvath, García, Pérez Varela, Navarro, Gazmuri, Larraín y Letelier, quien solicita que se abra la votación.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo hace ella, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente declara abierta la votación.

- - -



Durante el fundamento de voto, el Honorable Senador señor Núñez solicita al señor Presidente que recabe el acuerdo de la Sala para abrir un nuevo plazo para formular indicaciones respecto del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece estándares mínimos de desempeño energético de los artefactos eléctricos que se comercialicen en el territorio nacional, correspondiente al Boletín N° 5.967-08, hasta las 12 horas del lunes 10 de noviembre del año en curso.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometido a votación en general el proyecto de ley, se produce el siguiente resultado: 14 votos a favor, 2 en contra y 10 abstenciones.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señores Escalona, Gazmuri, Gómez, Horvath, Letelier, Muñoz Barra, Naranjo, Navarro, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Sabag y Vásquez. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores Núñez y Ominami.



Votan por su rechazo, los Honorables Senadores señores García y Novoa.



Se abstienen, los Honorables Senadores señora Matthei y señores Allamand, Chadwick, Coloma, Espina, Larraín, Longueira, Prokurica, Romero y Zaldívar.



A continuación, el señor Presidente declara que al no alcanzarse el quórum constitucional requerido, queda rechazado en general el proyecto, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 70 de la Constitución Política de la República, corresponde la formación de una Comisión Mixta, que proponga la forma y modo de resolver las discrepancias suscitadas entre ambas Cámaras.



Para ese cometido, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 46 del Reglamento del Senado, propone que la representación del Senado lo sea por los señores Senadores integrantes de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Así se acuerda.



Queda terminada la discusión de este asunto.

- - -



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Novoa, quien solicita que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Tercera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo hace ella, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado.



Así se acuerda.

______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del 

Tribunal Constitucional.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del asunto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, correspondiente al Boletín N° 4.059-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la Comisión Mixta efectuó, por la unanimidad de sus integrantes, y como forma y modo de resolver las discrepancias existentes entre ambas Cámaras, la siguiente proposición:

“Artículo único

Número 6), texto de ambas Cámaras


Aprobar el texto siguiente:


“6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 


“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.”.

Número 7) nuevo, texto del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5°.- Los ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y no podrá ser reelegido dos veces consecutivas.”.”.

Número 10) de la Cámara, que pasa a ser 12) del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Los ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que forme parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 


El cargo de ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.


Asimismo, el cargo de ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.”.
Número 15) nuevo, texto del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “suplentes de ministro”.”.

Número 13) de la Cámara, que pasa a ser 16) del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“16) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, se procederá a la designación de dos suplentes de ministro que reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para sesionar. 


Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quienes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo, proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados, repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombramientos.


Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fundada y publicarse en la página web del Tribunal. 


Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplicará la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el artículo 12 bis.


Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro.”.”.

Número 21) de la Cámara, que pasa a ser 25) del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo:


“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:


1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.


3° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


5° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


6° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;


7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;


8° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6° de este artículo;


9° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


10° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;


11º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;”.


12° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;


13° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 


14° Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


15° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;


16° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y


17º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.”.

Número 22) de la Cámara, que pasa a ser 26) del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo:


“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:


1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;


2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;


3° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y


4º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.”.

Número 29) nuevo, texto del Senado


Aprobar el texto siguiente:


“29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:


“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.”.

Número 25) de la Cámara, que pasaba a ser 30) del Senado


Suprimirlo, enmendado correlativamente los numerales siguientes.

Número 31) nuevo, texto del Senado, que pasa a ser 30)


Aprobar el texto siguiente:


“30) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:


“Artículo 31 bis.- Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas publicaciones deberá ser simultáneo.


Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo. 


También se publicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y el pleno, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno.


La publicación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.”.

Número 27) de la Cámara, que pasa a ser 32)


Aprobar el texto siguiente:


“32) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo:


“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 6°, 8º, 9º, 10°, 11°, 14° y 15° del artículo 25 C.


En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos.


La duración, forma y condiciones de los alegatos serán establecidas por el Tribunal, mediante auto acordado.


En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.”.

Número 28) de la Cámara, que pasa a ser 34)


Aprobar el texto siguiente:


“34) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.


Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.


En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.”.

Número 33) de la Cámara, que pasa a ser 40)

Artículo 37 C


Insertar el siguiente numeral 1°, nuevo, en su inciso segundo, corrigiendo correlativamente la numeración de los que siguen:


“1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;”.


Eliminar el inciso final agregado por el Senado.

Artículo 37 E


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Artículo 37 F nuevo


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 37 F.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

Número 36) de la Cámara, que pasa a ser 43)


Aprobar el texto siguiente:


“43) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:


“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.


En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si estos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.”.

Número 39) de la Cámara, que pasa a ser 46)


Aprobar el texto siguiente:


“46) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:


“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;


3° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto, y


4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.”.

Número 40) de la Cámara, que pasa a ser 48)


Aprobar el texto siguiente:


“48) Sustitúyese el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

Número 54) nuevo, texto del Senado, que pasa a ser Número 53)

Artículo 46 B


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;


3° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;


4° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y


5° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.”.

Artículo 46 C


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.


El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Número 42) de la Cámara, que pasa a ser 56)


Aprobar el texto siguiente:


“56) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 


“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión si no es formulada por un órgano legitimado, si es promovida extemporáneamente, carece de fundamento plausible o se refiere a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.


“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.”.

Número 43) de la Cámara, que pasa a ser 57) y 58)

Artículo 47 G


Insertar el siguiente numeral 1°, nuevo, en su inciso primero, corrigiendo correlativamente la numeración de los que siguen:


“1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;”.

Artículo 47 K


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 K.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.

Artículo 47 S


Sustituir el punto y coma escrito al final del número 2°, por una coma, seguida de la conjunción “y”.


Reemplazar la coma y la conjunción “y” que figuran al final del número 3°, por un punto aparte.


Suprimir su número 4°.

Artículo 47 V


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 V.- El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Artículo 47 W


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 W.- La declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas deberá fundarse únicamente en la infracción de el o los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa de inaplicabilidad que le sirve de sustento.”.

Artículo 47 X


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.”.

Número 44) de la Cámara, que pasa a ser 60)

Artículo 48 bis


Insertar, en el inciso segundo, a continuación de la coma que sigue al vocablo “extemporáneamente”, la siguiente frase “cuando no sea formulada por un órgano legitimado,”.

Número 46) de la Cámara, que pasa a ser 64)

Artículo 50 bis


Agregar el siguiente ordinal 1°, nuevo, en su inciso segundo, corrigiendo en consecuencia la numeración de los que siguen:


“1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado;”.


Aprobar el siguiente texto para el número 4° del mismo inciso segundo, que ha pasado a ser número 5°:


“5° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y”.

Número 47) de la Cámara, que pasa a ser 65)

Artículo 50 C


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.”.

Número 70), nuevo, del texto del Senado, que pasa a ser 69)

Artículo 54


Insertar en el inciso primero, a continuación de la expresión “si el requerimiento”, la frase “no es formulado por una persona u órgano legitimado o”.

Número 55) de la Cámara, que pasa a ser 74)

Artículo 72 E


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 72 E.-  El plazo para dictar sentencia será de veinte días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros veinte días, por resolución fundada del Tribunal.”.

Número 58) de la Cámara, que pasa a ser 77)

Artículo 74


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:


Diez Ministros.


Dos Suplentes de ministro.


Un Secretario Abogado.


Dos Relatores Abogados.


Ocho Abogados Asistentes.


Un Jefe de Presupuestos.


Un Relacionador Público. 


Un Bibliotecario.


Un Documentalista.


Un Jefe de Gabinete de la Presidencia.


Un Secretario de la Presidencia.


Dos Oficiales Primeros.


Dos Oficiales Segundos.


Un Mayordomo.


Dos Oficiales de Sala.


Dos Auxiliares de Servicios.


Siete Secretarias.


Un Chofer.


La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”. 

Número 59) de la Cámara, que pasa a ser 78)

Artículo 75


Aprobar el texto siguiente:


“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:


- Hasta dos Relatores Abogados;


- Hasta en dos Abogados Asistentes;


- Hasta cinco Oficiales Segundo;


- Hasta un Oficial de Sala;


- Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;


- Hasta en cuatro Secretarias.”.”.



Finalmente, el señor Secretario General hace presente que la proposición de la Comisión Mixta, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final  artículo 92 de la Carta Fundamental, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



En discusión la proposición de la Comisión Mixta, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores Allamand y Gómez.



Durante su intervención, el Honorable Senador señor Gómez, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicita segunda discusión para este asunto y solicita que en el Orden del Día de la sesión ordinaria de mañana la iniciativa sea ubicada en el primer lugar de la Tabla.



Así se acuerda.



Ofrecido el uso de la palabra en primera discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



La proposición de la Comisión Mixta queda para segunda discusión.

_________________

Proyecto de ley, iniciado en Moción del Honorable Senador señor Vásquez, en primer trámite constitucional, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, con segundo 

informe de la Comisión de Economía.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General informa que se trata del proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, correspondiente al Boletín N° 4.908-03.

- - -



El señor Secretario General señala que un Comité ha solicitado segunda discusión para esta iniciativa, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado.



Ofrecido el uso de la palabra en primera discusión, ningún señor Senador hace uso de ella.



El proyecto queda para segunda discusión.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

______________

TIEMPO DE VOTACIONES 

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Romero, Ávila, García, Gazmuri, Pizarro y Zaldívar, relativo al decreto que fijará las fórmulas tarifarias de 

electricidad para el período 2008-2012


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores Romero, Ávila, García, Gazmuri, Pizarro y Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 1.120-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:

1. Que en el actual contexto de crisis financiera mundial existe un mayor aliciente para adoptar todas las medidas que permitan fortalecer la economía nacional y efectuar las reformas destinadas a evitar que nuestro país sea gravemente afectado;
2. Que distintos sectores de la economía han perdido competitividad, en especial tratándose de empresas de menor tamaño, a raíz del alza sostenida de los costos eléctricos necesarios para la elaboración de bienes y servicios, tanto para el mercado interno como externo;
3. Que si bien nuestra economía cuenta con una regulación de tarifas eléctricas que ha permanecido sin alteraciones por largo tiempo, próximamente se dictará un nuevo régimen tarifario para el período 2008-2012, lo cual permite introducir las modernizaciones que se requieran para un sector cada día más dinámico;
4. Que las tarifas de suministro se fundan en variables estimadas sobre consumo eléctrico que se proyectan en un horizonte de cuatro años, y que permanecen fijas por ese lapso. La extensión de este plazo induce estimaciones poco acertadas y desvinculadas de la realidad, tratándose de un área de la economía cuyas variables se modifican constantemente, y
5. Que existen otras injusticias en el sistema tarifario que generan distorsiones respecto del pago efectivo que deben hacer los usuarios por las instalaciones de distribución, atendido que aquél está asociado al consumo de la potencia en horas fuera de punta. Así, se cobra por usar la potencia cuando hay exceso de capacidad disponible (es decir, fuera de punta), lo que contradice el principio del sistema, según el cual se paga el costo de expandir la capacidad en horas punta. Además, resulta injustificable que el costo por el uso de las instalaciones de distribución difiera en función de los costos de generación.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva disponer que el decreto que se debe dictar para regular las nuevas tarifas eléctricas, que comenzarán a regir a partir de noviembre de 2008, contemple los siguientes aspectos:


a) Que los cobros por uso de potencia se establezcan en función de lo consumido durante el mes y en relación con el promedio consumido durante las horas punta, y no de conformidad con los promedios de los dos más altos registros de los últimos doce meses ni los dos más altos registros del período de horas punta.


b) Que se aplique a los consumos de potencia de los usuarios finales la misma definición de “período de horas punta” que se emplea para la energía que los generadores venden a los distribuidores, pues hoy los usuarios pagan como potencia en punta la que usan los días sábados, domingos y festivos, lo cual implica una transferencia de pagos injustificada porque tales días no son cobrados a las distribuidoras por parte de las empresas generadoras.


c) Que la tarifa de los costos de distribución de electricidad dependa sólo de los factores que afectan directamente dicho costo, y no de los costos de generación.”.

_________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, Kuschel, Naranjo, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidenta de la República que se reconozca como enfermedad catastrófica el lupus e incorporarlo entre las patologías cubiertas por el 

Plan AUGE, con informe de la Comisión de Salud



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Prokurica, Bianchi, Kuschel, Naranjo, Orpis, Ruiz-Esquide y Zaldívar, correspondiente al Boletín Nº S 1.109-12, mediante el cual proponen aprobar el proyecto de acuerdo que más adelante se transcribe.



Añade que la Comisión de Salud informa a la Sala que la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señor Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide, estima que este proyecto de acuerdo no le merece ninguna observación en contrario.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que en Chile existen más de seis mil personas que padecen lupus, enfermedad crónica autoinmune, que causa inflamación corporal y compromete la piel, las articulaciones, la sangre y los riñones;
2. Que en esta clase de enfermedades el sistema inmunológico pierde su habilidad para notar la diferencia entre los antígenos y las propias células y tejidos. De este modo, el sistema inmunológico produce anticuerpos en contra de sí mismo;
3. Que existen tres tipos de lupus, a saber, el cutáneo, el inducido por drogas y el sistémico, siendo éste el más grave, dado que puede llegar a comprometer cualquier órgano o sistema;
4. Que el lupus atraviesa períodos de nula o escasa sintomatología, así como fases de elevada actividad. Sus causas son desconocidas, pero se sabe que algunos factores ambientales y genéticos están involucrados en su aparición y desarrollo;

5. Que nueve de cada diez personas con lupus y el 80% de los nuevos casos son diagnosticados en mujeres, cuyas edades fluctúan entre los quince y cuarenta y cuatro años;
6. Que el tratamiento implica costos dispendiosos. Un paciente puede gastar en medicamentos hasta $1.000.000 mensuales, dependiendo del tipo y estado de avance de la enfermedad;

7. Que si bien el PLAN AUGE es un sistema integral de salud que beneficia a todos los chilenos y contempla todas las enfermedades, incluidas las más graves y de mayor costo, en sus diversas etapas, el lupus, a pesar de su gravedad y elevados costos de tratamiento, no está incorporado en las cincuenta y seis patologías cubiertas por aquél, y

8. Que el lupus tampoco se encuentra reconocido como enfermedad catastrófica por el decreto supremo N° 310, del Ministerio de Salud, de 2003, que reglamenta la bonificación fiscal para enfermedades de esta índole.


El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva disponer las medidas que permitan, por una parte, incorporar al lupus dentro de las patologías cubiertas por el PLAN AUGE, y, por otra, reconocerlo como enfermedad catastrófica.”.

_______________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorable Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Vásquez, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República que se promuevan medidas en apoyo de las personas enfermas de Alzheimer y recursos públicos que permitan ampliar el Plan Nacional de Salud Mental y Psiquiatría, con informe de la Comisión 

de Salud


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Naranjo y Vásquez, correspondiente al Boletín Nº S 1.118-12, mediante el cual proponen aprobar el proyecto de acuerdo que más adelante se transcribe.



Agrega que la Comisión de Salud informa a la Sala que la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide, considera que este proyecto de acuerdo no le merece ninguna observación en contrario.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que el 21 de septiembre fue declarado como “Día Mundial del Alzheimer” por la Organización Mundial de la Salud (OMS) y la Federación Internacional de Alzheimer (ADI), a fin de establecer un compromiso de la sociedad en orden a estar informada y conocer mejor esta patología que afecta a una de cada veinte personas mayores de 65 años;

2. Que el alzheimer es un desorden progresivo, degenerativo e irreversible del cerebro, que causa debilitamiento, desorientación y una eventual muerte intelectual. Su nombre proviene del neurólogo alemán Alois Alzheimer, quien en 1906 describió los síntomas que presentaba una mujer de 48 años, con graves problemas de memoria, así como las características neuropatológicas de la enfermedad;

3. Que es una enfermedad cuya causa exacta se desconoce y para la cual hoy no se dispone de tratamiento eficaz. Se calcula que en la actualidad hay 26 millones de personas que la padecen en todo el mundo, y los especialistas consideran que, de no encontrarse una cura efectiva, esta cifra podría alcanzar los 100 millones de personas en el año 2050;

4. Que el factor de riesgo más importante del alzheimer es la edad. La prevalencia de la enfermedad se duplica cada cinco años después de los 65 años de edad. En Estados Unidos se estima que está presente entre el 1% y el 3% de la población de esa edad y aumenta hasta el 30% a 50% en los mayores de 85;
5. Que en Chile hay pocos datos estadísticos. Sin embargo, en un estudio en mayores de 65 años en la VII Región se encontró una prevalencia de alzheimer de 5,86%. Según el censo de 2002, en Chile hay 1.217.576 adultos mayores de 65 años. Por ende, si la prevalencia observada en la VII Región se aplica al país entero, en Chile habría entre 60.000 y 120.000 casos de demencia;

6. Que el alzheimer está dentro de las enfermedades demenciales que tienen un mayor porcentaje de ocurrencia en personas de más de 65 años, estimándose para Chile en un 65% para las mujeres y un 35% para los hombres;
7. Que en otros países, como España, esta patología afecta a más de 3,5 millones de personas, 800 mil como víctimas directas de ella. Sus consecuencias son gravísimas, no sólo para el enfermo, sino para las personas cercanas, especialmente para quienes los cuidan, por la amarga experiencia de ver al enfermo pasar por sus síntomas;
8. Que se han realizado importantes eventos -como la XI Jornada de la Enfermedad de Alzheimer, el VI Congreso Latinoamericano de Neuropsiquiatría, la II Conferencia Iberoamericana de Alzheimer, la XI Reunión Regional Latinoamericana y del Caribe y la VI Reunión Iberoamericana de Asociaciones y Fundaciones de Alzheimer-, en los cuales han participado profesionales y expertos chilenos;
9. Que en la actualidad no se cuenta con un examen diagnóstico definitivo ni con un tratamiento farmacológico que dé seguridad plena de mejoría. No obstante, existen medidas útiles y la intensidad de la investigación clínica y básica permite abrigar esperanzas para los pacientes y sus familias;
10. Que en la medida que nuestra población envejece, el alzheimer y otras demencias serán un problema de salud pública cada vez más importante. Por lo tanto, resultan cruciales la investigación científica y la organización de redes públicas y privadas de apoyo para las familias y los pacientes, y
11. Que con la celebración del Día Mundial del Alzheimer se pretende informar y dar a conocer todas las cuestiones relacionadas con la enfermedad, solicitar el apoyo y la solidaridad de la población, unir esfuerzos con las autoridades sanitarias y gubernamentales, colaborar con las familias en su lucha contra esta patología y defender ante las instituciones los intereses de las personas que la padecen y de sus familiares.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a la señora Ministra de Salud y al señor Ministro de Hacienda para que promuevan la organización y constituyan alianzas y redes en las que participen los sectores público y privado, establezcan políticas públicas y propongan las normas legales que se requieran, a fin de apoyar la labor de las personas que cuidan enfermos de alzheimer. Además, para que incluyan en el presupuesto de la Nación recursos suficientes destinados a ampliar y profundizar el Plan Nacional de Salud Mental y Psiquiatría, en función de las necesidades de un país que incrementará la proporción de habitantes de la tercera edad en relación con el total de su población.”.

__________________

INCIDENTES 



El señor Secretario General informa que los Honorables señores Senadores que se indican a continuación han solicitado que se dirijan, en sus nombres, los siguientes oficios:



- Del Honorable Senador señor Espina al señor Contralor General de la República, solicitando la instrucción de una investigación a fin de determinar los responsables en las irregularidades ocurridas respecto de la situación laboral de funcionarios del Instituto de Desarrollo Agropecuario.



- De los Honorables Senadores señores García, Allamand, Chadwick, Espina, Larraín y Romero al señor Contralor General de la República, requiriendo información sobre las materias que indica acerca de la investigación efectuada respecto de diversos hechos ocurridos en la Ilustre Municipalidad de Toltén, en el período 1996-2000, y adoptar las medidas administrativas necesarias para solucionar las irregularidades que señalan.



- Del Honorable Senador señor Girardi:



1) Al señor Director General de Movilización Nacional, requiriendo información respecto del uso y detonación de explosivos por parte de Hidroaysén en la zona del río Baker, XI Región, en el marco de la ejecución del proyecto de centrales hidroeléctricas.



2) A las señoras Secretaria Regional Ministerial de Salud de la XI Región y Superintendenta de Servicios Sanitarios, solicitando información respecto de si la empresa Hidroaysén o sus contratistas cuentan con autorización para ejecutar faenas de instalación y construcción de galerías de prospección; para la generación, tratamiento o evacuación de residuos y la implementación de condiciones de seguridad laboral en la zona del río Baker, XI Región.



- Del Honorable Senador señor Horvath:



1) Al señor Ministro de Obras Públicas, requiriendo la ejecución de las obras públicas que indica para mejorar la conectividad en la comuna de O’Higgins, XI Región.


2) A la señora Ministra de Agricultura, con el objeto de que disponga la ejecución de estudios independientes para evaluar la extensión de la contaminación de los cultivos y semillas en el país y, asimismo, implementar las medidas de control de la contaminación existente y la ratificación del Protocolo de Bioseguridad, y al señor Ministro Secretario General de la Presidencia, a fin de disponer la urgencia para el despacho de las iniciativas legales que prohíben el uso de cultivos transgénicos en el país.



3) Al señor Director Nacional de Pesca, solicitando ampliar en dos días el plazo establecido para los Pescadores Artesanales de la XI Región a fin de realizar las faenas que les permitan cumplir con las cuotas de captura asignadas.



- Del Honorable Senador señor Naranjo al señor Subsecretario de Aviación, requiriendo mayores antecedentes acerca de la situación laboral del señor Director del Servicio de Urgencia del Hospital de la Fuerza Aérea de Chile en el año 2007 y hasta septiembre del año en curso.



- Del Honorable Senador señor Ominami:



1) Al señor Ministro del Interior, requiriendo que se disponga el aumento de la dotación de Carabineros de Chile y de la Policía de Investigaciones en la comuna de Olmué; la creación de una oficina de seguridad ciudadana dependiente de la Municipalidad de dicha comuna y el mejoramiento del alumbrado público, a fin de enfrentar de mejor manera los hechos delictivos ocurridos en el último tiempo.



2) A la señora Ministra de Salud suplente, solicitando información respecto del funcionamiento de los sistemas de control y notificación a enfermos de VIH en la V Región.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre de los mencionados Honorables señores Senadores, de conformidad al Reglamento del Senado.
__________________



En el tiempo del Comité Partido Socialista, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Navarro, quien se refiere a la situación que afecta a los técnicos que han sido becados en el extranjero, en especial, los residentes en Canadá, Australia y en el País Vasco, España, y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, requiriendo información sobre el particular y, en especial, acerca del proceso de convocatoria, selección y envío de estos jóvenes técnicos a dichos países, precisando la Región de origen y el college al que fueron derivados; las carreras que cada uno de ellos fueron a estudiar; los criterios de selección de los colleges y cuáles son los montos invertidos por el Estado.



Adhiere a esta petición, el Honorable Senador señor Prokurica.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre del Honorable Senador señor Navarro, con la adhesión del Honorable Senador señor Prokurica, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de sus tiempos, los Comités Independientes; Partido Demócrata Cristiano; Mixto, Partido Radical Social Demócrata y Partido por la Democracia; Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

SESION 63ª, ORDINARIA, EN MIÉRCOLES 29 DE OCTUBRE DE 2.008



Presidencia del Titular del Senado, Honorable Senador señor Zaldívar y del Vicepresidente, Honorable Senador señor Prokurica.



Asisten los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Espina, Frei, García, Gazmuri, Girardi, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Romero, Ruiz-Esquide y Sabag.



Concurre, asimismo, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Patricia Poblete Bennett.


Actúan de Secretario General y de Prosecretario, los titulares del Senado señores Carlos Hoffmann Contreras y José Luis Alliende Leiva, respectivamente.

________________

ACTAS



Se dan por aprobadas las actas de las sesiones sexagésima y sexagésima primera, ambas ordinarias de 14 y 15 de octubre de 2008, que no han sido observadas.

_______________

CUENTA

Oficios



De la Honorable Cámara de Diputados, con el que comunica que ha aprobado las enmiendas propuestas por el Senado al proyecto de ley que mejora condiciones de retiro de los trabajadores del sector público con bajas tasas de reemplazo de sus pensiones (Boletín Nº 3.975-13).



-- Se toma conocimiento y se manda archivar el documento junto con sus antecedentes.



Del señor Ministro de Economía, Fomento y Reconstrucción, con el que da respuesta a un oficio remitido en nombre del Honorable Senador señor Navarro, referido a la situación de la pesca artesanal en nuestro país.



Dos del señor Ministro de Obras Públicas, con los que contesta igual número de oficios enviados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, relativos a las obras de encauzamiento y defensa del Río Blanco o Chaitén y al ensanche y pavimentación del tramo “Bifurcación Puerto Cisnes-Queulat”.



Dos de la señora Ministra de Bienes Nacionales, con los que responde igual número de oficios cursados en nombre del Honorable Senador señor Horvath, referidos a la entrega de predios a los pobladores que debieron abandonar sus campos con motivo de la erupción del Volcán Hudson y a la adquisición de los predios pertenecientes a los herederos de los colonos originales de Puyuhuapi.



Del señor Subsecretario de Transportes, mediante el cual da respuesta a un oficio expedido en nombre del Honorable Senador señor Zaldívar, acerca de los Contratos de Control y Monitoreo de la Tarjeta Nacional Estudiantil.



-- Quedan a disposición de los Honorables señores Senadores.

Informe



De la  Comisión de Hacienda, recaído en el proyecto de ley que modifica la regulación de la cuota mortuoria del seguro escolar y de la asignación por muerte de beneficiarios de pensión básica solidaria de invalidez carentes de recursos (Boletín N° 6.123-13), con informe verbal conocido por la Sala en sesión ordinaria del día 15 de octubre de 2008.


-- Se manda agregar a sus antecedentes.

Moción



De los Honorables Senadores señores Naranjo y Ominami, con la que inician un proyecto de ley que modifica el Código de Justicia Militar, eliminando la pena de muerte (Boletín N° 6.168-07).



-- Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

Solicitudes de permiso constitucional



De los Honorables Senadores señores Girardi y Vásquez, para ausentarse del país a contar del día 30 de octubre de 2008.



-- Se otorgan los permisos solicitados.

- - -



Durante la lectura de la Cuenta llegan a la Mesa los informes de la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento y de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el ascenso de personal de Gendarmería de Chile en el caso que indica (Boletín N° 5.992-07) (con urgencia calificada de “suma”).




-- Quedan para Tabla.

- - -



A continuación, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Ominami, quien solicita que se incluya en el Orden del Día de esta sesión, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el ascenso de personal de Gendarmería de Chile en el caso que indica, correspondiente al Boletín N° 5.992-07, del cual se ha dado cuenta precedentemente.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Longueira, quien, junto con expresar su aquiescencia con dicha solicitud, efectúa igual petición respecto de la iniciativa que se encuentra en el cuarto lugar del Orden del Día de esta sesión, esto es, el proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz, correspondiente al Boletín N° 5.417-12.



Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda respecto de ambas iniciativas.

______________

ORDEN DEL DIA

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que permite el ascenso de personal de Gendarmería de Chile en el caso que indica, con informes de las Comisiones de Constitución, 

Legislación, Justicia y Reglamento y de Hacienda.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, según lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que permite el ascenso de personal de Gendarmería de Chile en el caso que indica, correspondiente al Boletín N° 5.992-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “suma”.



Añade que la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado, discutió este proyecto en general y particular a la vez, por ser una iniciativa de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Espina, Gómez y Orpis, en los mismos términos en que lo hiciera la Honorable Cámara de Diputados.



El señor Secretario General  agrega que la Comisión de Hacienda hizo lo propio y aprobó el proyecto en general y en particular, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señores Escalona, Frei, García y Ominami, en los mismos términos en que lo hiciera la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.

- - -



En discusión en general y en particular el proyecto de ley, ofrecido el uso de la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesto en votación en general y particular el proyecto, es aprobado por 19 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Ominami, Orpis, Prokurica, Romero, Sabag y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto de ley despachado por el Senado es el siguiente:
PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 27 del decreto con fuerza de ley N° 1791, de 1980, del Ministerio de Justicia, la autoridad facultada para otorgar los ascensos, podrá eximir, por otra vez en la carrera funcionaria, del cumplimiento de los requisitos señalados en los números 3) y 4) del artículo 26 de dicho precepto legal, a cincuenta y tres funcionarios pertenecientes a la Planta de Vigilantes Penitenciarios. Éstos serán individualizados mediante resolución fundada del Director Nacional, la que deberá ser visada por el Subsecretario de Justicia a través del acto administrativo correspondiente.


La facultad otorgada en el inciso precedente no podrá importar alteración en el orden de antigüedad en el respectivo escalafón, ni menoscabo alguno al derecho de quien cumple los requisitos para el ascenso y no podrá ser ejercida más allá del plazo de sesenta días contados desde la fecha de publicación de esta ley.


El mayor gasto que represente la aplicación de la facultad a que se refiere el inciso primero, se financiará con cargo a reasignaciones de la partida presupuestaria Ministerio de Justicia.”.

Proyecto de ley, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Prokurica, Espina, Horvath, Romero y Sabag, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz, con segundo informe de la Comisión de 

Medio Ambiente y Bienes Nacionales.


El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, como si fuera de Fácil Despacho, según lo acordado precedentemente por la Sala.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley en primer trámite constitucional, que modifica el decreto ley N° 2.695, de 1979, en lo relativo a la posesión y el dominio de la pequeña propiedad raíz, correspondiente al Boletín N° 5.417-12.



Añade que la Comisión de Medio Ambiente y Bienes Nacionales, para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, deja constancia de lo siguiente: 


1.- Artículos del proyecto que no han sido objeto de indicaciones ni de modificaciones: artículo transitorio.


2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 3,  11, 13, 14, 15, 20, 22, 23, 24, 25 y 26.


3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 6, 8 letra b), 10 letra b), 16 y 18. 


4.- Indicaciones rechazadas: 2, 4, 5, 7, 8 letra a), 9, 10 letra a), 12, 17, 19, 21, 27, 28 y 29.


5.- Indicaciones retiradas: 1. 


6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: No hay.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente declara aprobado el artículo transitorio del proyecto de ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado 

- - -



El señor Secretario General señala que la Comisión informante propone aprobar el proyecto despachado en general con las siguientes enmiendas:

NÚMERO 1)


Reemplazar el N° 1) por el siguiente:


“1) Intercálase en el artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando el actual a ser inciso final:


“El solo hecho de existir una inscripción anterior que ampare el inmueble, no significará que el poseedor material esté reconociendo dominio ajeno, sin perjuicio de los derechos del titular de esa inscripción, incluyendo los contemplados en el Título IV de la presente ley.”.”.

NÚMERO 2)


Sustituir el N° 2) por el siguiente:


“2) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


    a) Sustituir el inciso primero, por el siguiente: 


“Artículo 4º.- La posesión material deberá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramiento, las plantaciones o sementeras y otros de igual significación que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar o por algún título o antecedente que le de la apariencia de dueño, conforme lo señalado en el inciso segundo del artículo 3º. Con todo, ninguno de los hechos o medios probatorios señalados constituirá plena prueba por sí solo.”.


b) Agrégase en su inciso segundo, a continuación de la expresión “del peticionario”, la oración “a menos que ocurra la circunstancia prevista en la parte final del inciso primero del artículo 8º, caso en el cual no será aplicable el presente decreto ley”.


c) Suprímese su inciso tercero.”. 

NÚMERO 3)

Reemplazarlo por el siguiente:


“3) Modifícase el artículo 8°, del siguiente modo:


a) Introdúcense las siguientes modificaciones a su inciso primero:


i) Reemplázase la expresión “ley 16.741” por “normativa vigente en la materia”.


ii) Agrégase, a continuación de la expresión “provincia de Isla de Pascua”, la frase “y a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad por quien aparece como titular de la respectiva inscripción”.


b) Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la frase “herencias deferidas a favor de ellos,” la siguiente: “como asimismo los inmuebles que se encuentren comprendidos en una herencia vacante o yacente cuando le correspondiere al Fisco”.”.


c) Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo, pasando los actuales incisos tercero, cuarto y quinto, a ser incisos cuarto, quinto y sexto, respectivamente:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá aplicar el procedimiento de regularización establecido en este decreto ley y bajo los requisitos que esta normativa establece, a inmuebles o terrenos poseídos por particulares y que se encuentran al interior de propiedades fiscales amparadas por inscripciones globales o departamentales practicadas a nombre del Fisco de acuerdo al procedimiento establecido en el  artículo 58 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.”.


d) Elimínase en el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,”, iniciando con mayúscula el artículo “el” que le sigue, y agrégase entre las palabras “podrá” y “aplicar”, la expresión “, asimismo,”.”.

NÚMERO 4)

Introducir las siguientes modificaciones:


“4) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:


a) Reemplázase en la letra a), el inciso segundo nuevo que se intercala, por el siguiente:


“Con todo, no se oficiará al servicio indicado en el inciso precedente, si la información a que alude esta disposición puede ser obtenida por el Ministerio de Bienes Nacionales, válidamente, a través de medios electrónicos.”.


b) Sustitúyese la letra b), por la siguiente:


“b) Intercálase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, a continuación de la palabra “fallecimiento”, la siguiente oración, precedida de un punto seguido (.): “De igual forma, no se oficiará a los servicios referidos si la información puede ser obtenida por el mismo Ministerio de la manera indicada en el inciso precedente”.


c) Agréganse las siguientes letras c), y d), nuevas:


“c) Sustitúyese el actual inciso tercero, que ha pasado a ser inciso cuarto, por el siguiente:


“Con estos antecedentes, el Servicio procederá a notificar la solicitud de manera personal o mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella. Tratándose de propiedad rural o de inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá complementar la notificación señalada mediante tres avisos radiales con cobertura en el lugar del domicilio del supuesto propietario, sea ésta nacional, regional o comunal. De todo lo anterior, se deberá dejar constancia en el expediente respectivo.”.


d) Agrégase en el actual inciso cuarto, que ha pasado a ser inciso quinto, a continuación de la expresión “del supuesto titular,”, la siguiente frase: “o de la manera indicada en los incisos segundo y tercero,”.”.

 - - - 


Incorporar el siguiente N° 5), nuevo: 


“5) Modifícase el artículo 11 de la manera que sigue:


- En su inciso primero:


a) Intercálase continuación de la frase “bienes raíces ubicados en”, la siguiente: “ciudades de menos de cincuenta mil habitantes, en zonas rurales o”.


b) Suprímase la frase “que el Servicio señale,”.


c) Sustitúyase la frase “mediante mensaje radial” por “mediante tres avisos radiales, los cuales deberán ser emitidos durante el plazo de cinco días corridos”.”.


- En su inciso final:


Reemplázase el guarismo “30” por “60”.”.

 - - -


Insertar el siguiente número 6), nuevo: 


“6) Sustitúyese en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “Transcurrido un año completo” por “Transcurridos dos años completos”.”.

 - - -


Incorporar el siguiente número 7), nuevo:


“7) Modifícase el artículo 16 de la siguiente manera:


a) Reemplázase, en los incisos primero y segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


b) Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si en virtud de la aplicación del presente decreto ley se acoge  una solicitud de saneamiento y producto de ésta pudieren quedar propiedades encerradas o sin acceso al camino público, el Ministerio de Bienes Nacionales establecerá sobre el mismo inmueble o terreno que regulariza, servidumbres legales de tránsito que lo graven.  De igual manera, podrá fijar estas servidumbres de tránsito para que sean constituidas y soportadas por quien resulta ser reconocido como poseedor regular, para efectos de mantener o dar continuidad a los accesos que de acuerdo a sus antecedentes, se encuentran legalmente constituidos.”.”.

- - -



Incorporar el siguiente N° 8), nuevo:


“8) Modifícase el artículo 17 de la siguiente manera:


a) Sustitúyese el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos, así como tampoco podrán prometer gravarlos ni enajenarlos, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la inscripción.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “cinco años”.

 - - -


Agregar el siguiente número 9), nuevo:

 
“ 9) Sustitúyese el inciso primero del artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los terceros podrán formular oposición a la solicitud desde que ésta se acoge a tramitación y durante el procedimiento administrativo de regularización, hasta la oportunidad establecida en el artículo 11 de la presente ley. La oposición sólo podrá fundarse en alguna de las causales siguientes:”.”.

 - - -


Agregar el siguiente número 10), nuevo:


“10) Reemplázase el inciso primero del artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La oposición deberá deducirse ante el Servicio en la oportunidad que indica el inciso primero del artículo precedente y hasta el plazo de 60 días hábiles contados desde la última publicación a que se refiere el artículo 11. Ésta deberá contener la individualización de el o de los oponentes, sus fundamentos, los documentos y demás medios de prueba en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen.”. “.

 - - -


Introducir el siguiente número 11), nuevo:


“11) Agrégase en el artículo 21, la siguiente oración final: “Lo expuesto, a menos que le conste la existencia de un mejor derecho del oponente.”.”.

 - - -


Incorporar el siguiente número 12), nuevo:


“12) Modifícase el artículo 22, del siguiente modo:


a) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales incisos segundo, tercero y cuarto a ser incisos tercero, cuarto y quinto, respectivamente: 


“En los casos que el juez de la causa declare, conforme a las reglas generales, el abandono del procedimiento, éste deberá devolver el expediente respectivo al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de que el Servicio continúe con su tramitación administrativa.”.


b) Elimínase en el actual inciso segundo, que ha pasado a ser inciso tercero, la frase “ordenando la respectiva inscripción”.”.

 - - -


Agregar el siguiente número 13), nuevo:


“13) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 26, la expresión  “un año” por “dos años”.”.
- - -



Seguidamente, el señor Secretario General señala que todas las enmiendas precedentemente transcritas fueron aprobadas unánimemente en la Comisión de Vivienda y Urbanismo, por lo que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 133 del Reglamento del Senado, corresponde votarlas sin debate, salvo que algún señor Senador solicite discusión y votación separada.



Puestas en votación las modificaciones, son aprobadas por 23 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY:


"Artículo único.- Modifícase el decreto ley N° 2.695, de 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella, en la forma que a continuación se indica:


1) Intercálase, en el artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“El solo hecho de existir una inscripción anterior que ampare el inmueble no significará que el poseedor material esté reconociendo dominio ajeno, sin perjuicio de los derechos del titular de esa inscripción, incluyendo los contemplados en el Título IV de la presente ley.”.


2) Modifícase el artículo 4°, de la siguiente forma:


a.- Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente: 


“Artículo 4º.- La posesión material deberá acreditarse en la forma establecida en el artículo 925 del Código Civil, como el corte de maderas, la construcción de edificios, la de cerramiento, las plantaciones o sementeras y otros de igual significación que impliquen habitación o explotación del inmueble cuyo título se pretende regularizar o por algún título o antecedente que le dé la apariencia de dueño, conforme lo señalado en el inciso segundo del artículo 3º. Con todo, ninguno de los hechos o medios probatorios indicados constituirá plena prueba por sí solo.”.


b.- Intercálase, en su inciso segundo, a continuación de la expresión “del peticionario”, la frase “, a menos que ocurra la circunstancia prevista en la parte final del inciso primero del artículo 8º, caso en el cual no será aplicable el presente decreto ley”.


c.- Suprímese su inciso tercero.


3) Modifícase el artículo 8°, del siguiente modo:


a.- Introdúcense las siguientes modificaciones a su inciso primero:


i. Reemplázase la expresión “ley 16.741” por “normativa vigente en la materia”.


ii. Intercálase, a continuación de la expresión “provincia de Isla de Pascua”, el siguiente texto: “y a los inmuebles con inscripción de dominio anterior vigente en que el pago del impuesto territorial, en los casos que corresponda, reúna las características de regularidad y continuidad por quien aparece como titular de la respectiva inscripción”.


b.- Intercálase, en el inciso segundo, a continuación de la frase “herencias deferidas a favor de ellos,” la siguiente: “como, asimismo, los inmuebles que se encuentren comprendidos en una herencia vacante o yacente cuando le correspondiere al Fisco”.


c.- Intercálase el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Bienes Nacionales podrá aplicar el procedimiento de regularización establecido en este decreto ley, y bajo los requisitos que esta normativa establece, a inmuebles o terrenos poseídos por particulares y que se encuentran al interior de propiedades fiscales amparadas por inscripciones globales o departamentales practicadas a nombre del Fisco, de acuerdo al procedimiento establecido en el  artículo 58 del Reglamento del Registro Conservatorio de Bienes Raíces.”.


d.- Elimínase, en el inciso tercero, que ha pasado a ser cuarto, la expresión “Sin perjuicio de lo anterior,”, iniciando con mayúscula el artículo “el” que le sigue, e intercálase, entre las palabras “podrá” y “aplicar”, la expresión 
“, asimismo,”.


4) Modifícase el artículo 10, de la siguiente forma:


a.- Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Con todo, no se oficiará al Servicio indicado en el inciso precedente si la información a que alude esta disposición puede ser obtenida por el Ministerio de Bienes Nacionales, válidamente, por medios electrónicos.”.


b.- Agrégase, en el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “De igual forma, no se oficiará a los servicios referidos si la información puede ser obtenida por el mismo Ministerio de la manera indicada en el inciso anterior.”.


c.- Sustitúyese el inciso tercero, por el siguiente:


“Con estos antecedentes, el Servicio procederá a notificar la solicitud, de manera personal o mediante carta certificada, al supuesto propietario del inmueble, adjuntando copia íntegra de ella. Tratándose de propiedad rural o de inmuebles ubicados en zonas extremas o desprovistas de comunicación, el Ministerio de Bienes Nacionales deberá complementar la notificación señalada mediante tres avisos radiales con cobertura en el lugar del domicilio del supuesto propietario, sea ésta nacional, regional o comunal. De todo lo anterior, se deberá dejar constancia en el expediente respectivo.”.


d.- Intercálase, en el inciso cuarto, a continuación de la expresión “del supuesto titular,”, la frase “o de la manera indicada en los incisos segundo y tercero,”.


5) Modifícase el artículo 11, de la manera que sigue:


a.- En su inciso primero:


i. Intercálase, a continuación de la frase “bienes raíces ubicados en”, la siguiente: “ciudades de menos de cincuenta mil habitantes, en zonas rurales o”.


ii. Suprímese la frase “que el Servicio señale,”.


iii. Sustitúyese la frase “mediante mensaje radial” por “mediante tres avisos radiales, los cuales deberán ser emitidos durante el plazo de cinco días corridos”.


b.- Reemplázase, en su inciso final, el guarismo “30” por “60”.


6) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 15, la expresión “Transcurrido un año completo” por “Transcurridos dos años completos”.


7) Modifícase el artículo 16, de la siguiente manera:


a.- Reemplázase, en los incisos primero y segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


b.- Agrégase el siguiente inciso final, nuevo:


“Si en virtud de la aplicación del presente decreto ley se acoge  una solicitud de saneamiento y producto de ésta pudieren quedar propiedades encerradas o sin acceso al camino público, el Ministerio de Bienes Nacionales establecerá sobre el mismo inmueble o terreno que regulariza, servidumbres legales de tránsito que lo graven.  De igual manera, podrá fijar estas servidumbres de tránsito para que sean constituidas y soportadas por quien resulta ser reconocido como poseedor regular, para efectos de mantener o dar continuidad a los accesos que de acuerdo a sus antecedentes, se encuentran legalmente constituidos.”.


8) Modifícase el artículo 17, de la siguiente manera:


a.- Sustitúyese el inciso primero, por el siguiente:


“Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos, así como tampoco podrán prometer gravarlos ni enajenarlos, durante el plazo de cinco años contados desde la fecha de la inscripción.”.


b.- Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “cinco años”.


9) Sustitúyese el encabezamiento del inciso primero del artículo 19, por el siguiente:


“Artículo 19.- Los terceros podrán formular oposición a la solicitud desde que ésta se acoge a tramitación y durante el procedimiento administrativo de regularización, hasta la oportunidad establecida en el artículo 11. La oposición sólo podrá fundarse en alguna de las causales siguientes:”.


10) Reemplázase el inciso primero del artículo 20, por el siguiente:


“Artículo 20.- La oposición deberá deducirse ante el Servicio en la oportunidad que indica el inciso primero del artículo precedente y hasta el plazo de 60 días hábiles contados desde la última publicación a que se refiere el artículo 11. Ésta deberá contener la individualización de el o de los oponentes, sus fundamentos, los documentos y demás medios de prueba en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen.”. 


11) Agrégase, en el artículo 21, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente oración: “Lo expuesto, a menos que le conste la existencia de un mejor derecho del oponente.”.


12) Modifícase el artículo 22, del siguiente modo:


a.- Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“En los casos que el juez de la causa declare, conforme a las reglas generales, el abandono del procedimiento, éste deberá devolver el expediente respectivo al Ministerio de Bienes Nacionales, a objeto de que el Servicio continúe con su tramitación administrativa.”.


b.- Elimínase, en el inciso segundo, que pasa a ser tercero, la frase “ordenando la respectiva inscripción”.


13) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 26, la expresión  “un año” por “dos años”.


Artículo transitorio.- Las solicitudes de regularización que se encontraren en tramitación a la fecha de entrada en vigencia de esta ley, continuarán sustanciándose de acuerdo a las normas vigentes del decreto ley N° 2.695, de 1979. Las que aún no hubieren sido admitidas a tramitación por el Servicio, se sujetarán al procedimiento establecido en la presente ley.”.

______________

Informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del 

Tribunal Constitucional.

El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual el Comité Partido Radical Social Demócrata, en la sesión 62ª, ordinaria, del día de ayer, y de conformidad a lo dispuesto en el artículo 129 del Reglamento del Senado, solicitó segunda discusión.



El señor Secretario General señala que se trata del informe de la Comisión Mixta, formada en virtud de lo dispuesto en el artículo 71 de la Constitución Política, aprobada por la Honorable Cámara de Diputados, recaído en el proyecto de ley que modifica la Ley Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional, correspondiente al Boletín N° 4.059-07, para cuyo despacho Su Excelencia la Presidenta de la República ha hecho presente la urgencia, calificándola de “simple”.



Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan del acta de la sesión precedentemente señalada.



El señor Secretario General señala que, sin perjuicio de lo anterior, cabe consignar que la proposición de la Comisión  Mixta, trascrita en dicha acta, fue acordada por unanimidad, con excepción de la conformación de la nómina de siete personas que propondrá al Tribunal Constitucional para el nombramiento de dos suplentes de ministros, que contó con el voto en contra del Honorable Senador señor Larraín, y con el voto en contra del Honorable Diputado señor Eluchans, quienes eran partidarios de formar una quina. 



Añade que asimismo, la modificación respecto a la oportunidad en que deben formularse los requerimientos, estableciéndose que la promulgación de la ley se entenderá efectuada por el Ejecutivo cuando ingrese a la Oficina de Partes de la Contraloría el respectivo decreto promulgatorio, tuvo el voto en contra del Honorable señor Larraín y del Honorable Diputado señor Eluchans, los que se manifestaron partidarios de entender efectuada la promulgación desde la Toma de Razón del decreto promulgatorio.



El señor Secretario General señala que el informe de la Comisión Mixta, además, deja constancia de que no se alcanzó acuerdo respecto del N° 4 del artículo 47 S, que correspondía a una de las causales de inadmisibilidad del requerimiento formulado para declarar la inconstitucionalidad de un precepto legal previamente declarado inaplicable, causal que, en consecuencia, queda excluida del proyecto.



El señor Secretario General hace presente, finalmente, que la proposición de la Comisión Mixta, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final  del artículo 92 de la Carta Fundamental, tiene el carácter de norma orgánica constitucional, por lo que requiere para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, según lo establece el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

- - -



Ofrecido el uso de la palabra en segunda discusión respecto de la proposición de la Comisión Mixta, ningún señor Senador hace uso de ella.



Cerrado el debate y puesta en votación la proposición de la Comisión Mixta, es aprobada por 26 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señora Alvear y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE LEY


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 17.997, Orgánica Constitucional del Tribunal Constitucional:


1) Reemplázase la denominación del Capítulo I por la siguiente:

“Capítulo I

De la Organización, Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”


2) Agrégase, a continuación del epígrafe del Capítulo I, un Título I del siguiente tenor:

“Título I

De la Organización del Tribunal Constitucional”


3) Sustitúyese, en el artículo 1º, el número “VII” por “VIII”.


4) Reemplázase, en el artículo 2º, el inciso segundo por el siguiente:


“Los miembros del Tribunal, al término de su período, no podrán ser reelegidos, salvo aquél que habiendo sido elegido como reemplazante, haya ejercido el cargo por un período menor a cinco años y tenga menos de 75 años de edad.”.


5) Sustitúyese el inciso primero del artículo 3º, por el siguiente:


“Artículo 3º.- El Tribunal sólo podrá ejercer su jurisdicción a requerimiento de las personas y los órganos constitucionales legitimados de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República o de oficio, en los casos señalados en la Constitución Política de la República y en esta ley.”.


6) Reemplázase el artículo 4º por el siguiente: 


“Artículo 4º.- Son públicos los actos y resoluciones del Tribunal, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilice. Sin embargo, el Tribunal, por resolución fundada acordada por los dos tercios de sus miembros, podrá decretar reservados o secretos determinados documentos o actuaciones, incluidos los documentos agregados a un proceso, con sujeción a lo prescrito en el artículo 8º, inciso segundo, de la Constitución.”.


7) Reemplázase el artículo 5°, por el siguiente:


“Artículo 5°.- Los ministros del Tribunal deberán elegir de entre ellos un Presidente por mayoría absoluta de votos. Si ninguno de los candidatos obtiene el quórum necesario para ser elegido, se realizará una nueva votación, circunscrita a quienes hayan obtenido las dos primeras mayorías en la anterior. El Presidente durará dos años en sus funciones y no podrá ser reelegido dos veces consecutivas.”.


8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6º.- Los Ministros del Tribunal tendrán la precedencia correspondiente a la antigüedad de su nombramiento o de su primer nombramiento, cuando proceda.


En caso que la antigüedad sea la misma se atenderá para ello al orden que determine el Tribunal, en votación especialmente convocada al efecto. Con todo, el Ministro que haya desempeñado el cargo de Presidente en el período anterior tendrá la primera precedencia en el siguiente.


El Presidente será subrogado por el Ministro que lo siga en el orden de precedencia que se halle presente y así sucesivamente.


Del mismo modo será subrogado el Presidente de cada sala.”.


9) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 8º:


a) Incorpórase la siguiente letra b), pasando las actuales letras b), c), d), e) y f) a ser letras c), d), e), f) y g), respectivamente:


“b) Distribuir de modo equitativo entre las dos salas del Tribunal, las causas que a ellas les corresponda conocer, tomando en consideración la naturaleza, complejidad y cantidad de los asuntos que estén actualmente sometidos al conocimiento de las salas;”.


b) Sustitúyese la letra b), que ha pasado a ser c), por la siguiente:


“c) Formar las tablas que correspondan al pleno y a las salas de conformidad con lo previsto en el artículo 29 y designar, en los asuntos de que conozca el pleno, al Ministro que corresponda para la redacción del fallo;”.


c) Reemplázase en la letra f), que ha pasado a ser g), el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación la oración “salvo en los asuntos a que se refieren los números 6° y 7° del artículo 93 de la Constitución Política, y”.


d) Agrégase una letra h), del siguiente tenor:


“h) Rendir anualmente una cuenta pública del funcionamiento del Tribunal.”.


10) Incorpórase el siguiente artículo 8º bis, nuevo:


“Artículo 8º bis.- El Ministro que, conforme a lo dispuesto en el artículo 25 B de esta ley, presida la sala que no integre el Presidente del Tribunal, tendrá respecto a las sesiones que ella celebre las atribuciones que señala el artículo 8°, en lo que corresponda.”.


11) Agrégase al artículo 9° el siguiente inciso segundo:


“Producida la subrogación del Secretario por un Relator, de acuerdo a lo previsto en el artículo 87, el Oficial Primero más antiguo, previo juramento o promesa, podrá autorizar las providencias y demás actuaciones del Tribunal.”.


12) Agrégase el siguiente artículo 12 bis, nuevo:


“Artículo 12 bis.- Los ministros no podrán ejercer la profesión de abogado, incluyendo la judicatura, ni podrán celebrar o caucionar contratos con el Estado. Tampoco podrán actuar, ya sea por sí o por interpósita persona, natural o jurídica, o por medio de una sociedad de personas de la que formen parte, como mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco, o como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, consejerías, funciones o comisiones de similar naturaleza, ni podrán ser directores de banco o de alguna sociedad anónima, o ejercer cargos de similar importancia en esas actividades. 


El cargo de ministro es incompatible con los de diputado y senador, y con todo empleo o comisión retribuido con fondos del Fisco, de las municipalidades, de las entidades fiscales autónomas, semifiscales o de las empresas del Estado o en las que el Fisco tenga intervención por aportes de capital, y con toda otra función o comisión de la misma naturaleza. Se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter en establecimientos públicos o privados de la enseñanza superior, media y especial, hasta un máximo de doce horas semanales, fuera de las horas de audiencia. Sin embargo, no se considerarán labores docentes las que correspondan a la dirección superior de una entidad académica, respecto de las cuales regirá la incompatibilidad a que se refiere este inciso.


Asimismo, el cargo de ministro es incompatible con las funciones de directores o consejeros, aun cuando sean ad honores, en las entidades fiscales autónomas, semifiscales o en las empresas estatales, o en las que el Estado tenga participación por aporte de capital.”.

13) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 13:


a) Suprímese, en el encabezamiento del inciso primero, la frase “inciso quinto del”.


b) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, el número “81” por “92”.


c) Reemplázase el Nº 5 del inciso primero por el siguiente:


“5) Incompatibilidad sobreviniente en conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 92 de la Constitución Política.”.


d) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “miembros procesados” por “miembros acusados”.


14) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 14:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 14.- Si cesare en el cargo algún Ministro, el Presidente del Tribunal comunicará de inmediato este hecho al Presidente de la República, al Senado, a la Cámara de Diputados o a la Corte Suprema, según corresponda, para los efectos de su reemplazo.”.


b) Deróganse los incisos segundo y tercero.


15) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 14 bis, la expresión “abogados integrantes” por “suplentes de ministro”.


16) Reemplázase el artículo 15, por el siguiente:


“Artículo 15.- Cada tres años, en el mes de enero que corresponda, se procederá a la designación de dos suplentes  de ministro que reúnan los requisitos para ser nombrado miembro del Tribunal, quienes podrán reemplazar a los ministros e integrar el pleno o cualquiera de las salas sólo en caso que no se alcance el respectivo quórum para sesionar. 


Los suplentes de ministro a que se refiere el inciso anterior serán nombrados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado, eligiéndolos de una nómina de siete personas que propondrá el Tribunal Constitucional, previo concurso público de antecedentes, el que deberá fundarse en condiciones objetivas, públicas, transparentes y no discriminatorias. El Tribunal formará la nómina en una misma y única votación pública, en la que cada uno de los ministros tendrá derecho a votar por cinco personas, resultando elegidos quienes obtengan las siete primeras mayorías. El Senado adoptará el acuerdo por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, en sesión especialmente convocada al efecto, debiendo pronunciarse respecto de la propuesta como una unidad. Si el Senado no aprobare la proposición del Presidente de la República, el Tribunal Constitucional deberá presentar una nueva lista, en conformidad a las disposiciones del presente inciso, dentro de los sesenta días siguientes al rechazo, proponiendo dos nuevos nombres en sustitución de los rechazados, repitiéndose este procedimiento hasta que se aprueben los nombramientos.


Los suplentes de ministro concurrirán a integrar el pleno o las salas de acuerdo al orden de precedencia que se establezca por sorteo público. La resolución del Presidente del Tribunal que designe a un suplente de ministro para integrar el pleno o las salas deberá ser fundada y publicarse en la página web del Tribunal. 


Los suplentes de ministro tendrán las mismas prohibiciones, obligaciones e inhabilidades que los ministros y regirán para ellos las mismas causales de implicancia que afectan a estos. Sin embargo, no cesarán en sus funciones al cumplir 75 años de edad ni se les aplicará la incompatibilidad con funciones docentes a que se refiere el artículo 12 bis.


Los suplentes de ministro deberán destinar a lo menos media jornada a las tareas de integración y a las demás que les encomiende el Tribunal y recibirán una remuneración mensual equivalente al cincuenta por ciento de la de un ministro.”.

17) Reemplázanse los incisos segundo, tercero y cuarto del artículo 16, por el siguiente:


“El Tribunal, mediante auto acordado, establecerá sus sesiones ordinarias y horarios de audiencia.”.


18) Reemplázase, al final del inciso segundo del artículo 17, el punto final (.) por una coma (,), agregándose a continuación las palabras “mediante resolución fundada.”.


19) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 19:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “12°” y “82”, por “16°” y “93”, respectivamente.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, los números “8º”, “10º”, “11º” y “82” por “10º”, “13º”, “14º” y “93”, respectivamente.


c) Reemplázase el inciso cuarto, por el siguiente:


“Las implicancias podrán ser promovidas por el Ministro afectado, por cualquiera de los demás Ministros, y por los órganos constitucionales interesados que se hayan hecho parte.”.


d) Agrégase el siguiente nuevo inciso sexto, pasando el actual inciso sexto a ser séptimo: 


“Será, además, causal de implicancia la existencia actual de relaciones laborales, comerciales o societarias de un Ministro con el abogado o procurador que actúe en alguno de los procesos que se sustancian ante el Tribunal.”.


20) Reemplázase, en el artículo 21, la expresión “procesado” por “acusado”.


21) Sustitúyese, en el inciso segundo del artículo 22, la referencia al artículo “14” por otra al artículo “15”.


22) Incorpórase, a continuación del artículo 25, el siguiente artículo 25 A, nuevo:


“Artículo 25 A.- El Tribunal, en sesiones especialmente convocadas al efecto, podrá dictar autos acordados sobre materias que no sean propias del dominio legal y que tengan como objetivo la buena administración y funcionamiento del Tribunal.”.


23) Incorpórase, a continuación del artículo 25 A nuevo, un Título II del siguiente tenor:
“Título II

De la Competencia y Funcionamiento del Tribunal Constitucional”


24) Agrégase un artículo 25 B, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 25 B.- El Tribunal funcionará en pleno o dividido en dos salas. En el primer caso, el quórum para sesionar será de, a lo menos, ocho miembros, y en el segundo de, a lo menos, cuatro. Cada sala, en caso de necesidad, podrá integrarse con Ministros de la otra sala.


En el mes de diciembre de cada año, en una sesión pública especialmente convocada al efecto, una comisión formada por el Presidente del Tribunal y los dos Ministros más antiguos del mismo, designará a los Ministros que integrarán las dos salas del Tribunal a partir del mes de marzo siguiente. La sala que integre el Presidente del Tribunal será presidida por éste, y la otra, por el Ministro más antiguo presente que forme parte de ella. 


Las sesiones ordinarias se suspenderán en el mes de febrero de cada año.


Las sesiones extraordinarias se celebrarán cuando las convoque el Presidente del Tribunal o de la sala respectiva, de propia iniciativa o a solicitud de tres o más de los miembros del Tribunal, tratándose de sesiones extraordinarias del pleno, o a solicitud de dos o más de los miembros de la sala respectiva, tratándose de sesiones extraordinarias de sala.


Cada sala representará al Tribunal en los asuntos de que conozca.”.


25) Incorpórase el siguiente artículo 25 C, nuevo:


“Artículo 25 C.- Corresponderá al pleno del Tribunal:


1° Ejercer el control de constitucionalidad de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de las normas de un tratado que versen sobre materias propias de estas últimas, antes de su promulgación;


2° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad de los autos acordados dictados por la Corte Suprema, las Cortes de Apelaciones y el Tribunal Calificador de Elecciones.


3° Resolver las cuestiones sobre constitucionalidad que se susciten durante la tramitación de los proyectos de ley o de reforma constitucional y de los tratados sometidos a la aprobación del Congreso;


4° Resolver las cuestiones que se susciten sobre la constitucionalidad de un decreto con fuerza de ley;


5° Resolver las cuestiones que se susciten sobre constitucionalidad con relación a la convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones;


6° Resolver la inaplicabilidad de un precepto legal cuya aplicación en cualquier gestión que se siga ante un tribunal ordinario o especial, resulte contraria a la Constitución;


7° Pronunciarse sobre la admisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable;


8° Resolver sobre la inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable en conformidad a lo dispuesto en el numeral 6° de este artículo;


9° Resolver los reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo o promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda;


10° Resolver sobre la constitucionalidad de un decreto o resolución del Presidente de la República que la Contraloría General de la República haya representado por estimarlo inconstitucional, cuando sea requerido por el Presidente en conformidad al artículo 99 de la Constitución Política;


11º Resolver sobre la constitucionalidad de los decretos supremos, cualquiera sea el vicio invocado, incluyendo aquellos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria autónoma del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley por mandato del artículo 63 de la Constitución Política de la República;


12° Declarar la inconstitucionalidad de las organizaciones y de los movimientos o partidos políticos, como asimismo, la responsabilidad de las personas que hubieran tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad, en conformidad a lo dispuesto en los párrafos sexto, séptimo y octavo del número 15°, del artículo 19, de la Constitución Política. Sin embargo, si la persona afectada fuera el Presidente de la República o el Presidente electo, la referida declaración requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio;


13° Informar al Senado en los casos a que se refiere el artículo 53, número 7°, de la Constitución Política; 


14° Resolver sobre las inhabilidades constitucionales o legales que afecten a una persona para ser designada Ministro de Estado, permanecer en dicho cargo o desempeñar simultáneamente otras funciones;


15° Determinar la admisibilidad y pronunciarse sobre las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de los parlamentarios;


16° Calificar la inhabilidad invocada por un parlamentario en los términos del inciso final del artículo 60 de la Constitución Política de la República y pronunciarse sobre su renuncia al cargo, y


17º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución Política y la presente ley.”.

26) Agrégase el siguiente artículo 25 D, nuevo:


“Artículo 25 D.- Corresponderá a las salas del Tribunal:


1° Pronunciarse sobre las admisibilidades que no sean de competencia del pleno;


2° Resolver las contiendas de competencia que se susciten entre las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia, que no correspondan al Senado;


3° Resolver la suspensión del procedimiento en que se ha originado la acción de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, y


4º Ejercer las demás atribuciones que le confieran la Constitución y la presente ley.”.

27) Derógase el inciso segundo del artículo 27.


28) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 29:


a) En el inciso primero, sustitúyese la frase que sigue a la coma (,) y que comienza con la palabra “salvo”, por la siguiente: “sin perjuicio de la preferencia que, por motivos justificados y mediante resolución fundada, se haya otorgado a alguno de ellos.”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, el número “82” por “93”.


29) Agrégase el siguiente artículo 30 bis, nuevo:


“Artículo 30 bis.- Sin perjuicio de las normas especiales contenidas en esta ley que autorizan al Tribunal, en pleno o representado por una de sus salas, para decretar medidas cautelares, como la suspensión del procedimiento, el Tribunal podrá, por resolución fundada, a petición de parte o de oficio, decretarlas desde que sea acogido a tramitación el respectivo requerimiento, aun antes de su declaración de admisibilidad, en los casos en que dicha declaración proceda. De la misma forma, podrá dejarlas sin efecto y concederlas nuevamente, de oficio o a petición de parte, cuantas veces sea necesario, de acuerdo al mérito del proceso.”.

30) Agrégase el siguiente artículo 31 bis, nuevo:


“Artículo 31 bis.- Las sentencias del Tribunal se publicarán íntegramente en su página web, o en otro medio electrónico análogo, sin perjuicio de las publicaciones que ordenan la Constitución y esta ley en el Diario Oficial. El envío de ambas publicaciones deberá ser simultáneo.


Las sentencias recaídas en las cuestiones de constitucionalidad promovidas en virtud de los números 2°, 4°, 7° y 16° del artículo 93 de la Constitución se publicarán en el Diario Oficial in extenso. Las restantes que deban publicarse lo serán en extracto, que contendrá a lo menos la parte resolutiva del fallo. 


También se publicarán en la página web del Tribunal, al menos, las resoluciones que pongan término al proceso o hagan imposible su prosecución, el listado de causas ingresadas y fecha del ingreso, las tablas de las salas y el pleno, la designación de relator, de la sala que deba resolver sobre la admisibilidad del requerimiento y de ministro redactor y las actas de sesiones y los acuerdos del pleno.


La publicación de resoluciones en el Diario Oficial deberá practicarse dentro de los tres días siguientes a su dictación.”.

31) Agrégase el siguiente artículo 32 A, nuevo:


“Artículo 32 A.- En los casos en que la cuestión que se somete al Tribunal sea promovida mediante acción pública, o por la parte en el juicio o gestión judicial en que se solicita la inaplicabilidad de un precepto legal o la inconstitucionalidad de un auto acordado, las personas naturales o jurídicas que lo promuevan deberán señalar en su primera presentación al Tribunal un domicilio conocido dentro de la provincia de Santiago. La presentación será patrocinada y suscrita por un abogado habilitado para ejercer la profesión.


Las resoluciones que se dicten en los procesos indicados en el inciso anterior se notificarán por carta certificada a la parte o a quien la represente.


Las sentencias definitivas se notificarán personalmente o, si ello no es posible, por cédula, en el domicilio que haya señalado la parte en el expediente. En ambos casos la notificación se practicará por un Ministro de Fe designado por el Tribunal.


Las comunicaciones a que se refiere esta ley, que deban hacerse a los órganos constitucionales interesados o que sean parte en el proceso, se efectuarán mediante oficio.


De dichas actuaciones o diligencias se dejará constancia en el expediente respectivo.


La fecha de las notificaciones efectuadas por carta certificada y mediante las comunicaciones a que se refiere esta ley será, para todos los efectos legales, la del tercer día siguiente a su expedición.


En el caso de la Cámara de Diputados y del Senado los oficios se dirigirán a los respectivos Presidentes, quienes estarán obligados a dar cuenta a la sala en la primera sesión que se celebre. Se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez que se haya dado cuenta de los mismos. En el caso del Presidente de la República, los oficios se dirigirán por intermedio del Ministerio Secretaría General de la Presidencia y se entenderán oficialmente recibidos y producirán sus efectos una vez ingresados a la Oficina de Partes de dicho Ministerio.


Con todo, el Tribunal podrá autorizar otras formas de notificación que, en la primera comparecencia, le sean solicitadas por alguno de los órganos o personas que intervengan ante él. La forma particular de notificación que se autorice sólo será aplicable al peticionario y, en cualquier caso, deberá dejarse constancia de la actuación en el respectivo expediente el mismo día en que se realice.”.


32) Introdúcese el siguiente artículo 32 B, nuevo:


“Artículo 32 B.- El Tribunal oirá alegatos en la vista de la causa en los casos a que se refieren los números 2º, 6°, 8º, 9º, 10°, 11°, 14° y 15° del artículo 25 C.


En los demás casos, el Tribunal podrá disponer que se oigan alegatos.


La duración, forma y condiciones de los alegatos serán establecidas por el Tribunal, mediante auto acordado.


En los casos en que se oigan alegatos la relación será pública.”.

33) Incorpórase el siguiente artículo 32 C, nuevo: 


“Artículo 32 C.- Son órganos y personas legitimadas aquéllos que, de conformidad con el artículo 93 de la Constitución Política de la República, están habilitados para promover ante el Tribunal cada una de las cuestiones y materias de su competencia.


Son órganos constitucionales interesados aquéllos que, de conformidad a esta ley, pueden intervenir en cada una de las cuestiones que se promuevan ante el Tribunal, sea en defensa del ejercicio de sus potestades, sea en defensa del orden jurídico vigente. 


Son parte en los procesos seguidos ante el Tribunal el o los órganos y la o las personas que, estando constitucionalmente legitimadas, han promovido una cuestión ante él, y las demás partes de una gestión o juicio pendiente en que se ha promovido una cuestión de inaplicabilidad de un precepto legal o de inconstitucionalidad de un auto acordado. También podrán serlo los órganos constitucionales interesados que, teniendo derecho a intervenir en una cuestión, expresen su voluntad de ser tenidos como parte dentro del mismo plazo que se les confiera para formular observaciones y presentar antecedentes.”.


34) Sustitúyese el artículo 33 por el siguiente:


“Artículo 33.- Serán aplicables, además, en cuanto corresponda, las normas contenidas en los Títulos II, V y VII del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que no sean contrarias a esta ley.


Con todo, los plazos de días establecidos en esta ley serán de días corridos y no se suspenderán durante los feriados. En ningún caso el vencimiento de un plazo fijado para una actuación o resolución del Tribunal, le impedirá decretarla o dictarla con posterioridad.


En los casos en que la presente ley fija plazos al Tribunal para admitir a tramitación un asunto, pronunciarse sobre la admisibilidad del mismo y dictar sentencia, los mismos se contarán desde que se dé cuenta de éste en la sala o el pleno, según corresponda, o desde que la causa quede en estado de dictarse sentencia, en su caso.”.


35) Incorpóranse, a continuación del artículo 33, los siguientes artículos, nuevos:


“Artículo 33 A.- Mientras no sea declarada su admisibilidad, las cuestiones promovidas ante el Tribunal por los órganos o personas legitimados podrán ser retiradas por quien las haya promovido y se tendrán como no presentadas.


El retiro de las firmas por parte de parlamentarios que hayan promovido una cuestión ante el Tribunal producirá el efecto previsto en el inciso anterior, siempre que se efectúe antes de que se dé cuenta de ella al pleno o a la sala, según corresponda, y que, por el número de firmas retiradas, el requerimiento deje de cumplir con el quórum requerido por la Constitución Política de la República.


Declarada su admisibilidad, dichos órganos y personas podrán expresar al Tribunal su voluntad de desistirse. En tal caso, se dará traslado del desistimiento a las partes y se comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para que formulen las observaciones que estimen pertinentes.


El desistimiento será resuelto y producirá los efectos previstos en las normas pertinentes del Título XV del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil, en lo que sea aplicable.


Artículo 33 B.- El abandono del procedimiento sólo procederá en las cuestiones de inaplicabilidad a que se refiere el número 6º del artículo 93 de la Constitución Política de la República que hayan sido promovidas por una de las partes en el juicio o gestión pendiente en que el precepto impugnado habrá de aplicarse.


El procedimiento se entenderá abandonado cuando todas las partes del proceso hayan cesado en su prosecución durante tres meses, contados desde la fecha de la última resolución recaída en alguna gestión útil para darle curso progresivo.


El abandono no podrá hacerse valer por la parte que haya promovido la cuestión de inconstitucionalidad. Si renovado el procedimiento, las demás partes realizan cualquier gestión que no tenga por objeto alegar su abandono, se considerará que renuncian a este derecho.


Una vez alegado el abandono, el Tribunal dará traslado a las demás partes y lo comunicará a los órganos constitucionales interesados, confiriéndoles un plazo de cinco días para formular las observaciones que estimen pertinentes.


El abandono del procedimiento declarado por el Tribunal producirá los efectos previstos en el Título XVI del Libro Primero del Código de Procedimiento Civil.”.


36) Modifícase el artículo 34 de la manera que se indica:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“En el caso del número 1° del artículo 93 de la Constitución, corresponderá al Presidente de la Cámara de origen enviar al Tribunal los proyectos de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, de las leyes orgánicas constitucionales y de los tratados que contengan normas sobre materias propias de estas últimas.”.


b) Sustitúyense, en el inciso segundo, las palabras “inciso tercero” por “inciso segundo” y el número “82” por “93”.


c) Agrégase, en su inciso segundo, después de la expresión “el proyecto”, la oración “o el tratado” y, en su inciso tercero, después de la palabra “proyecto”, la expresión “o del tratado”.


37) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 35:


a) Agrégase en su inciso segundo, después de la expresión “del proyecto”, la oración “o de las normas respectivas del tratado, dentro del plazo de treinta días, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada”.


b) Incorpórase un nuevo inciso final, del siguiente tenor:


“Si el Tribunal resuelve que uno o más preceptos de un tratado son inconstitucionales, deberá declararlo así por resolución fundada cuyo texto íntegro se remitirá a la Cámara de origen. La inconstitucionalidad total impedirá que el Presidente de la República ratifique y promulgue el tratado. La inconstitucionalidad parcial facultará al Presidente de la República para decidir si el tratado se ratifica y promulga sin las normas objetadas, en caso de ser ello procedente conforme a las normas del propio tratado y a las normas generales del derecho internacional.”.


38) Agrégase, como inciso segundo del artículo 36, el siguiente:


“En el caso de un tratado internacional respecto del cual se ha declarado su inconstitucionalidad parcial, se comunicará el acuerdo aprobado por el Congreso Nacional, con el quórum correspondiente, y las normas cuya inconstitucionalidad se haya dispuesto, para que el Presidente de la República decida si hará uso de la facultad señalada en el inciso final del artículo anterior.”.


39) Agrégase, en el artículo 37, después de la expresión “sobre la constitucionalidad”, la oración “de las normas de un tratado o”, y adiciónase el siguiente inciso segundo: 


“Resuelto por el Tribunal que un precepto legal es constitucional, no podrá declararse inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.


40) Incorpóranse, a continuación del artículo 37, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 2, nuevo, alterándose la numeración de los párrafos siguientes, con el epígrafe: “Cuestiones de constitucionalidad sobre autos acordados”.


“Artículo 37 A.- En el caso del número 2° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras o diez de sus miembros en ejercicio; y personas legitimadas las que sean parte en una gestión o juicio pendiente ante un tribunal ordinario o especial, o desde la primera actuación en un procedimiento penal, que sean afectadas en el ejercicio de sus derechos fundamentales por lo dispuesto en un auto acordado.


El requerimiento deberá formularse en la forma señalada en el inciso primero del artículo 39 y a él se acompañará el respectivo auto acordado, con indicación concreta de la parte impugnada y de la impugnación. Si lo interpone una persona legitimada deberá, además, mencionar con precisión la manera en que lo dispuesto en el auto acordado afecta el ejercicio de sus derechos fundamentales.


La interposición del requerimiento no suspenderá la aplicación del auto acordado impugnado.


Artículo 37 B.- Presentado el requerimiento, la sala que corresponda examinará si cumple con los requisitos señalados en el artículo anterior y, en caso de no cumplirlos, no será acogido a tramitación y se tendrá por  no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no acoja a tramitación el requerimiento será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde la presentación del mismo.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 37 C.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad o inadmisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión, por tres días, al tribunal que haya dictado el auto acordado impugnado y a los órganos y las personas legitimados. 


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad, en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;

2° Cuando se promueva respecto de un auto acordado o de una de sus disposiciones, que hayan sido declarados constitucionales en una sentencia previa dictada de conformidad a este Párrafo y se invoque el mismo vicio materia de dicha sentencia;


3° Cuando carezca de fundamento plausible;


4° Cuando no exista gestión, juicio o proceso penal pendiente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada, y


5° Cuando no se indique la manera en que el auto acordado afecta el ejercicio de los derechos constitucionales del requirente, en los casos en que sea promovida por una parte o persona constitucionalmente legitimada.


Declarada la inadmisibilidad por resolución fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 37 D.- Declarada la admisibilidad del requerimiento, se comunicará a la Corte Suprema, a la Corte de Apelaciones o al Tribunal Calificador de Elecciones que haya dictado el auto acordado impugnado y, cuando corresponda, se comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente y se notificará a las partes de éste, enviándoles copia del requerimiento, para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y los antecedentes que estimen pertinentes.


Declarada la admisibilidad, la resolución se notificará a quien haya requerido.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 37 E.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos para ello, el Tribunal procederá conforme a lo dispuesto en el artículo 43. El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 37 F.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.


Artículo 37 G.- La sentencia que declare la inconstitucionalidad de todo o parte de un auto acordado, deberá publicarse en extracto en el Diario Oficial dentro de los tres días siguientes a su dictación. Desde dicha publicación, el auto acordado, o la parte de él que hubiere sido declarada inconstitucional, se entenderá derogado, lo que no producirá efecto retroactivo.


Artículo 37 H.- Habiéndose pronunciado el Tribunal sobre la constitucionalidad de un auto acordado, no se admitirá a tramitación ningún requerimiento para resolver sobre cuestiones de constitucionalidad del mismo, a menos que se invoque un vicio distinto del hecho valer con anterioridad.


Artículo 37 I.- En el caso del requerimiento deducido por una parte en un juicio o gestión pendiente ante un tribunal ordinario o especial, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya solicitado su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivo plausible para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Para los efectos de las costas, se aplicará lo dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.


41) Reemplázase, en el Párrafo 2 del Título II, el guarismo “2” por “3”, y sustitúyese su denominación por la siguiente: 


“Cuestiones de Constitucionalidad sobre proyectos de ley, de reforma constitucional y tratados en tramitación legislativa”.


42) Reemplázase el inciso primero del artículo 38, por el siguiente: 


“Artículo 38.- En el caso del número 3° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.”.


43) Agrégase el siguiente artículo 38 bis, nuevo:


“Artículo 38 bis.- Para los efectos de la oportunidad en que debe formularse el requerimiento, la promulgación se entenderá efectuada por el Presidente de la República cuando ingrese a la oficina de partes de la Contraloría General de la República el respectivo decreto promulgatorio.


En ningún caso se podrán admitir a tramitación requerimientos formulados con posterioridad a ese instante. Tampoco podrán admitirse requerimientos contra tratados si estos se presentan después del quinto día siguiente a la remisión de la comunicación que informa la aprobación del tratado por el Congreso Nacional.”.


44) Reemplázase, en el artículo 40, el número “82” por “93”.


45) Reemplázanse los incisos primero y segundo del artículo 41, por los siguientes: 


“Artículo 41.- Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada, se dictará en el plazo de dos días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado para todos los efectos legales.”.


46) Agrégase el siguiente artículo 41 bis, nuevo:


“Artículo 41 bis.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por dos días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión se promueva con posterioridad a las oportunidades indicadas en el artículo 38 bis;


3° Cuando en los antecedentes de la tramitación del proyecto de ley, de reforma constitucional o tratado impugnado no conste haberse suscitado expresamente una cuestión de constitucionalidad a su respecto, y


4° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.”.

47) Modifícase el artículo 42 del siguiente modo:


a) Incorpórase el siguiente inciso primero nuevo, pasando el actual a ser segundo: 


“Artículo 42.- El requerimiento se entenderá recibido desde que sea declarado admisible y desde esa fecha comenzará a regir el plazo de diez días para resolverlo, sin perjuicio de la prórroga establecida en el inciso quinto del artículo 93 de la Constitución Política de la República.”.


b) Sustitúyese en el actual inciso único, que pasa a ser segundo, la expresión “Admitido a tramitación un requerimiento” por “Declarado admisible”.


c) Agrégase, al final del inciso que pasa a ser segundo, en punto seguido, la siguiente oración: “Para este solo efecto, la comunicación se entenderá recibida al momento de su ingreso en las oficinas de partes de la Cámara de Diputados, el Senado y el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.”.


48) Sustitúyese el artículo 44, por el siguiente: 


“Artículo 44.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.”.


49) Derógase el inciso segundo del artículo 45.


50) Incorpórase, a continuación del artículo 45, el siguiente artículo 45 bis, nuevo: 


“Artículo 45 bis.- Declarado por el Tribunal que un precepto legal impugnado de conformidad a este Párrafo es constitucional, no podrá ser declarado posteriormente inaplicable por el mismo vicio materia del proceso y de la sentencia respectiva.”.


51) Agrégase, antes del artículo 46, el siguiente epígrafe, nuevo: 

“Párrafo 4

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley”


52) Sustitúyese el artículo 46, por el siguiente: 


“Artículo 46.- En el caso del número 4º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras, o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos con fuerza de ley se regirá por las normas de los artículos siguientes y, en lo que sea pertinente, por las disposiciones del Párrafo 3.”.


53) Incorpóranse, a continuación del artículo 46, los siguientes artículos, nuevos: 


“Artículo 46 A.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto con fuerza de ley impugnado o su respectiva  publicación en el Diario Oficial. En caso de ser promovido por el Presidente de la República, deberá adjuntarse el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.


Cuando el requerimiento provenga del Presidente de la República, el plazo a que se refiere el inciso séptimo del artículo 93 de la Constitución se contará desde que se reciba en el Ministerio de origen el oficio de representación del Contralor General de la República.


Si el requerimiento no cumple con las exigencias establecidas en el artículo 39, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. La resolución se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta, y se notificará a quien lo haya formulado. En caso que no lo acoja a tramitación deberá ser fundada.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 46 B.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que el requerimiento sea acogido a tramitación, el Tribunal se pronunciará sobre la admisibilidad del mismo, conforme a las reglas del Párrafo 3. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 C el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión, por cinco días, a los órganos legitimados.


Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado.


2° Cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente;


3° Cuando del oficio de representación del Contralor conste que el decreto con fuerza de ley no ha sido objetado de inconstitucionalidad;


4° Cuando la cuestión promovida por una de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio se funde en alegaciones de legalidad, y


5° Cuando la cuestión carezca de fundamento plausible.

Artículo 46 C.- Declarada admisible la cuestión, se comunicará a los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, formulen las observaciones y presenten los antecedentes que estimen pertinentes.


El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde la declaración de admisibilidad, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 46 D.- La sentencia que acoja la cuestión promovida por el Presidente de la República será comunicada al Contralor General para que proceda, de inmediato, a tomar razón del decreto con fuerza de ley respectivo.


La sentencia que acoja una cuestión respecto de todo o parte de un decreto con fuerza de ley del cual la Contraloría General haya tomado razón, será publicada en la forma y plazo que señala el artículo 31 bis. A partir de la fecha de publicación, la norma respectiva se entenderá derogada, sin efecto retroactivo.”.”.


54) Intercálase, antes del artículo 47, el siguiente epígrafe, nuevo: 

“Párrafo 5

Cuestiones de Constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito”.


55) Intercálase, antes del artículo 47, que ha pasado a ser artículo 47 bis, el siguiente artículo, nuevo:


“Artículo 47.- En el caso del número 5º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados la Cámara de Diputados y el Senado.


La cuestión deberá promoverse dentro del plazo de diez días, contados desde la publicación del decreto que fije el día de la consulta plebiscitaria.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre convocatorias a plebiscito se regirá por las normas del artículo siguiente y, en lo que sea pertinente, por las del Párrafo 4.”.


56) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 47 bis.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y en el inciso segundo de este artículo, y deberá acompañarse a él la publicación en el Diario Oficial del decreto que fija el día de la consulta plebiscitaria.”.


b) Sustitúyense los incisos tercero y quinto, por los siguientes: 


“Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión si no es formulada por un órgano legitimado, si es promovida extemporáneamente, carece de fundamento plausible o se refiere a materias de la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones.”.


“La sentencia deberá publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.”.

57) Incorpóranse, a continuación del artículo 47, que ha pasado a ser 47 bis, el siguiente epígrafe y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 6

Cuestiones de Inaplicabilidad


Artículo 47 A.- En el caso del número 6° del artículo 93 de la Constitución Política, es órgano legitimado el juez que conoce de una gestión pendiente en que deba aplicarse el precepto legal impugnado, y son personas legitimadas las partes en dicha gestión.


Si la cuestión es promovida por una parte ejerciendo la acción de inaplicabilidad, se deberá acompañar un certificado expedido por el tribunal que conoce de la gestión judicial, en que conste la existencia de ésta, el estado en que se encuentra, la calidad de parte del requirente y el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


Si la cuestión es promovida por el tribunal que conoce de la gestión pendiente, el requerimiento deberá formularse por oficio y acompañarse de una copia de las piezas principales del respectivo expediente, indicando el nombre y domicilio de las partes y de sus apoderados.


El tribunal deberá dejar constancia en el expediente de haber recurrido ante el Tribunal Constitucional y notificará de ello a las partes del proceso.


Artículo 47 B.- De conformidad con el número 1) del artículo 54 de la Constitución Política de la República, no procederá la inaplicabilidad respecto de tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes.


Artículo 47 C.- El requerimiento de inaplicabilidad, sea promovido por el juez que conoce de la gestión pendiente o por una de las partes, deberá contener una exposición clara de los hechos y fundamentos en que se apoya y de cómo ellos producen como resultado la infracción constitucional. Deberá indicar, asimismo, el o los vicios de inconstitucionalidad que se aducen, con indicación precisa de las normas constitucionales que se estiman transgredidas.


Artículo 47 D.- El requerimiento podrá interponerse respecto de cualquier gestión judicial en tramitación, y en cualquier oportunidad procesal en que se advierta que la aplicación de un precepto legal que pueda ser decisivo en la resolución del asunto resulta contraria a la Constitución.  


Artículo 47 E.- Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en los artículos 47 A y 47 C. En caso contrario, por resolución fundada que se dictará en el plazo de tres días, contado desde que se dé cuenta del mismo, no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Acogido a tramitación, el Tribunal Constitucional lo comunicará al tribunal de la gestión o juicio pendiente, para que conste en el expediente. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal acoge la solicitud, dará traslado de esta cuestión a las partes, por cinco días.


Tratándose de requerimientos formulados directamente por las partes, en la misma oportunidad señalada en el inciso anterior el Tribunal requerirá al juez que esté conociendo de la gestión judicial en que se promueve la cuestión, el envío de copia de las piezas principales del respectivo expediente.


Artículo 47 F.- Dentro del plazo de cinco días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, la sala que corresponda examinará la admisibilidad de la cuestión de inaplicabilidad.


Artículo 47 G.- Procederá declarar la inadmisibilidad en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado;


2° Cuando la cuestión se promueva respecto de un precepto legal que haya sido declarado conforme a la Constitución por el Tribunal, sea ejerciendo el control preventivo o conociendo de un requerimiento, y se invoque el mismo vicio que fue materia de la sentencia respectiva;


3° Cuando no exista gestión judicial pendiente en tramitación, o se haya puesto término a ella por sentencia ejecutoriada;


4° Cuando se promueva respecto de un precepto que no tenga rango legal o respecto de disposiciones de un tratado internacional vigente;


5° Cuando de los antecedentes de la gestión pendiente en que se promueve la cuestión, aparezca que el precepto legal impugnado no ha de tener aplicación o ella no resultará decisiva en la resolución del asunto, y


6° Cuando carezca de fundamento plausible.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, ésta será notificada a quien haya recurrido, al juez que conozca de la gestión judicial pendiente y a las demás partes que intervengan en ella, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 47 H.- La suspensión del procedimiento en que se ha promovido la cuestión de inaplicabilidad deberá pedirse en el requerimiento o con posterioridad, ante la misma sala que resolvió su admisibilidad. Una vez decretada, se mantendrá hasta que el Tribunal dicte la sentencia y la comunique al juez ordinario o especial que conoce de la gestión pendiente. Pero la sala respectiva, por resolución fundada, podrá dejarla sin efecto en cualquier estado del proceso.


El rechazo de la solicitud a que alude el inciso precedente no obstará a que en el curso de la tramitación del requerimiento la petición pueda ser reiterada, debiendo cada solicitud ser resuelta por la misma sala que conoció de la admisibilidad, la que también será competente para decretar de oficio la suspensión del procedimiento, siempre que haya motivo fundado.


Artículo 47 I.- Declarado admisible el requerimiento, el Tribunal lo comunicará o notificará al tribunal de la gestión pendiente o a las partes de ésta, según corresponda, confiriéndoles un plazo de veinte días para formular sus observaciones y presentar antecedentes.


En la misma oportunidad, el Tribunal pondrá el requerimiento en conocimiento de la Cámara de Diputados, del Senado y del Presidente de la República, en la forma señalada en el artículo 32 A, enviándoles copia de aquél. Los órganos mencionados, si lo estiman pertinente, podrán formular observaciones y presentar antecedentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 J.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43, debiendo el Presidente incluir el asunto en la tabla del pleno, para su decisión.


Terminada la tramitación, el Tribunal dictará sentencia dentro del plazo de treinta días, término que podrá prorrogar hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


Artículo 47 K.- Excepcionalmente y por razones fundadas, el Tribunal podrá declarar la inconstitucionalidad de las normas cuestionadas basado únicamente en fundamentos constitucionales distintos a aquellos que han sido invocados por las partes en la litis. En este caso, deberá advertirles acerca del uso de ese posible precepto constitucional no invocado y permitirles así referirse a ello. Dicha advertencia podrá efectuarse en cualquier etapa del juicio, incluyendo la audiencia de la vista de la causa, cuando proceda, y también como medida para mejor resolver.


Artículo 47 L.- La sentencia que declare la inaplicabilidad del precepto legal impugnado deberá especificar de qué modo su aplicación en la gestión pendiente de que se trata resulta contraria a la Constitución.


Artículo 47 M.- Resuelta la cuestión de inaplicabilidad por el Tribunal Constitucional, no podrá ser intentada nuevamente, por el mismo vicio, en las sucesivas instancias o grados de la gestión en que se hubiere promovido.


Artículo 47 N.- La sentencia que se pronuncie sobre la cuestión de inaplicabilidad deberá notificarse a la o las partes que formularon el requerimiento y comunicarse al juez o a la sala del tribunal que conoce del asunto, haya o no requerido, y a los órganos señalados en el artículo 47 I. Deberá, además, publicarse en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis.


Artículo 47 Ñ.- La sentencia que declare la inaplicabilidad sólo producirá efectos en el juicio en que se solicite. 


En caso de que la inaplicabilidad haya sido deducida por una parte del juicio o gestión, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención. Con todo, podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Respecto de las costas, se aplicará la dispuesto en el artículo 47 Z de esta ley.”.


58) Incorpórase, a continuación del nuevo Párrafo 6, el siguiente Párrafo 7 y su epígrafe, y los artículos nuevos que le siguen:

“Párrafo 7

Cuestiones de inconstitucionalidad de un precepto legal declarado inaplicable


Artículo 47 O.- En el caso del número 7º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión de inconstitucionalidad podrá ser promovida por el Tribunal Constitucional actuando de oficio y por las personas legitimadas a que se refiere el inciso duodécimo del mismo artículo. 


La cuestión sólo podrá promoverse dentro de los seis meses siguientes a la fecha de publicación de la sentencia que haya declarado la inaplicabilidad.


Esta cuestión no podrá promoverse respecto de un tratado ni de una o más de sus disposiciones.


Artículo 47 P.- En los casos en que el Tribunal proceda de oficio, así lo declarará en una resolución preliminar fundada, que individualizará la sentencia de inaplicabilidad que le sirve de sustento y las disposiciones constitucionales transgredidas.


Artículo 47 Q.- Si la cuestión de inconstitucionalidad es promovida mediante acción pública, la o las personas naturales o jurídicas que la ejerzan deberán fundar razonablemente la petición, indicando precisamente la sentencia de inaplicabilidad previa en que se sustenta y los argumentos constitucionales que le sirven de apoyo. 


El requerimiento al que falte alguno de los requisitos señalados en el inciso anterior no será acogido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución, que será fundada, deberá dictarse dentro del plazo de tres días, desde que se dé cuenta del requerimiento en el Pleno. 


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos.  Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 47 R.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que se acoja el requerimiento a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado a quienes aparezcan como partes en la cuestión de inconstitucionalidad, por diez días.


Articulo 47 S.- Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión de inconstitucionalidad promovida mediante acción pública, en los siguientes casos:


1° Cuando no exista sentencia previa que haya declarado la inaplicabilidad del precepto legal impugnado;


2° Cuando la cuestión se funde en un vicio de inconstitucionalidad distinto del que motivó la declaración de inaplicabilidad del precepto impugnado, y


3° Cuando se promueva fuera del plazo establecido en el artículo 47 O.


Declarada la inadmisibilidad por resolución que deberá ser fundada, se notificará a quien haya recurrido, se comunicará a la Cámara de Diputados, al Senado y al Presidente de la República, y el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad de la cuestión no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 47 T.- Declarada la admisibilidad, el Tribunal deberá poner la resolución respectiva y el requerimiento en conocimiento de los órganos individualizados en el artículo anterior, los cuales podrán formular las observaciones y acompañar los antecedentes que estimen pertinentes, dentro del plazo de veinte días.


Artículo 47 U.- Una vez evacuadas las diligencias anteriores, o vencidos los plazos legales para ello, el Tribunal procederá conforme al artículo 43 y el Presidente deberá incluir el asunto en la tabla del Pleno, para su decisión.


Artículo 47 V.- El plazo para dictar sentencia será de treinta días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros quince días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 47 W.- La declaración de inconstitucionalidad de las normas legales cuestionadas deberá fundarse únicamente en la infracción de el o los preceptos constitucionales que fueron considerados transgredidos por la sentencia previa de inaplicabilidad que le sirve de sustento.


Artículo 47 X.- La sentencia que se pronuncie sobre la inconstitucionalidad de todo o parte de un precepto legal, será publicada en la forma y plazo establecidos en el artículo 31 bis. El precepto declarado inconstitucional se entenderá derogado desde la fecha de la publicación en el Diario Oficial, sin efecto retroactivo.

Artículo 47 Y.- En caso de que la cuestión de inconstitucionalidad haya sido promovida mediante acción pública, el Tribunal impondrá las costas a la persona natural o jurídica que haya requerido su intervención, si el requerimiento es rechazado en la sentencia final. Con todo, el Tribunal podrá eximirla de ellas cuando el requirente haya tenido motivos plausibles para deducir su acción, sobre lo cual hará declaración expresa en su resolución.


Artículo 47 Z.- La ejecución de la sentencia, en lo relativo a las costas, se efectuará conforme al procedimiento ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil y conocerá de ella el Juez de Letras en lo Civil que corresponda, con asiento en la provincia de Santiago.”.


59) Incorpórase, antes del artículo 48, el siguiente epígrafe, nuevo:

“Párrafo 8

Cuestiones sobre la promulgación de una ley”.


60) Reemplázase el artículo 48, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 48.- En el caso del número 8º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados el Senado, la Cámara de Diputados o una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras.


La cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación del texto impugnado o dentro de los sesenta días siguientes a la fecha en que se debió efectuar la promulgación de la ley cuya omisión se reclama.


Para ser acogido a tramitación el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse copia del oficio de la Cámara de origen que comunica al Presidente de la República el texto aprobado por el Congreso Nacional y, en su caso, copia de la publicación en el Diario Oficial. De no ser así, mediante resolución fundada que deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento, se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.


Artículo 48 bis.- Dentro del plazo de diez días, contado desde que el requerimiento se acoja a tramitación o desde que concluya la vista del incidente, en su caso, el Tribunal se pronunciará sobre su admisibilidad. Si el requirente pide alegar acerca de la admisibilidad, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 32 B el Tribunal así lo dispone, dará traslado de esta cuestión al Presidente de la República y al Contralor General de la República, como órganos constitucionales interesados, por el plazo de cinco días.


La declaración de inadmisibilidad procederá cuando la cuestión sea promovida extemporáneamente, cuando no sea formulada por un órgano legitimado, cuando se constate que la promulgación de la ley cuya omisión se alega ha sido efectuada y cuando carezca de fundamento plausible. Esta resolución será fundada.


La resolución que declare la admisibilidad o inadmisibilidad del requerimiento no será susceptible de recurso alguno.


Artículo 48 ter.- Declarado admisible, la resolución respectiva y el requerimiento se pondrán en conocimiento de las partes y los órganos constitucionales interesados para que, dentro del plazo de diez días, presenten los antecedentes y formulen las observaciones que estimen pertinentes.


Artículo 48 quáter.- El Tribunal deberá dictar sentencia en el plazo de quince días, contado desde que concluya la tramitación, prorrogable hasta por otros quince, en casos calificados y por resolución fundada.


La sentencia del Tribunal que, al acoger el reclamo, promulgue la ley o rectifique la promulgación incorrecta, se remitirá a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro y se publicará en la forma y plazo indicados en el artículo 31 bis.


Esta nueva publicación, en su caso, no afectará la vigencia de la parte no rectificada por la sentencia del Tribunal.”.


61) Incorpórase, a continuación del artículo 48 quáter, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 9

Conflictos de Constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados por la Contraloría General de la República”.


62) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 49:


“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes: 


“Artículo 49.- En el caso del número 9º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, el órgano legitimado es el Presidente de la República y el órgano constitucional interesado, el Contralor General de la República.


La substanciación de las cuestiones de constitucionalidad sobre decretos o resoluciones representados de inconstitucionalidad se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas de los incisos siguientes.


Para ser acogido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse el decreto o resolución representado de inconstitucionalidad y el oficio en que conste la representación del Contralor General de la República.”.”.


b) Sustitúyese, en el inciso segundo, que pasa a ser inciso cuarto, el número “88” por “99”.


63) Incorpórase, a continuación del artículo 49, el siguiente epígrafe nuevo:

“Párrafo 10

Cuestiones de Constitucionalidad sobre decretos supremos”.


64) Sustitúyese el artículo 50, por los siguientes artículos nuevos:


“Artículo 50.- En el caso del número 16° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la cuestión podrá fundarse en cualquier vicio que ponga en contradicción el decreto con la Constitución.


Son órganos legitimados el Senado y la Cámara de Diputados y, en caso de que la cuestión se funde en un vicio distinto que  exceder el ámbito de la potestad reglamentaria autónoma, también lo son una cuarta parte de los miembros en ejercicio de cualquiera de las Cámaras. Son órganos constitucionales interesados el Presidente de la República y el Contralor General de la República.


En todo caso, la cuestión deberá promoverse dentro de los treinta días siguientes a la publicación o notificación del decreto impugnado.


La substanciación de estas cuestiones se regirá, en lo pertinente, por las disposiciones del Párrafo 4 y por las normas del artículo siguiente.


Artículo 50 bis.- Para ser admitido a tramitación, el requerimiento deberá cumplir con las exigencias señaladas en el inciso primero del artículo 39 y a él deberá acompañarse la publicación del decreto impugnado.


Procederá declarar la inadmisibilidad de la cuestión, en los siguientes casos:


1° Cuando el requerimiento no es formulado por un órgano legitimado;


2° Cuando se promueva extemporáneamente;


3° Cuando se funde en vicios de ilegalidad;


4° Cuando se alegue exceso de la potestad reglamentaria autónoma y no fuere promovida por una de las Cámaras;


5° Cuando el vicio invocado afecte a un precepto legal vigente y no al decreto supremo impugnado, y


6° Cuando carezca de fundamento plausible.


El Tribunal deberá resolver dentro de treinta días, contados desde que quede terminada la tramitación. Podrá prorrogar este plazo hasta por quince días, mediante resolución fundada, si existen motivos graves y calificados.


La sentencia que acoja el requerimiento deberá publicarse en la forma y plazo señalados en el artículo 31 bis. Sin embargo, con el solo mérito de la sentencia que acoja el requerimiento, el decreto quedará sin efecto de pleno derecho.”.”.


65) Incorpórase, a continuación del artículo 50 bis, el siguiente epígrafe nuevo y los artículos que le siguen:

“Párrafo 11

Contiendas de competencia entre autoridades políticas o administrativas y tribunales de justicia”.”.


“Artículo 50 A.- En el caso del número 12º del artículo 93 de la Constitución Política de la República, son órganos legitimados las autoridades políticas o administrativas y los tribunales de justicia involucrados en la contienda de competencia. 


El órgano o autoridad que se atribuya competencia o falta de ella, sobre un asunto determinado, deberá presentar su petición por escrito al Tribunal. En ella deberá indicar con precisión la contienda producida, los hechos y los fundamentos de derecho que le sirven de sustento.”.


Artículo 50 B.- Una vez declarada admisible, se dará traslado al o a los otros órganos en conflicto para que, en el plazo de diez días, hagan llegar al Tribunal las observaciones y antecedentes que estimen pertinentes.


Artículo 50 C.- El Tribunal podrá, de acuerdo a lo establecido en el artículo 30 bis, disponer la suspensión del procedimiento en que incida su decisión si la continuación del mismo puede causar daño irreparable o hacer imposible el cumplimiento de lo que se resuelva, en caso de acogerse la contienda.


Artículo 50 D.- El Tribunal, evacuados los trámites o diligencias, o transcurrido el plazo para hacerlo, procederá conforme a lo que establece el artículo 43.


Artículo 50 E.- La sentencia deberá dictarse en el plazo de veinte días, contados desde que concluya la tramitación.


66) Reemplázase, en el Párrafo 3 del Título II, el guarismo “3” por “12”.


67) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 51, los números “10°”, “11°” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.


68) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 52:


a) En el inciso primero, suprímense las palabras “el Senado, la Cámara de Diputados”, así como la coma escrita antes de ellas.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la palabra “decimotercero” por “decimoquinto” y el número “82” por “93”.


69) Sustitúyese el artículo 54 por el siguiente:


“Artículo 54.- Si el requerimiento no es formulado por una persona u órgano legitimado o no cumple con las exigencias establecidas en los números 1º a 4º, inclusive, del artículo anterior, no será admitido a tramitación y se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales. Esta resolución será fundada y deberá dictarse dentro del plazo de tres días, contados desde que se dé cuenta del requerimiento.


No obstante, tratándose de defectos de forma o de la omisión de antecedentes que debían acompañarse, el Tribunal, en la misma resolución a que se refiere el inciso anterior, otorgará a los interesados un plazo de tres días para que subsanen aquéllos o completen éstos. Si así no lo hacen, el requerimiento se tendrá por no presentado, para todos los efectos legales.”.


70) Introdúcense las siguientes enmiendas en el artículo 62:


a) Sustitúyense, en el inciso primero, los números “10°”, “11°” y “82” por “13°”, “14°” y “93”, respectivamente.


b) Reemplázase, en el inciso final, la frase “establecido en el Título I del Libro Tercero del Código de Procedimiento Civil” por la oración “ejecutivo establecido en el Código de Procedimiento Civil” y sustitúyese la oración “el Tribunal ordinario de justicia que corresponda” por la frase “el Juez de Letras Civil que corresponda, con asiento en la Provincia de Santiago”.


71) Reemplázase la denominación del Párrafo 4 del Título II, por la siguiente:

“Párrafo 13

Declaración de inconstitucionalidad de organizaciones, movimientos o partidos políticos”.


72) Reemplázanse, en el artículo 63, los números “7°” y “82”, por “10°” y “93”, respectivamente.


73) Reemplázase, en el inciso primero del artículo 65, la expresión “El Tribunal examinará” por “La sala que corresponda examinará”.


74) Incorpóranse, a continuación del artículo 72, los siguientes artículos nuevos, precedidos de un Párrafo 6, nuevo, con el epígrafe “Renuncia de Parlamentarios”.


“Artículo 72 A.- En el caso del número 15° del artículo 93 de la Constitución Política de la República, la renuncia del parlamentario deberá presentarse ante el Presidente de la Cámara a la que pertenece, quien la remitirá al Tribunal en el plazo de cinco días desde que le fue presentada.


Artículo 72 B.- El Presidente de la República, el Senado, la Cámara de Diputados o diez o más parlamentarios en ejercicio de la Cámara a la que pertenece el renunciante, podrán oponerse fundadamente a la renuncia. En tal caso, se dará traslado a la Cámara a la que pertenezca el parlamentario renunciado y a él mismo, para que en el plazo de diez días hagan llegar las observaciones y antecedentes que estimen necesarios.


Artículo 72 C.- El Tribunal resolverá si es preciso recibir prueba. En caso de que lo estime necesario, se aplicará lo dispuesto en el artículo 57. El Tribunal apreciará la prueba en conciencia.


Artículo 72 D.- Una vez evacuados los trámites o diligencias anteriores, se estará a lo dispuesto en el artículo 43.


Artículo 72 E.-  El plazo para dictar sentencia será de veinte días, contados desde que concluya la tramitación de la causa, término que podrá ser prorrogado hasta por otros veinte días, por resolución fundada del Tribunal.


Artículo 72 F.- Pendiente la sentencia, la renuncia no producirá efecto alguno.”.


75) Reemplázase, en el Párrafo 5 del Título II, el guarismo “5” por “15”.


76) Sustitúyense, en el inciso primero del artículo 73, los números “9°” y “82” por “11°” y “93”, respectivamente.


77) Reemplázase el artículo 74, por el siguiente:


“Artículo 74.- La planta de personal del Tribunal estará constituida por los siguientes cargos:


Diez Ministros.


Dos Suplentes de ministro.


Un Secretario Abogado.


Dos Relatores Abogados.


Ocho Abogados Asistentes.


Un Jefe de Presupuestos.


Un Relacionador Público. 


Un Bibliotecario.


Un Documentalista.


Un Jefe de Gabinete de la Presidencia.


Un Secretario de la Presidencia.


Dos Oficiales Primeros.


Dos Oficiales Segundos.


Un Mayordomo.


Dos Oficiales de Sala.


Dos Auxiliares de Servicios.


Siete Secretarias.


Un Chofer.


La provisión de los nuevos cargos creados en la planta señalada en el inciso anterior se hará, previo acuerdo del Pleno, cuando las necesidades del Tribunal así lo justifiquen.


El Tribunal podrá acordar la contratación, sobre la base de honorarios, o con sujeción a las normas del Código del Trabajo, de profesionales, técnicos o expertos en determinadas materias, para ejecutar tareas específicas en sus actividades, dentro de sus disponibilidades presupuestarias.”.

78) Reemplázase el artículo 75, por el siguiente:


“Artículo 75.- Sin perjuicio de lo establecido en el artículo anterior, el Tribunal podrá ampliar la planta de su personal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros y sólo en la medida que sea estrictamente necesario para su normal funcionamiento, en la siguiente forma:

- Hasta dos Relatores Abogados;


- Hasta en dos Abogados Asistentes;


- Hasta cinco Oficiales Segundo;


- Hasta un Oficial de Sala;


- Hasta cinco Auxiliares de Servicios Menores;


- Hasta en cuatro Secretarias.”.


79) Reemplázase el artículo 77, por el siguiente:


“Artículo 77.- La renta mensual de los Ministros del Tribunal corresponderá a la remuneración de un Ministro de Estado, incluidas todas las asignaciones que a éstos correspondan.


La remuneración de los Ministros del Tribunal tendrá el carácter de renta para todo efecto legal, en los mismos términos y modalidades que lo sean las remuneraciones de los Ministros de Estado, y estará afecta a las incompatibilidades, prohibiciones e inhabilidades señaladas en el artículo 1° de la ley N° 19.863.”.


80) Reemplázase el artículo 83, por el siguiente:


“Artículo 83.- En el mes de marzo de cada año el Presidente del Tribunal rendirá una cuenta pública  que incluirá una reseña de sus actividades institucionales de orden jurisdiccional y administrativo desarrolladas en el año anterior, la cuenta de su gestión financiera, los informes de auditoría y todo otro antecedente e información que se considere necesario.”.


81) Agrégase el siguiente artículo 83 A:


“Artículo 83 A.- En la segunda quincena del mes de enero de cada año, el Presidente y el Secretario Abogado presentarán la rendición de cuenta de los gastos del ejercicio anterior ante el Tribunal, la que será comunicada a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su incorporación en el Balance General de la Nación y se incluirá resumidamente en la cuenta pública del Tribunal.


Sin perjuicio de lo anterior, el Tribunal, a proposición del Presidente, podrá contratar la ejecución de auditorías de su gestión financiera y patrimonial, por entidades externas, mediante licitación pública o privada.”.


82) Reemplázase el artículo 84, por el siguiente:


“Artículo 84.- Los funcionarios que incurran en faltas a sus deberes o prohibiciones podrán ser sancionados disciplinariamente por el Tribunal con alguna de las siguientes medidas, sin perjuicio de la responsabilidad civil o penal que pueda derivar del mismo hecho: amonestación, censura por escrito, multa de hasta un mes de remuneración, suspensión de hasta dos meses sin goce de remuneración y remoción.


Las sanciones disciplinarias indicadas se aplicarán previa investigación sumaria simple en la que deberán recibirse los descargos que el afectado pueda hacer valer en su defensa y una vez resueltas, no serán susceptibles de reclamación o recurso alguno.”.


83) Agrégase, al final del artículo 86, luego del término “Secretario”, la frase “o del Relator que lo subrogue, en su caso”. 


84) Intercálase, en el artículo 87, a continuación del vocablo “nombramiento”, la oración “sin perjuicio de lo señalado en el artículo 9º”, precedida de una coma.


85) Reemplázase el artículo 90 por el siguiente:


“Artículo 90.- El Tribunal, por acuerdo de la mayoría de sus miembros, y cuando sus necesidades de funcionamiento así lo aconsejen podrá proceder a la declaración de vacancia de los cargos que estime conveniente. Igual declaración procederá respecto de los funcionarios que hubieren obtenido una deficiente calificación de su desempeño. Dicha facultad podrá ejercerse respecto a todo el personal, excluidos los Ministros.


Los funcionarios a quienes se les declare la vacancia de sus cargos tendrán derecho a una indemnización equivalente al total de las remuneraciones devengadas en el último mes, por cada año de servicio en la institución, con un máximo de nueve. Dicha indemnización no será imponible ni constituirá renta para ningún efecto legal.


La remuneración que servirá de base para el cálculo de la indemnización será el promedio de la remuneración imponible mensual de los últimos 12 meses anteriores al cese, actualizada según el índice de precios al consumidor determinado por el Instituto Nacional de Estadísticas o por el sistema de reajustabilidad que lo sustituya, con un límite máximo de noventa unidades de fomento. 


La indemnización será incompatible con cualquier otro beneficio de naturaleza homologable que se origine en una causal similar de otorgamiento. 


Los funcionarios que cesen en sus cargos y que perciban la indemnización no podrán ser nombrados ni contratados, aun sobre la base de honorarios, en el Tribunal Constitucional, durante los 5 años siguientes al término de su relación laboral, a menos  que  previamente devuelvan la totalidad del beneficio percibido, expresada en unidades de fomento, más el interés corriente para operaciones reajustables.”.


86) Deróganse los artículos 1º, 2º, 3º y 4º transitorios


87) Introdúcense los siguientes artículos transitorios:


“Artículo 1º transitorio.- Los procesos iniciados, de oficio o a petición de parte, o que se inicien en la Corte Suprema, para declarar la inaplicabilidad de un precepto legal por ser contrario a la Constitución, con anterioridad a la aplicación de las reformas al Capítulo VIII de la Constitución Política, seguirán siendo de conocimiento o de resolución de esa Corte hasta su completo término.


Los recursos de inaplicabilidad resueltos por la Corte Suprema o que se hubieren tenido por desistidos o abandonados, con anterioridad al 26 de febrero del año 2006, no podrán presentarse ante el Tribunal Constitucional en ejercicio de la facultad que concede el artículo 93, Nº 6°, de la Constitución Política.


Artículo 2° transitorio.- La entrada en vigencia de esta ley no obstará a la validez de los procesos iniciados ante el Tribunal a partir del 26 de febrero de 2006, ni alterará los efectos de las sentencias que les hayan puesto término. 


Respecto de los procesos que a la fecha de entrada en vigencia de esta ley se encuentren pendientes ante el Tribunal, se aplicará lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley sobre el Efecto Retroactivo de las Leyes.”.”.

________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la ley N° 19.983, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, con segundo y nuevo segundo informe de la Comisión de 

Economía.



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia, respecto del cual el Comité Partido Radical Social Demócrata solicitó, de conformidad a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 135 del Reglamento del Senado, aplazamiento de la votación de los preceptos que más adelante se indica, en la sesión 61ª, ordinaria, del día 15 de octubre del mes en curso, lo que se volvió a disponer en la sesión 62ª, ordinaria, del día de ayer.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley N° 19.983, con el objeto de facilitar la factorización de facturas por pequeños y medianos empresarios, correspondiente al Boletín N° 4.928-26.


Añade que la relación de este proyecto y demás antecedentes constan de las actas de las sesiones precedentemente señaladas y de la sesión 60ª, ordinaria, del día 14 de octubre de 2008.

- - -



El señor Secretario General señala, como se hiciera presente anteriormente, que corresponde ocuparse de los números 2), letra b), y 3) del artículo único de la iniciativa, preceptos que, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política de la República tienen el carácter de normas orgánicas constitucionales, por lo que requieren para su aprobación de los cuatro séptimos de los señores Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo establecido en el inciso segundo del artículo 66 de la Carta Fundamental.



En discusión las referidas normas, ofrecido el uso de la palabra, ningún señor Senador hace uso de ella.

- - -



Durante la votación de dichos preceptos, el Honorable Senador señor Ominami solicita al señor Presidente que se recabe el acuerdo de la Sala para dirigir oficio a Su Excelencia la Presidenta de la República con el objeto de que sirva disponer alguna de las siguientes medidas:



1) Conferirle patrocinio al proyecto de ley, en primer trámite constitucional y originado en Moción del Honorable Senador señor Ominami, que modifica la ley N° 18.010, sobre operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica, con la finalidad de regular la actividad de factoring no bancario (Boletín N° 6.148-03), haciendo presente la urgencia que corresponda para su despacho.



2) Formular observaciones a la iniciativa contenida en el mencionado Boletín N° 4.928-06, a fin de mejorar los mecanismos que en ella se establecen y favorecer el acceso de las PYMES a financiamiento en condiciones menos onerosas.



Así se acuerda.

- - -



Cerrado el debate y sometidas a votación las referidas normas, son aprobadas por 28 votos a favor, de un total de 36 señores Senadores en ejercicio, dándose cumplimiento, de esta forma, a lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Allamand, Arancibia, Chadwick, Coloma, Escalona, Frei, García, Gazmuri, Gómez, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Núñez, Ominami, Orpis, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide, Sabag y Zaldívar. Fundamentan su voto, los Honorables Senadores señores  los Honorables Senadores señores Ominami, Matthei, Orpis, Kuschel, Zaldívar y Larraín.


Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:
PROYECTO DE LEY


"Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley Nº 19.983, que regula la transferencia y otorga mérito ejecutivo a copia de la factura:


1. Agrégase, en el artículo 3°, el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Serán inoponibles a los cesionarios de una factura irrevocablemente aceptada, las excepciones personales  que hubieren podido oponerse a los cedentes de la misma”.


2. En el artículo 4°:


“a) Agrégase, en la letra b), a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración: 
“En el evento que se omitiere consignar en el acto de recibo el nombre completo, rol único tributario o domicilio del comprador o beneficiario del servicio, se presumirá que son los que se consignan en la factura. Si se omitiere consignar el recinto de entrega, se presumirá entregado en el domicilio del comprador o beneficiario del servicio señalado en la factura.”.”.

b) Reemplázase su inciso final, por el siguiente:


"Se prohíbe todo acuerdo, convenio, estipulación o actuación de cualquier naturaleza que limite, restrinja o prohíba la libre circulación de un crédito que conste en una factura. Asimismo, queda prohibida la retención, destrucción, inutilización u ocultamiento de la copia cedible de la factura, así como la no entrega del recibo señalado en la letra c) del artículo 5°. En caso de infracción, el juzgado de policía local correspondiente al domicilio del infractor aplicará una indemnización en favor del requirente, por el monto equivalente a dos y hasta cinco veces el valor de la o las facturas objeto de la infracción. El propio afectado, cualquier interesado, y las asociaciones gremiales u otras que representen a empresarios de cualquier tipo, siempre que gocen de personalidad jurídica, podrán incoar la acción judicial tendiente a la aplicación de esta sanción, la que será conocida por el tribunal conforme a las disposiciones de la ley Nº 18.287. Para efectos de la percepción de la indemnización, el afectado requirente preferirá a cualquier interesado y éste, si tuviera interés económico comprometido previo al reclamo, a las referidas asociaciones.”.

3. Modifícase la letra c) del inciso primero del artículo 5°, en la forma que se indica:


a.- Suprímense los términos “, del nombre completo, rol único tributario y domicilio del comprador o beneficiario del servicio”.


b.- Elimínase su párrafo cuarto.


4. Sustitúyese el artículo 6° por el siguiente:


"Artículo 6°.- Será, asimismo, cedible y tendrá mérito ejecutivo, la copia de la factura extendida por el comprador o beneficiario del servicio, en la medida en que cumpla con los requisitos señalados en las letras b) y d) del artículo anterior, en los casos en que éstos deban emitirla en conformidad a la ley.".".

_______________



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor Sabag, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la sala para autorizar a la Quinta Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo hace ella.



Así se acuerda.

_________________

Proyecto de ley, de la Honorable Cámara de Diputados, que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado y para facilitar la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios, con informe 

de la Comisión de Vivienda y Urbanismo



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica la Ley General de Servicios Sanitarios para eximir a las viviendas sociales o subsidiadas de hasta 750 unidades de fomento, del costo de conexión a la red de agua potable y alcantarillado y para facilitar la construcción de viviendas sociales, simplificando el procedimiento de ampliación de territorios operacionales de servicios sanitarios, correspondiente al Boletín números 5.502-14 y 5.571-14, refundidos



Añade que la Comisión de Vivienda y Urbanismo discutió este proyecto en general y en particular, por ser de aquéllos de artículo único, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento del Senado y aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus integrantes, Honorables señores Horvath, Naranjo, Orpis, Pérez Varela y Sabag.



El señor Secretario General  agrega que, en cuanto a la discusión particular, la Comisión informante propone efectuar las siguientes modificaciones al texto despachado por la Honorable Cámara de Diputados, las que fueron aprobadas también en forma unánime:

ARTÍCULO ÚNICO


En su encabezamiento, sustituir “ley” por “Ley”.

Número 1


- Reemplazarlo por el siguiente:


“1.- En su artículo 33°, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Al prestador no le serán aplicables las disposiciones del Título II del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Publicas, "De los aportes de financiamiento reembolsables”, cuando se trate de proyectos habitacionales de viviendas sociales de hasta 750 unidades de fomento, que se financien en todo o en parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.”.
Número 2


En su encabezamiento reemplazar “artículos 33 C y 33 D” por “artículos 33° C y 33° D”.

Artículo 33 C


- Sustituir su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 33° C.- Tratándose de proyectos de viviendas sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33°, a ejecutarse dentro del límite urbano o de extensión urbana, pero fuera del territorio operacional, cualquier concesionario podrá comprometerse con el urbanizador a cargo de ese proyecto, a presentar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha del convenio, una solicitud de nueva concesión o ampliación de ella. Celebrado el convenio, el postulante a concesionario que lo suscribió deberá certificar la factibilidad de servicio. La factibilidad otorgada será válida para todos los efectos legales, aun cuando en definitiva sea otro prestador el que se adjudique la concesión. El concesionario que habiendo suscrito el convenio a que se refiere este artículo, no presentare la solicitud de concesión ante la Superintendencia dentro del plazo fijado, incurrirá en una infracción administrativa que será sancionada de acuerdo a los montos que establece la letra e), del inciso primero, del artículo 11 de la ley N° 18.902, sin perjuicio de su responsabilidad contractual.”.


- En su inciso segundo, reemplazar “artículo 33” por artículo “33°”.

Artículo 33 D


- En su inciso primero:


Reemplazar “Artículo 33 D” por “Artículo 33° D”.


Sustituir “33 C” por “33° C” y “33 A” por “33° A”.


- Reemplazar su inciso segundo, por el siguiente:


”En estos casos, el acto público a que se refiere el artículo 14º de esta ley deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días contado desde la publicación del llamado a licitación, y los postulantes deberán  otorgar la factibilidad de servicio solicitada en dicho acto público. Si no hubiere interesados, la Superintendencia deberá pronunciarse dentro del plazo de 15 días sobre la procedencia de ampliación forzada y, en dicho caso, el concesionario afectado deberá otorgar la factibilidad en un plazo de 15 días contado desde la notificación de la Superintendencia.”.
- - -



En discusión general el proyecto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a  los Honorables Senadores señores Naranjo, Muñoz Barra, Orpis, García y Letelier.

- - -



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien solicita, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 35 del Reglamento del Senado, que se recabe el acuerdo de la Sala para autorizar a la Primera Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a sesionar mientras lo hace ella.



Así se acuerda.

- - -



A continuación, el señor Presidente, a petición del Honorable Senador señor Letelier, declara abierta la votación.



Durante el fundamento de voto, el señor Presidente concede el uso de la palabra a la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo.



Cerrado el debate y puesto en votación en general el proyecto, es aprobado por 23 votos a favor.



Votan por su aprobación, los Honorables Senadores señoras Alvear y Matthei y señores Arancibia, Chadwick, Escalona, García, Girardi, Horvath, Kuschel, Larraín, Letelier, Longueira, Muñoz Barra, Naranjo, Novoa, Ominami, Orpis, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Romero, Ruiz-Esquide y Zaldívar. Fundamenta su voto, el Honorable Senador señor Muñoz Barra.



Luego, el señor Presidente indica que corresponde abrir un plazo para formular indicaciones.



Sobre el particular, el señor Presidente concede el uso de la palabra al señor Secretario General, quien señala que así corresponde proceder toda vez que el Honorable Senador señor García efectuó una solicitud en tal sentido.



Seguidamente, el señor Presidente concede el uso de la palabra al Honorable Senador señor García, quien retira su petición.



A continuación, el señor Presidente, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 120 del Reglamento del Senado, declara aprobada en particular la iniciativa.



Queda terminada la discusión de este asunto.



El texto del proyecto despachado por el Senado es el siguiente:
PROYECTO DE LEY


ARTÍCULO ÚNICO.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el decreto con fuerza de ley N° 382, de 1989, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto de la Ley General de Servicios Sanitarios:


“1.- En su artículo 33°, agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Al prestador no le serán aplicables las disposiciones del Título II del decreto con fuerza de ley N° 70, de 1988, del Ministerio de Obras Publicas, "De los aportes de financiamiento reembolsables”, cuando se trate de proyectos habitacionales de viviendas sociales de hasta 750 unidades de fomento, que se financien en todo o en parte con subsidios otorgados por el Ministerio de Vivienda y Urbanismo.”.”.


2.- Incorpóranse los siguientes artículos 33° C y 33° D, nuevos:


“Artículo 33° C.- Tratándose de proyectos de viviendas sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33°, a ejecutarse dentro del límite urbano o de extensión urbana, pero fuera del territorio operacional, cualquier concesionario podrá comprometerse con el urbanizador a cargo de ese proyecto, a presentar, dentro del plazo de 30 días contado desde la fecha del convenio, una solicitud de nueva concesión o ampliación de ella. Celebrado el convenio, el postulante a concesionario que lo suscribió deberá certificar la factibilidad de servicio. La factibilidad otorgada será válida para todos los efectos legales, aun cuando en definitiva sea otro prestador el que se adjudique la concesión. El concesionario que, habiendo suscrito el convenio a que se refiere este artículo, no presentare la solicitud de concesión ante la Superintendencia dentro del plazo fijado, incurrirá en una infracción administrativa que será sancionada de acuerdo a los montos que establece la letra e) del inciso primero del artículo 11 de la ley N° 18.902, sin perjuicio de su responsabilidad contractual.


La suscripción del convenio no puede significar cobros de ninguna especie y su propósito es permitir otorgar la factibilidad de servicio que exigen las normas correspondientes para el desarrollo de los proyectos sociales a que se refiere el inciso segundo del artículo 33°.


Cuando sea necesario para mantener el mismo nivel tarifario del área contigua en el área que se solicita en ampliación, determinadas obras de capacidad podrán ser asumidas por los interesados y se considerarán aportes de terceros. Este aspecto deberá consignarse en los convenios respectivos.


Cualquier discrepancia en relación con la aplicación de este artículo será resuelta por la Superintendencia de Servicios Sanitarios.


Artículo 33° D.- En caso que no sea posible obtener la suscripción de los convenios a que se refiere el artículo 33° C, el Ministerio de Vivienda y Urbanismo, dando cuenta de esta situación, solicitará a la Superintendencia de Servicios Sanitarios la licitación prevista en el artículo 33° A. 


En estos casos, el acto público a que se refiere el artículo 14º deberá efectuarse dentro del plazo de 60 días, contado desde la publicación del llamado a licitación, y los postulantes deberán otorgar la factibilidad de servicio solicitada en dicho acto público. Si no hubiere interesados, la Superintendencia deberá pronunciarse dentro del plazo de 15 días sobre la procedencia de ampliación forzada y, en dicho caso, el concesionario afectado deberá otorgar la factibilidad en un plazo de 15 días, contado desde la notificación de la Superintendencia.”.”.
- - -


Luego, el señor Presidente señala que el Honorable Senador señor Vásquez le solicitó el día de ayer que el proyecto que figura en el quinto lugar del Orden del Día de esta sesión, del cual es autor, y que regula los convenios no concursales para pequeños deudores y pequeñas y medianas empresas, correspondiente al Boletín N° 4.908-03, no sea tratado en esta sesión ya que él estaría ausente.



Consultado el parecer de la Sala, así se acuerda.

- - -



Posteriormente, el señor Presidente señala que ha concluido el Orden del Día de esta sesión.

TIEMPO DE VOTACIONES 

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila, Girardi y Muñoz Aburto, mediante el cual se solicita a Su Excelencia la Presidenta de la República la suscripción del Convenio N° 143 de la O.I.T., sobre Migraciones en Condiciones Abusivas y Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores 

Migrantes



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores Navarro, Ávila, Girardi y Muñoz Aburto, correspondiente al Boletín Nº S 1.107-12, mediante el cual proponen aprobar el texto que más adelante se transcribe.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.



El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Considerando:
1. Que el pasado 25 de agosto, durante la apertura de un seminario sobre inmigración en Sao Paulo, el Ministro de Trabajo de Brasil asumió el compromiso para revisar la ley de inmigración, de manera de mejorar las condiciones de los extranjeros en esa nación y homologarla a las leyes de otros Estados latinoamericanos, pues, según dijera, en América Latina no deben existir barreras, sino que se debe tender a unificar la legislación;
2. Que estas declaraciones y compromisos del ministro brasileño dejan a la vista el atraso o la poca actualización de las normas en gran parte de los países del mundo y de América Latina, respecto de las poblaciones de inmigrantes, especialmente de trabajadores, situación que se ve acentuada, tanto dentro de cada una de las regiones, como entre los continentes, debido a la globalización cada vez más evidente del empleo y de la fuerza de trabajo;

3. Que, tal como lo señala la Organización Internacional del Trabajo (OIT), millones de personas de todo el mundo se han mudado de su país para realizar todo tipo de trabajos, desde la cosecha de campos cultivados hasta la programación de computadoras. Si todos vivieran juntos, formarían el quinto país más poblado de la tierra. Y durante las próximas décadas se espera un aumento acelerado en el número de personas que migran y cruzan las fronteras en busca de empleos y seguridad, debido a que la globalización no ha logrado producir suficientes oportunidades laborales y económicas;
4. Que la OIT considera que el mundo enfrenta el desafío de contar con las políticas y los recursos necesarios para gestionar mejor la migración de trabajadores, a objeto de asegurar el bienestar de estas personas y para que se beneficien la sociedad de origen y la receptora. En 2004 la Conferencia Internacional del Trabajo adoptó un Marco Multilateral para las migraciones laborales, como parte de un plan de acción para los trabajadores migrantes acordado por los mandantes de la OIT. El objetivo de este Marco es ayudar a lograr una mejor gestión de la migración laboral para que contribuya positivamente al crecimiento y al desarrollo de los países de origen, de los receptores y de los propios migrantes;

5. Que esta preocupación constante de la OIT se ve reflejada en la existencia de los Convenios N°s. 21, de 1926; 48, de 1945; 66, de 1939; 97, de 1949, y 143, de 1975, sobre los trabajadores emigrantes;
6. Que Chile no ha ratificado ninguno de ellos;
7. Que el Censo Nacional de Población de 1992 contabilizó 105.070 extranjeros residentes, correspondientes al 0,8% de la población total. El mayor porcentaje de ellos provenía de América y de Europa, con el 64% y el 28%, respectivamente. Entre aquellos venidos del continente americano, la mayoría era de América del Sur y representaba el 55% del total de residentes extranjeros;

8. Que los extranjeros residentes en Chile se distribuyen en argentinos (48.176); peruanos (37.860); bolivianos (10.919); ecuatorianos (9.393); brasileños (6.895); venezolanos (4.338); colombianos (4.095); uruguayos (2.241); paraguayos (1.222), y nacionales de otros países. Entre los procedentes de América del Norte (6,1%), se encuentran estadounidenses (7.753); canadienses (1.845), y mexicanos (1.697). De América Central y el Caribe, el grupo más grande proviene de Cuba, con 3,163 personas. Entre los europeos, destacan los españoles (9.084); alemanes (5.473); italianos (3.927); franceses (3.043); británicos (1.563), y suecos (1.250);
9. Que el Convenio N° 143 establece que los países deben tratar de determinar "si en su territorio se encuentran trabajadores migrantes empleados ilegalmente y si existen movimientos migratorios con fines de empleo provenientes o con destino a su territorio, o en tránsito por éste, en los cuales los migrantes se vean sometidos durante el viaje, a su llegada o durante su permanencia y empleo, a condiciones que infrinjan los instrumentos internacionales o acuerdos multilaterales o bilaterales pertinentes, o la legislación nacional", y
10. Que este Convenio exige a los países adoptar las medidas necesarias y convenientes, tanto en el ámbito de su propia jurisdicción como en colaboración con otros miembros, para suprimir las migraciones clandestinas con fines de empleo y el empleo ilegal de migrantes, a fin de evitar y suprimir los abusos a que se refiere este instrumento internacional.

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva instruir a los señores Ministros de Relaciones Exteriores y de Trabajo y Previsión Social, a fin de que estudien la ratificación por parte de Chile del Convenio N° 143 de la OIT, denominado “Convenio sobre las Migraciones en Condiciones Abusivas y la Promoción de la Igualdad de Oportunidades y de Trato de los Trabajadores Migrantes”, atendidos los importantes flujos migratorios que recibe nuestro país, estimulados por la globalización del empleo y de la fuerza de trabajo.”.

_________________

Proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Horvath, mediante el cual solicitan a Su Excelencia la Presidente de la República someter al Congreso Nacional la ratificación de la Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes y comprometer el interés del Estado de Chile en incorporar sus contenidos en el 

desarrollo de políticas públicas



El señor Presidente anuncia que corresponde ocuparse del proyecto de acuerdo de la referencia.



El señor Secretario General señala que se trata del proyecto de acuerdo presentado por los Honorables Senadores señores Navarro, Ávila y Horvath, correspondiente al Boletín Nº S 1.119-12, mediante el cual proponen aprobar el proyecto de acuerdo que más adelante se transcribe.



Añade que la Comisión de Salud informa a la Sala que la unanimidad de sus integrantes presentes, Honorables Senadores señor Arancibia, Kuschel y Ruiz-Esquide, estima que este proyecto de acuerdo no le merece ninguna observación en contrario.

- - -


Puesto en votación el proyecto de acuerdo, es aprobado por la unanimidad de los señores Senadores presentes.


Queda terminado el tratamiento de este asunto.


El texto del proyecto de acuerdo aprobado por el Senado es el siguiente:

PROYECTO DE ACUERDO:

Considerando:

1. Que la Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes es un tratado internacional de derechos humanos, firmado el 11 de octubre del 2005, en la ciudad española de Badajoz, cuyo ámbito de aplicación está circunscrito a los veintidós países que conforman la comunidad iberoamericana de naciones;
2. Que dicha Convención es un acuerdo de carácter vinculante, que establece el compromiso de los Estados a materializar los derechos consagrados en ella;
3. Que es un tratado que, ya en vigor, beneficiará a la población iberoamericana de entre 15 y 24 años de edad;
4. Que este instrumento reconoce a los jóvenes como sujetos de derecho, actores estratégicos del desarrollo de sus países y personas capaces de ejercer responsablemente sus derechos y libertades;
5. Que es un instrumento que brindará soporte jurídico al conjunto de los gobiernos iberoamericanos para el desarrollo de políticas públicas destinadas a la juventud;
6. Que la Organización Iberoamericana de la Juventud (OIJ), encabezada por su Secretario Ejecutivo señor Eugenio Ravinet, es el organismo internacional que ha liderado la elaboración y promoción de la Convención, así como la articulación de acciones para su difusión y ratificación con el conjunto de la Comunidad Iberoamericana y de organismos del sistema de Naciones Unidas;
7. Que la OIJ está empeñada en transformar a la Convención en una eficiente herramienta de gestión y política que asegure el goce de sus derechos a los casi ciento cincuenta millones de jóvenes de la región, lo que supone el desafío de establecer mecanismos de implementación y protección de su normativa;
8. Que Bolivia se convirtió, el 2 de mayo de 2008, en el séptimo país en ratificar la Convención Iberoamericana de Derechos de los Jóvenes (CIDJ);
9. Que la Convención entró en vigor el pasado 1 de marzo, luego de que Costa Rica fuera el sexto país en ratificar este tratado internacional después de Ecuador, Honduras, República Dominicana, España y Uruguay;
10. Que en el Perú la Convención ya fue aprobada por la Comisión de Relaciones Exteriores, por lo que, una vez votada en el Pleno del Congreso, este será el octavo país iberoamericano en ratificarla, y
11. Que la XVIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno tendrá como eje temático "Juventud y Desarrollo".

El Senado acuerda:


Solicitar a Vuestra Excelencia, si lo tiene a bien, se sirva enviar a tramitación legislativa la Convención Iberoamericana de los Derechos de los Jóvenes, a fin de proceder a su ratificación, comprometiendo, en el marco de la XVIII Cumbre Iberoamericana de Jefes de Estado y de Gobierno, la voluntad política y el interés del Estado de Chile de incorporar los contenidos de este instrumento internacional en el desarrollo y materialización de políticas públicas en nuestro país que favorezcan a los jóvenes.”.

__________________

HOMENAJE EN MEMORIA DE MONSEÑOR 

CARLOS GONZÁLEZ CRUCHAGA 


El señor Presidente informa a la Sala que los Honorables Senadores señores Coloma y Gazmuri han solicitado rendir homenaje en memoria del Obispo Emérito de Talca, Monseñor Carlos González Cruchaga, recientemente fallecido, procediendo, en seguida, a hacer uso de la palabra.



Luego, el señor Presidente concede el uso de la palabra a los Honorables Senadores señores Gazmuri, Coloma y Ruiz-Esquide.



El señor Presidente anuncia que ha terminado el homenaje.

________________

INCIDENTES 



En el tiempo del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a la existencia de ciertas irregularidades en el otorgamiento de la beca “Juan Gómez Millas” a la persona que indica y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, requiriendo información sobre el particular.



Adhiere a esta petición, la Mesa de la Corporación.



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, con la adhesión mencionada, de conformidad al Reglamento del Senado.
_______________



En el tiempo del Comité Partido Renovación Nacional, hace uso de la palabra el Honorable Senador señor Kuschel, quien se refiere a los problemas de seguridad existentes en la comuna de Chaitén, y, asimismo, expresa su preocupación por la calidad técnica de las obras viales que se están ejecutando en ella y solicita dirigir oficio, en su nombre, a los señores Ministro del Interior y General Director de Carabineros y Ministro de Obras Públicas, requiriendo, en lo que respecta a cada una de esas autoridades, adoptar las medidas necesarias para dar adecuada solución a dichos problemas.



Seguidamente, el señor Senador se refiere a diversos inconvenientes que enfrentan las pequeñas y medianas empresas existentes en la X Región para su financiamiento y solicita dirigir oficio, en su nombre, al señor Ministro de Hacienda, a fin de que se adopten las medidas necesarias para enfrentar esta situación.



El señor Presidente anuncia el envío de los oficios solicitados en nombre del Honorable Senador señor Kuschel, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



A continuación, hace uso de la palabra la Honorable Senadora señora Matthei, quien se refiere a la existencia de ciertos problemas con la entrega de ayudas económicas y de alimentación al estudiante universitario que indica y solicita dirigir oficio, en su nombre, a la señora Ministra de Educación, para que informe las razones por las cuales no se ha otorgado dicha asistencia. 



El señor Presidente anuncia el envío del oficio solicitado en nombre de la Honorable Senadora señora Matthei, de conformidad al Reglamento del Senado.
- - -



Se deja constancia que no hacen uso de sus tiempos, los Comités Independientes; Partido Demócrata Cristiano; Mixto, Partido Radical Social Demócrata y Partido por la Democracia; Partido Unión Demócrata Independiente y Partido Renovación Nacional.

Se levanta la sesión.

CARLOS HOFFMANN CONTRERAS 

Secretario General del Senado

DOCUMENTO

MENSAJE DE SU EXCELENCIA ELVICEPRESIDENTE DE LA REPÚBLICA CON EL QUE INICIA UN PROYECTO DE LEY ESTABLECE NORMAS SOBRE ACTIVIDAD DE LOBBY
(6189-06)

Honorable Senado:

En uso de mis facultades constitucionales, tengo el honor de someter a vuestra consideración el siguiente proyecto de ley que regula el Lobby.

antecedentes

Existe plena convergencia en que las decisiones de los órganos públicos en una sociedad democrática, deben ser tomadas con miras al bien común y con pleno respeto a los derechos de las personas, sin que estén ilegítimamente influidas o determinadas por intereses particulares, ni menos aún, llevadas a cabo en detrimento de los legítimos derechos e intereses de los ciudadanos.
Por ello, en noviembre del año 2003, el Ejecutivo envió al H. Congreso Nacional, un proyecto de ley destinado a regular el lobby. Dicho proyecto, ingresado a través de la H. Cámara de Diputados, fue despachado por el H. Congreso en abril de 2008 y, actualmente, se encuentra en la etapa de discusión de las  Observaciones presentadas por el Ejecutivo, realizadas en virtud de lo dispuesto en el artículo 73 de la Constitución Política de la República. El número del Boletín del mencionado proyecto de ley, corresponde al 3.407-07.

Durante la tramitación de esta iniciativa legal, se han escuchado las opiniones de los distintos expertos en las materias y ha existido un amplio debate parlamentario.

Los aportes efectuados por los diputados y senadores de los distintos partidos y tendencias políticas, han sido de gran relevancia. Han permitido constatar que existían algunas cuestiones de la normativa de lobby propuesta originalmente por el Ejecutivo, incluido el veto, que puede ser mejorada.

Debido lo anterior, el Ejecutivo se comprometió a enviar al H. Congreso Nacional un nuevo proyecto de ley que recogiera los aportes efectuados por los Sres. parlamentarios y por las personas especializadas en la materia. Por su parte, los Sres. diputados y senadores se comprometieron a dar prioridad a la tramitación de esta nueva iniciativa legal. Con ello se descartó aprobar la iniciativa en trámite, con el veto, y luego otra iniciativa que recogiera los aspectos no correspondidos o distintos al proyecto en trámite.

Por ello, tengo el honor de remitir a esta Corporación, un nuevo proyecto de ley destinado a regular el lobby. Este recoge los consensos logrados en el H. Congreso, integrando el texto despachado por el Congreso, el veto enviado por el Ejecutivo y otros elementos adicionales, con ciertos ajustes.

FUNDAMENTOS DEL PROYECTO

Los fundamentos de la presente iniciativa de ley son los mismos que se señalaron con ocasión del Mensaje Presidencial contenido en el Boletín N° 3.407-07, esto es, la transparencia de las decisiones públicas y la experiencia comparada en lo relativo a las gestiones de lobby.

En relación a la transparencia de las decisiones publicas, se reitera lo expresado en el citado proyecto de ley y en especial, se hace hincapié en cuanto a que la denominada “captura” de la autoridad pública por los intereses privados, o sea la receptividad al interés particular en detrimento del bien común, posee negativas consecuencias en diversos órdenes de materias. Ello porque se afecta la igualdad de derechos; se distorsiona y oscurece la forma en que se deciden los asuntos públicos; se afecta la libre competencia, pues las decisiones no se toman en una forma que favorezca una competencia leal, transparente y que premie al que otorgue el mejor servicio o producto, sino al que puede ejercer mayor influencia, y, además, constituye un problema que desmejora la imagen internacional de los países.

En cuanto a la experiencia comparada,  reiteramos que los problemas antes enunciados, han llevado a otras naciones a buscar resolverlos por la vía legislativa.

En esta materia, el modelo original ha sido la legislación norteamericana. Así, como lo explicamos en el Boletín N° 3.407-07, en los Estados Unidos, desde 1946, existe una legislación que regula las actividades de lobby. Dicha legislación fue reemplazada en 1995 por la Ley de Revelación de Cabildeos (Lobbying Disclosure Act of 1995)).

En el caso americano, la estructura básica de la ley es definir lo que se entiende como actividad de lobby, señalar quienes la ejercen, las actividades que no quedan cubiertas por la legislación, el registro en que deben anotarse los agentes de lobby y la exigencia de informar de las actividades, cada cierto tiempo, que realizan los lobbystas.

Por su parte, la importancia de la materia llevó, en 1992, a la Unión Europea a dictar una Comunicación por la que reguló las relaciones entre los grupos de presión y las instituciones de la Unión.

Asimismo, en el Reino Unido, desde 1998, existe una instrucción para los ministros de la corona en sus relaciones con lobbystas.

En Latinoamérica, podemos citar como ejemplo a Argentina, que en el Decreto N° 1172, del 3 de diciembre de 2003, aprueba, en lo que nos interesa, el “Reglamento General de Audiencias Públicas para el Poder Ejecutivo Nacional”; el “Formulario de inscripción para Audiencias Públicas del Poder Ejecutivo Nacional”; el “Reglamento General para la Publicidad de la Gestión de Intereses en el ámbito del Poder Ejecutivo Nacional”, y el “Formulario de  Registro de Audiencias de gestión de Intereses”.

Por último, y en relación a los fundamentos de la presente iniciativa legal, reiteramos lo indicado en el Acápite anterior, esto es, la posibilidad de incorporar las propuestas realizadas por los parlamentarios y especialistas, destinadas a mejorar la futura regulación de esta actividad.
PRINCIPIOS DEL PROYECTO DE LEY

Toda iniciativa destinada a regular la forma en que se participa en la toma de decisiones públicas, debe conjugar la existencia de una serie de valores y derechos que dicen relación con dicho proceso.

En efecto, por un lado, está el derecho de todos los ciudadanos, individual u organizadamente, de hacer ver sus puntos de vista frente a la Administración o al Congreso. Y, por otra, la necesidad que ese proceso de participación y de comunicación ofrezca igualdad de oportunidades a todos los potenciales afectados y la necesaria información que permita el control tanto de la actividad administrativa como legislativa.

A fin de conjugar estos valores, este proyecto se estructura en torno al principio de la transparencia de la información respecto de quienes, en qué forma y por qué motivos se efectúan los contactos entre los gestores de intereses y los agentes públicos. De esta forma, no se impiden dichos contactos; ello parece ciertamente imposible, pues son necesarios para que la toma de decisiones sea informada de las circunstancias respecto de quienes van a ser afectados por ellas. Lo que el proyecto hace, más bien, es permitir que todos los interesados, y la opinión pública, puedan juzgar en forma informada sobre la imparcialidad, propiedad y conveniencia de las decisiones evacuadas y de las actuaciones de los funcionarios públicos y los legisladores.

Para tal fin, en sus líneas esenciales, el proyecto define cuales son las actividades de gestión de intereses, creando un registro en el cual los agentes que se dediquen a esta actividad deban inscribirse. Junto con ello, se exige que los contactos entre los gestores de intereses y las autoridades públicas sean debidamente informados, tanto respecto a que autoridad fue contactada como al tipo de intereses que son representados. De esta forma, todas las personas  y las mismas autoridades, podrán tener la necesaria información para vigilar la probidad y corrección del proceso de toma de decisiones públicas.

CONTENIDO DEL PROYECTO

El proyecto de ley que someto a vuestra consideración consta de 24 disposiciones permanentes y de dos artículos transitorios.

En dicho proyecto se conservan algunas disposiciones del Boletín N° 3.407-07 en actual tramitación, y se incorporan nuevas normas destinadas a perfeccionar la futura regulación del lobby.

A continuación se describirán los principales contenidos de esta iniciativa legal.
Propósito y ámbito del proyecto

En primer lugar, el proyecto especifica el ámbito y propósito de la ley. Así se determina que esta iniciativa regula el lobby y establece normas destinadas a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado.

Definición de lobby

En segundo lugar, se establece una definición de lobby.

Son elementos de esta definición, los siguientes. Por de pronto, consiste en una gestión o actividad que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés individual, respecto de las decisiones que en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento. Esta defensa o representación se puede realizar respecto de actos normativos (decretos, resoluciones y proyectos) cualquiera sea su etapa de tramitación, (elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación, etc.); de decisiones, acuerdos, comunicados; de actos y contratos. En seguida, el lobby puede ser remunerado o habitual.

A continuación, puede ser ejercido por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras.

Otro elemento de la definición, es que el lobby sólo se puede ejercer ante las autoridades, miembros, funcionarios o servidores públicos de los órganos de la Administración del Estado y del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.

Actividades excluidas del lobby

En tercer lugar, con el propósito de acotar las actividades o gestiones propias de lobby, existe una norma que dispone las actividades que no constituyen gestiones de lobby. Estas son definidas directamente por el legislador. Buscan evitar que respecto de ellos pueda suscitarse alguna discreción en el futuro. Su exclusión respecto del ámbito del lobby, como se observará, se explica por si misma. A título ejemplar se pueden destacar las siguientes:

· Toda declaración, actuación o comunicación hecha por autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.

· Las actividades desarrolladas por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones  y colegios profesionales, salvo que gestionen intereses individuales.
· Todo tipo de asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.
· Las gestiones realizadas por las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias; por los sindicatos; por las cooperativas; por las organizaciones religiosas; por las organizaciones indígenas; por las asociaciones gremiales artesanales y por las asociaciones de pequeños empresaios y de microempresarios; por las organizaciones juveniles, por los clubes deportivos que no sean sociedades anónimas y por las asociaciones culturales, que no persigan fines de lucro. Pero para que la exclusión opere, es necesario que estas actuaciones se ajusten a las finalidades definidas por la ley o, a las que son propias de su naturaleza, tratándose de aquellas organizaciones no reguladas por una ley.
Como se aprecia, es en este listado donde se introducen los mayores ajustes en relación a los textos en trámite.

Obligaciones y Prohibiciones para ser lobbystas
En cuarto lugar, se mantienen las obligaciones y prohibiciones para ser lobbystas establecidas en el Boletín N° 3.407-07.

Es así como subsisten, entre otras, la obligación de la inscripción previa para ejercer el lobby y la obligación de entregar trimestralmente información a los registros públicos que por esta ley se crean, sin perjuicio de mantener la confidencialidad respecto de la información proporcionada por las personas o entidades a quienes representan.

En cuanto a las  prohibiciones, conviene destacar, en primer lugar, la prohibición que tienen los lobbystas que ejercen remuneradamente su actividad, de contribuir al financiamiento de partidos políticos, campañas electorales y campañas internas de partidos políticos, pactos o coaliciones de partidos.

En segundo lugar, las prohibiciones permanentes para ejercer la actividad a ciertas personas. Es así como se indica que no podrán ejercer la actividad de lobbysta, las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos estatales, y las autoridades unipersonales de los partidos políticos, durante el ejercicio de sus funciones; ni  los sancionados con la cancelación de su inscripción en el registro público de lobbystas, en cualquier tiempo.
En tercer lugar, deben señalarse las prohibiciones existentes para personas que están en determinados cargos de organismos del Estado, de hacer lobby hasta después de dos años de haber cesado en ellos. En tal sentido, se establece la prohibición para ciertas autoridades de la Administración del Estado, del Poder Legislativo, del Poder Judicial, del Ministerio Público, del Tribunal Constitucional, de la justicia electoral, de la Contraloría General de la República, del Banco Central, del Gobierno y Administración Interior del Estado y a los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.
Registros Públicos de lobbystas
Enseguida, la inscripción en los registros, sigue siendo un requisito habilitante para ejercer la actividad del lobby. En este sentido, se mantienen los tres Registros Públicos de lobbystas del proyecto en actual tramitación, pero se agregan dos nuevos registros.

En efecto, por una parte tenemos el Registro Público, a cargo del Consejo para la Transparencia, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado, hasta el nivel que determine el reglamento. 

Sin embargo, esta norma no será aplicable a la Contraloría General de la República ni al Banco Central. Las personas que ejerzan lobby ante ellos, deberán inscribirse en los registros que estarán a cargo de cada uno de estos organismos. Éstos son los dos nuevos registros creados por la presente iniciativa legal.

Por otra parte, están los dos registros públicos, uno de ellos a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro, a cargo de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, en los que deberán inscribirse quienes desarrollen lobby ante los miembros, funcionarios o servidores públicos del Congreso Nacional.
Además, este proyecto de ley señala que el o los reglamentos establecerán los requisitos, exigencias, procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para poder inscribirse en los Registros Públicos de Lobbystas, así como la forma y la periodicidad de actualización y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento de dichos registros. El Registro de Lobbystas a cargo del Consejo para la Transparencia, será regulado mediante un reglamento aprobado por decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. El Registro a cargo de la Contraloría General de la República y el que está a cargo del Banco Central, serán regulados por reglamentos aprobados por decretos supremos expedidos por el Ministerio de Hacienda. Finalmente, el Registro de Lobbystas a cargo de la Comisión de Ética del Senado y el Registro a cargo de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, serán regulados por los reglamentos aprobados por las respectivas corporaciones H. Congreso Nacional. 
Obligación de registrar las audiencias y reuniones

En sexto lugar, se mantiene el deber de las autoridades, miembros, funcionarios y servidores públicos de los órganos estatales, hasta el nivel que determine el reglamento, de registrar las audiencias y reuniones que soliciten los lobbystas.

Además, se establece que también deberán registrar las audiencias y reuniones solicitadas por:
· Los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones  y colegios profesionales, cuando dichas audiencias o reuniones se efectúen en sus oficinas o despachos de trabajo.
· Los sindicatos.

· Los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro, cuando dichas audiencias o reuniones se efectúen en sus oficinas o despachos de trabajo.

· Las personas naturales que manifiestamente ejerzan gestiones de lobby, cuando dichas audiencias o reuniones se efectúen en sus oficinas o despachos de trabajo.

Sanciones

Se establecen, asimismo, normas para garantizar un procedimiento justo y racional previo a la aplicación de la respectiva sanción.

a. Sanciones a los lobbystas

Se mantienen las sanciones de amonestación; multa de hasta 50 unidades tributarias mensuales (UTM); suspensión hasta por tres años, de los registros públicos, y eliminación de dichos registros.
b. Sanciones al ejercicio ilegal del lobby

Se sanciona con multa de 150 a 300 UTM, multas que se elevarán en caso de reincidencia, de 250 a 400 UTM, a quienes:
· Ejerzan la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley. Esta norma se mantiene del proyecto original.
· Continúen desarrollando la actividad, una vez eliminado de los registros. Esta norma también se mantiene del proyecto original.
c. Sanciones a los funcionarios

Se mantiene la norma que dispone que las infracciones a esta ley cometidas por autoridades, miembros o funcionarios de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, con excepción de los diputados y senadores, se regirán por las normas de sus respectivos estatutos.
Se agrega que a los servidores públicos, se les aplicarán los estatutos que rigen para los funcionarios del organismo público al cual prestan sus servicios.
Se mantiene la norma que señala que, en el caso de los parlamentarios, la respectiva Cámara determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.
Calificación de habitualidad

En octavo lugar, se otorga la facultad para calificar la habitualidad de las gestiones que constituirán lobby.

De esta forma, si el lobby se ejerce ante la Administración del Estado, el Consejo para la Transparencia podrá calificar la habitualidad. Si se ejerce ante el H. Congreso Nacional, la calificación, la harán la Comisión de Ética del Senado o la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, según sea la Corporación ante la cual se ejecuta el lobby. Y, si el lobby es ante la Contraloría General de la República o ante el Banco Central, la calificación será efectuada por una u otro, según sea el organismo ante el cual se ejerce la respectiva gestión.

Esta norma no estaba en el proyecto en trámite.

Normas transitorias

El artículo primero transitorio, relativo al financiamiento, dispone que el mayor costo que signifique la aplicación  de la presente ley, durante el año 2008, se financiará con cargo al presupuesto vigente de las instituciones respectivas, pudiendo al efecto realizarse transferencias y reasignaciones.
Finalmente, su artículo segundo transitorio, referido a la vigencia de esta iniciativa legal, señala que comenzará a regir ocho meses después de su publicación en el Diario Oficial.
En consecuencia, tengo el honor de someter a vuestra consideración, el siguiente

PROYECTO DE LEY:
“TITULO I

Disposiciones Generales
Artículo 1º.- Esta ley regula la actividad de lobby y establece normas destinadas a fortalecer la transparencia en las relaciones con el Estado.
Artículo 2º.- Para los efectos de esta ley se entenderá por:

a) Lobby: es aquella gestión o actividad remunerada o habitual, ejercida por personas naturales o jurídicas, chilenas o extranjeras, que tiene por objeto promover, defender o representar cualquier interés individual, respecto de las decisiones que en el ejercicio de sus funciones, deban adoptar las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.

No constituyen lobby aquellas actividades y/o gestiones a las que se refiere el artículo 4° de la presente ley.
b) Habitualidad: es la realización de más de cuatro gestiones de lobby efectuadas en el período de un mes o más de siete en un trimestre, sobre una misma materia, ante una o más autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.

c) Lobbysta: La persona natural o jurídica, chilena o extranjera, que estando inscrita en el registro a que se refiere la letra d) del presente articulo, realiza lobby en los términos definidos en la letra a) precedente.
d) Registro de lobbystas: es el registro de carácter público, en el cual deben inscribirse todas las personas que realicen actividades de lobby.
e) Miembros o Servidores: aquellas personas que sin ser funcionarios públicos, prestan servicio en alguno de los organismos de la Administración del Estado o ante el Congreso Nacional.
Se entenderá que también son miembros o servidores del Congreso Nacional, las personas que sin ser funcionarios públicos, prestan servicio a uno o más parlamentarios.
f) Sujeto pasivo del lobby: se entiende por tal a las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento.

g) Interés individual: favor, utilidad, provecho, ganancia o beneficio, sea o no económico, de una persona, natural o jurídica, o de una entidad determinada.

Artículo 3º.- Las actividades de lobby estarán dirigidas, preferentemente, a obtener las siguientes decisiones:
a) La elaboración, dictación, modificación, derogación o rechazo de actos administrativos y de los documentos o decisiones que les sirven de fundamento, de resoluciones, decretos, proyectos de ley, leyes, políticas públicas, programas o políticas del Gobierno y de los órganos de la Administración del Estado.
b) La elaboración, tramitación, aprobación, modificación, derogación o rechazo de proyectos de ley, acuerdos, comunicaciones, declaraciones o decisiones del Congreso Nacional o sus miembros, incluidas las comisiones permanentes y /o especiales de cada una de sus cámaras, así como de sus comisiones mixtas y la Biblioteca del Congreso Nacional.

c) La celebración, modificación o terminación a cualquier título, de los actos y contratos que realicen los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional y que sean necesarios para su funcionamiento.
Artículo 4°.- No obstante lo señalado en el artículo precedente, no constituyen actividades de lobby, las siguientes:

a) Toda expresión realizada por discursos, artículos, publicaciones o de cualquier otra forma destinada al público en general, o difundido a través de cualquier medio de comunicación.
b) Toda expresión realizada por cualquier medio, destinada a difundir una información a la ciudadanía.

c) Las manifestaciones realizadas con ocasión de una reunión o asamblea de carácter público.
d) Toda declaración, actuación o comunicación hecha por autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, en el ejercicio de sus funciones y en el marco de actuaciones oficiales.
e) Las declaraciones o comunicaciones realizadas por el directamente afectado o por sus representantes en el marco de un procedimiento o investigación administrativos.
f) Toda petición, verbal o escrita, realizada para conocer el estado de tramitación de un determinado procedimiento administrativo.
g) La información entregada a una autoridad pública, quien la ha solicitado expresamente para efectos de realizar una actividad o adoptar una decisión, dentro del ámbito de su competencia.

h) Las presentaciones escritas agregadas a un expediente o intervenciones orales registradas en audiencia pública en un procedimiento administrativo que admita la participación de los interesados o de terceros.

i) Las presentaciones hechas por una persona, su cónyuge o pariente hasta el tercer grado por consanguinidad y segundo de afinidad en la línea recta y hasta el segundo grado por consanguinidad o afinidad en la colateral, con el fin de obtener beneficios de carácter social, como los previsionales, de salud o de empleo, siempre que no se solicite la adopción, modificación o derogación de normas legales o reglamentarias.
j) Las asesorías a los funcionarios públicos y parlamentarios realizadas por profesionales e investigadores de asociaciones sin fines de lucro, corporaciones, fundaciones, universidades, centros de estudios y de cualquier otra entidad análoga que no represente intereses económicos específicos; así como las invitaciones que dichas instituciones extiendan a cualquier funcionario de un órgano del Estado.
k) Las declaraciones efectuadas o las informaciones entregadas, de cualquier tipo, ante una Comisión del Congreso Nacional, sean estas permanentes, especiales o mixtas, así como la presencia y participación verbal o escrita en alguna de ellas de profesionales de las entidades señaladas en la letra precedente, lo que, sin embargo, deberá ser registrado por dichas Comisiones.
l) Las invitaciones por parte de funcionarios del Estado y de parlamentarios para participar en reuniones de carácter técnico a profesionales de las entidades señaladas en la letra j).

m) Las actividades desarrolladas por los miembros de las directivas de asociaciones gremiales, organizaciones no gubernamentales, corporaciones, fundaciones y colegios profesionales, salvo que gestionen intereses individuales.
n) Las actividades realizadas  por las siguientes organizaciones siempre y cuando éstas se ajusten a las finalidades que hayan sido definidas por la ley que las regula o, que sean propias de su naturaleza, tratándose de aquellas organizaciones no reguladas por una ley:

(1) Las Juntas de Vecinos y demás organizaciones comunitarias regidas por la ley N° 19.418; 

(2) Los sindicatos;

(3) Las cooperativas reguladas por la Ley General de Cooperativas;

(4) Las organizaciones reguladas por la ley N° 19.638, que establece normas sobre la constitución jurídica de las Iglesias y organizaciones religiosas;

(5) Las comunidades y asociaciones indígenas reguladas por la ley N° 19.253, que establece normas sobre proteccion, fomento y desarrollo de los indígenas, y crea la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena;

(6) Las asociaciones gremiales de pequeños empresarios, de microempresarios y las asociaciones gremiales artesanales, y

(7) Los clubes deportivos que no sean sociedades anónimas, las organizaciones juveniles y las organizaciones culturales, sin fines de lucro.

TITULO II

De los Registros Públicos y de las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas

Párrafo 1º

De los Registros Públicos
Artículo 5º.- Toda persona natural o jurídica, chilena o extranjera, previa y debidamente inscrita en los registros que establece la presente ley, podrá ejercer como lobbysta, quedando sujeta al sistema de derechos y obligaciones contemplado por ésta.
Artículo 6º.- Créanse los registros públicos de Lobbystas que se indican en el artículo siguiente, en los cuales deberán inscribirse, previamente y de manera obligatoria, todas aquellas personas que ejerzan gestiones de lobby.
El no cumplimiento del deber establecido en el inciso anterior será causal suficiente para impedir el ejercicio del lobby, sin perjuicio de las sanciones establecidas en el artículo 22 de la presente ley.

La información contenida en los registros será pública y cualquier persona podrá acceder a ella.

Artículo 7°.-
Existirán los siguientes registros públicos de lobbystas:
a) Un Registro Público, a cargo del Consejo para la Transparencia, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores de los órganos de la Administración del Estado, hasta el nivel que determine el reglamento.
El Consejo para la Transparencia, de oficio o a petición de parte, podrá calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrá ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.
Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por el Consejo, podrán reclamar fundadamente y sin ulterior recurso, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo, se dará traslado a la autoridad que aplicó la sanción por un plazo de diez días para que evacue su informe. Con el informe, o en su rebeldía, la Corte ordenará traer los autos en relación.

El recurso gozará de preferencia para su vista y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el número 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.
Asimismo, el Consejo podrá ordenar la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que no ha desarrollado acciones de lobby por un periodo ininterrumpido de, a los menos, seis meses.

b) Dos registros públicos, uno de ellos a cargo de la Comisión de Ética del Senado y otro a cargo de la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, en los que deberán inscribirse quienes desarrollen actividades de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios o servidores públicos del Congreso Nacional.

Las Comisiones indicadas, de oficio o a petición de parte, podrán calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrán ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por las Comisiones, podrán interponer el reclamo a que se refiere la letra a) precedente, el que se regirá por las normas allí establecidas.
Asimismo, las Comisiones podrán ordenar la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que  no  ha desarrollado acciones de lobby por un período ininterrumpido de, a los menos, seis meses.

c) El Registro a cargo de la Contraloría General de la República, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores del organismo contralor, hasta el nivel que determine el reglamento. 

La Contraloría, de oficio o a petición de parte, podrá calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrá ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por la Contraloría, podrán interponer el reclamo a que se refiere la letra a) precedente, el que se regirá por las normas allí establecidas.

Asimismo, el órgano contralor podrá ordena la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que  no  ha desarrollado acciones de lobby por un período ininterrumpido de, a los menos, seis meses. 
d) El Registro a cargo del Banco Central, en el que deberán inscribirse las personas que desarrollen gestiones de lobby ante las autoridades, miembros, funcionarios y servidores del referido organismo, hasta el nivel que determine el reglamento. 
El Banco Central, de oficio o a petición de parte, podrá calificar la habitualidad de las gestiones de lobby y podrá ordenar la inscripción de los lobbystas en los respectivos registros en caso de constatar dicha habitualidad.

Los afectados por la calificación de habitualidad efectuada por el Banco Central, podrán interponer el reclamo a que se refiere la letra a) precedente, el que se regirá por las normas allí establecidas.

Asimismo, el Banco Central podrá ordena la eliminación desde el Registro al lobbysta que lo solicite, siempre y cuando éste, mediante declaración jurada, señale que  no  ha desarrollado acciones de lobby por un período ininterrumpido de, a los menos, seis meses.
Todos los registros referidos en los literales de este artículo, quedarán comunicados entre sí, de modo que automáticamente el contenido de esa información quede asentado en todos ellos.
El o los reglamentos establecerán los requisitos, exigencias, procedimientos, plazos, antecedentes e informaciones requeridas para poder inscribirse en los Registros Públicos de Lobbystas, así como la forma y la periodicidad de actualización y los demás aspectos que sean necesarios para el funcionamiento de dichos registros.
El reglamento  que regule el Registro a cargo del Consejo para la Transparencia será aprobado mediante decreto supremo expedido por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia. El reglamento que regule los registros a que se refiere la letra b), será, para cada Cámara, el que apruebe la Sala de cada una de ellas, a proposición de la Comisión de Ética o de la Comisión de Conducta, según corresponda. Los reglamentos que regulen los Registros a cargo de la Contraloría General de la República y del Banco Central, serán aprobados mediante decreto supremo expedido por el Ministerio de Hacienda.
Párrafo 2º

De las obligaciones y prohibiciones aplicables a los lobbystas
Artículo 8º.- Todo aquel que se desempeñe como lobbysta estará obligado a informar trimestralmente, por escrito o por medios electrónicos, y bajo juramento a la autoridad encargada de llevar el Registro, sobre cualquier cambio o modificación respecto de la información que exija el Registro, tales como, cambios de propiedad, incorporación de nuevos socios y empleados y aumentos de capital social.

Dentro del mismo plazo y forma deberán también informar sobre las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los organismos ante los cuales hayan desarrollado gestiones de lobby, las materias en las que hayan intervenido, y los objetivos de cada una de las gestiones realizadas.
Artículo 9°.- No obstante las obligaciones establecidas en el artículo anterior, la autoridad competente podrá requerir, en cualquier momento, y por resolución fundada, informaciones o antecedentes adicionales relativos a gestiones determinadas.
Ningún lobbysta estará obligado a suministrar información confidencial o estratégica, propia o de sus representados. Con todo, deberá precisar el objetivo de las gestiones realizadas.
Artículo 10.- Los lobbystas, que ejerzan remuneradamente su actividad, no podrán contribuir al financiamiento de partidos políticos, campañas electorales ni campañas internas de partidos políticos, pactos o coaliciones de partidos.
Artículo 11.- No podrán ejercer la actividad de lobbysta:

a) Las autoridades, miembros,  funcionarios o servidores de los órganos estatales, y las autoridades unipersonales de los partidos políticos, durante el ejercicio de sus funciones.

b) Los sancionados con la cancelación de su inscripción en el registro público de lobbystas, en cualquier tiempo.
Asimismo, las siguientes personas no podrán ejercer la actividad de lobbysta hasta después de dos años de haber cesado en sus cargos:

1) En la Administración del Estado: los Ministros, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores y los demás funcionarios que la ley define como de exclusiva confianza del Presidente de la República.
2) En el Poder Legislativo: los Diputados y Senadores, los Secretarios Generales, Prosecretarios y  Abogados Secretarios de Comisiones de ambas Cámaras.

3) En el Poder Judicial:

Los Ministros, Fiscales Judiciales y Secretarios de la Corte Suprema y de las Cortes de Apelaciones.

4) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los Fiscales Regionales.

5) En el Tribunal Constitucional: los ministros y el Secretario del Tribunal.
6) En la justicia electoral: los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los miembros titulares y suplentes y los Secretarios Relatores de los Tribunales Regionales Electorales.
7) En la Contraloría General de la República: el Contralor; el Subcontralor; los Jefes de División, y los Contralores Regionales.
8) En el Banco Central:los Consejeros, inclusos el Presidente y el Vicepresidente del Banco; el Gerente General; el Fiscal, y el Revisor General.

9) En el Gobierno y Administración Interior del Estado: los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.

10) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.
Artículo 12.- Todo lobbysta estará obligado a indicar la naturaleza de sus actividades ante la autoridad, miembro, funcionario o servidor de los órganos de la Administración del estado o del Congreso Nacional, ante la cual ejercen la respectiva gestión de lobby.
Al lobbysta le estará prohibido el uso de denominaciones, símbolos, logotipos, títulos o expresiones que induzcan a error respecto de su verdadera identidad, representación o intereses, o le otorguen una pertenencia o membresía de la que carece.
Artículo 13.- La solicitud de audiencia realizada por un lobbysta a una autoridad, miembro, funcionario o servidor de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, deberá contener, a lo menos, los siguientes antecedentes:
a) La individualización completa del solicitante y, si fuere persona jurídica, la de su representante legal.

b) La individualización completa de la persona natural o jurídica cuyos intereses se busca gestionar.

c) La materia que se tratará en la audiencia.
Artículo 14.- Los datos, informaciones o antecedentes que se entreguen a las autoridades, miembros, funcionarios o servidores de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, hasta el nivel que determine el reglamento, para respaldar una actividad de lobby, deberán identificar claramente su origen y autoría.
Sin perjuicio de la responsabilidad penal que le corresponda, el lobbysta que entregare a las personas mencionadas en el inciso precedente datos, informaciones o antecedentes falsos o engañosos, será sancionado en la forma dispuesta en la letra d) del artículo 18 de esta ley.
TITULO III

Del registro de las audiencias y reuniones

Artículo 15.- Las siguientes autoridades, miembros, funcionarios y servidores, hasta el nivel que determine el reglamento, cuando ello corresponda, deberán registrar, de conformidad a éste, las audiencias y reuniones que soliciten los lobbystas, especialmente en lo relativo a la indicación del lugar y fecha de su realización, así como la individualización de los asistentes y la materia específica tratada.
a) En la Administración Central: los ministros y sus asesores y los subsecretarios, los jefes de servicios, los embajadores, los jefes de división o departamento de un ministerio o servicio público y los consejeros del Consejo de Defensa del Estado.
Los Ministros del Interior, de Defensa y de Relaciones Exteriores, y los subsecretarios de dichos ministerios, podrán exceptuarse, fundadamente, de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la Nación o la seguridad nacional.
b) En la Administración Regional, Provincial y Comunal: los intendentes, los gobernadores provinciales, los secretarios regionales ministeriales, los consejeros regionales, los alcaldes y los concejales.

c) En la Contraloría General de la República: el Contralor General, el Subcontralor, los jefes de división y los contralores regionales.

d) En el Banco Central: el Presidente, el Vicepresidente, los consejeros, el Gerente General, el Fiscal y el Revisor General.
e) En las Fuerzas Armadas y de Orden y Seguridad Pública: los oficiales generales y superiores y los niveles jerárquicos equivalentes en las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública, quienes podrán exceptuarse, fundadamente, de la obligación de registro cuando se encuentre comprometido el interés general de la Nación o la seguridad nacional.
f) En las empresas públicas creadas por ley o en las cuales el Estado o sus organismos tengan participación: el Presidente del Directorio, los miembros del directorio y el Gerente General.

g) En el Congreso Nacional: los diputados y senadores, los asesores permanentes de los parlamentarios y los abogados secretarios de Comisión.

h) En el Poder Judicial: los ministros, los fiscales judiciales y secretarios de la Corte Suprema y de las cortes de apelaciones.

i) En el Ministerio Público: el Fiscal Nacional y los fiscales regionales.

j) En el Tribunal Constitucional: los ministros y el Secretario.
k) En la Justicia Electoral: los ministros y el Secretario del Tribunal Calificador de Elecciones y los ministros titulares y suplentes y los secretarios relatores de los tribunales electorales regionales.
l) Los directivos de los demás órganos del Estado cuyo nombramiento o remoción corresponda al Presidente de la República con acuerdo del Senado.
m) En las embajadas y consulados chilenos, los jefes de la misión diplomática y consular, o quienes los subroguen.
La información contenida en el registro a que se refiere el inciso primero será siempre pública y actualizada en conformidad al reglamento. Dicha información deberá ser publicada en el sitio electrónico que al efecto lleve el Consejo para la Transparencia, o en los sitios que administre la Cámara de Diputados o el Senado, según sea el caso, debiendo asegurarse siempre un fácil y expedito acceso a los mismos.
Igualmente, deberán registrar, de conformidad al respectivo reglamento y a las excepciones mencionadas en las letras a) y e) del inciso primero, las audiencias y reuniones solicitadas por las organizaciones señaladas en la letra m) del artículo 4°; por los sindicatos; por los representantes legales, directores, gerentes y abogados de las personas jurídicas que persigan fines de lucro, y por las personas naturales que manifiestamente ejerzan gestiones de lobby. En el registro deberá mencionarse, al menos, la indicación del lugar y fecha de su realización, así como a la individualización de los asistentes y la materia específica tratada.
Las autoridades, miembros, funcionarios y servidores a que se refiere este artículo y hasta el nivel que determine el reglamento, deberán mantener igualdad de trato respecto de las personas, organizaciones y entidades, que soliciten audiencias sobre una misma materia.

TITULO IV

De las sanciones

Párrafo 1º

De las sanciones administrativas a lobbystas

y procedimiento para su aplicación
Artículo 16.- Las autoridades encargadas del control y fiscalización de quienes ejerzan actividades de lobby, serán, según corresponda, el Consejo para la Transparencia, las comisiones a que se refiere la letra b) del artículo 7° de esta ley, la Contraloría General de la República, o el Banco Central.

A cada una de las autoridades previamente individualizadas les corresponderá, ya sea de oficio o a petición de parte, investigar y sancionar a quienes desempeñen actividades de lobby, dentro de su ámbito de competencia, con infracción a la presente ley.
El incumplimiento de cualquiera de las disposiciones de esta ley será sancionado por la autoridad señalada en el inciso primero, según corresponda, sin perjuicio de las facultades jurisdiccionales de los Tribunales de Justicia y del Ministerio Público.
Artículo 17.- La aplicación de cualquiera de las sanciones señaladas en el artículo 18, deberá fundarse en un procedimiento justo y racional, el que se iniciará, de oficio o a petición de parte, con la formulación precisa de los cargos respectivos, los cuales deberán contener una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de la infracción así como la norma eventualmente infringida. Los cargos deberán ser notificados al afectado por carta certificada al domicilio que tenga registrado en alguno de los Registros Públicos de Lobbystas. El plazo para presentar descargos se extenderá por diez días hábiles desde la notificación.

Con la respuesta del afectado, la autoridad fiscalizadora podrá resolver de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término probatorio de hasta cinco días.
La resolución definitiva deberá ser fundada y se dictará dentro de los quince días siguientes a aquél en que se haya evacuado la última diligencia ordenada en el expediente.

En todo lo no regulado precedentemente, se aplicarán de forma supletoria las normas contempladas en le ley número 19.880, que establece las Bases de los Procedimientos Administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.
Artículo 18.- La autoridad competente podrá aplicar algunas de las siguientes sanciones, atendida la gravedad de la falta:
a) Amonestación escrita.

b) Multa de hasta ciento cincuenta unidades tributarias mensuales, a beneficio fiscal.

c) Suspensión del Registro Público, hasta por tres años.
d) Eliminación del Registro. La eliminación en alguno de los registros acarrea la eliminación automática en los demás y la prohibición definitiva para ejercer acciones de lobby.
Artículo 19.- De las sanciones que aplique la autoridad competente, y luego de rechazada la impugnación administrativa de conformidad al procedimiento del artículo 17, podrá reclamarse fundadamente y sin ulterior recurso, dentro del plazo de treinta días, ante la Corte de Apelaciones de la jurisdicción donde tenga su domicilio el lobbysta. Del reclamo, se dará traslado a la autoridad que aplicó la sanción por un plazo de diez días para que evacue su informe. Con el informe, o en su rebeldía, la Corte ordenará traer los autos en relación.
El recurso gozará de preferencia para su vista y no procederá la suspensión de la vista de la causa por el motivo establecido en el número 5 del artículo 165 del Código de Procedimiento Civil.
Párrafo 2º

De las sanciones aplicables a los funcionarios
Artículo 20.- Las infracciones a esta ley cometidas por autoridades, miembros o funcionarios de los órganos de la Administración del Estado o del Congreso Nacional, con excepción de los diputados y senadores, se regirán por las normas de sus respectivos estatutos.
A los servidores públicos se les aplicarán los estatutos que rigen para los funcionarios del organismo público al cual prestan sus servicios.

En el caso de los parlamentarios, la respectiva Cámara determinará la forma, procedimiento y régimen de sanciones que sean procedentes.
Artículo 21.- Si durante el curso de la investigación o sumario administrativos, el investigador o fiscal, según corresponda, conoce de acciones u omisiones que puedan ser constitutivas de delitos, estará obligado a hacer la denuncia respectiva al Ministerio Público.
Párrafo 3°

De las sanciones por ejercicio ilegal de la actividad de lobby

Artículo 22.- El que ejerciere la actividad de lobby sin cumplir con la obligación de inscribirse en los registros establecidos en esta ley o la continúe desarrollando una vez eliminado de aquéllos, será sancionado con multa de ciento cincuenta a trescientas unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia, las multas se elevarán de doscientos cincuenta a cuatrocientas unidades tributarias mensuales. Todas las multas serán a beneficio fiscal.

De las sanciones aplicables en el presente artículo, podrá reclamarse de conformidad a lo establecido en los artículos 17 y 19 de la presente ley.
TITULO V

Disposiciones varias
Artículo 23.- El Presidente de la República, mediante decreto supremo expedido  por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, dictará el o los reglamentos de la presente ley.

El o los reglamentos a que aluden la letra f) del artículo 2º, y el artículo 15, en el caso del Congreso Nacional, será, para cada Cámara, el que apruebe la Sala de cada una de ellas, a proposición de la Comisión de Ética o de la Comisión de Conducta, según corresponda.
Artículo 24.- Las resoluciones dictadas en virtud de la presente ley por el Consejo para la Transparencia, la Comisión de Ética del Senado y la Comisión de Conducta de la Cámara de Diputados, serán públicas.
Disposiciones transitorias

Artículo primero.- El mayor costo que signifique la aplicación  de la presente ley, durante el año 2008, se financiará con cargo al presupuesto vigente de las instituciones respectivas, pudiendo al efecto realizarse transferencias y reasignaciones.
Artículo segundo.- La presente ley entrará en vigencia ocho meses después de su publicación en el Diario Oficial.”.

Dios guarde a V.E.,

(Fdo.): EDMUNDO PÉREZ YOMA, Vicepresidente de la República.- JOSE ANTONIO VIERA-GALLO QUESNEY, Ministro Secretario General de la Presidencia.- ANDRES VELASCO BRAÑES, Ministro de Hacienda
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